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LEY 975 DE 2005 
(Julio 25) 

Diario Oficial No. 45.980 de 25 de julio de 2005 
 
Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera 
efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para 

acuerdos humanitarios. 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA,  
 

DECRETA: 
 
La Corte Constitucional mediante sentencia C-370-06 declaró exequible, 
exequible condicionada e inexequible por vicios materiales y de forma artículos 
de la Ley 975 de 2005. M.P., Dres., Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime 
Córdoba Triviño, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Álvaro 
Tafur Galvis y Clara Inés Vargas Hernández. Los efectos de la sentencia son a 
partir del 18 de mayo de 2006, es decir, hacia el futuro. 
La Corte Constitucional mediante sentencia C-319-06 declaró exequible la Ley 
975 de 2005 por vicios de forma (Tramite como ley estatutaria). M.P. Dr. Álvaro 
Tafur Galvis.  
La Corte Constitucional mediante sentencia C-531-06 declaró exequible la Ley 
975 de 2005 por vicios de forma. (Tramite como una ley de concesión de 
indulto,  normas que cambian la estructura de la rama judicial) M.P., Dr. Marco 
Gerardo Monroy Cabra 
La Corte Constitucional mediante sentencia C-575-06 declaro inexequible la 
expresión que limitaba la reparación únicamente con bienes de procedencia 
ilícita de los postulados; además, declaró exequible condicionada otras 
expresiones del artículo 27 en el entendido que  la caracterización a que en él 
se alude corresponde a la tipicidad objetiva y que la decisión del archivo de las 
diligencias debe ser motivada y comunicada al denunciante y al Ministerio 
Público para el ejercicio de sus derechos y funciones; las expresiones “a cargo 
del autor o partícipe del delito”  contenida en el  numeral 38.3 del artículo 37 la 
declaro exequible en el entendido que todos y cada uno de los miembros del 
grupo armado organizado al margen de la ley, responden con su propio 
patrimonio para indemnizar a cada una de las víctimas de los actos violatorios 
de la ley penal por los que fueren condenados; y también responderán 
solidariamente por los daños ocasionados a las víctimas por otros miembros del 
grupo armado al cual pertenecieron. Igualmente declaro exequible por vicios de 
forma varios artículos de la Ley 975 de 2005, M.P., Dr. Álvaro Tafur Galvis. 

 
La Ley 975 de 2005 ha sido reglamentada por el gobierno nacional mediante los 
siguientes decretos:  
 
1. Decreto 4760 del 30 de diciembre de 2005. 
2. Decreto 3391 del 5 de octubre de 2006, deroga los artículos 1, inciso 3 del 
artículo 5 y el inciso 2 de su parágrafo, inciso 6 del artículo 8, artículo 7, 12, 13, 
inciso 2 del artículo 14 del Decreto 4760 de 2005 y demás disposiciones que le 
sean contrarias. 
3  Decreto 2898 del 29 de agosto de 2006. 
4. Decreto 4417 del 7 de diciembre de 2006, mediante el cual se modificó el 
Decreto 2898 de 2006. 
5. Decreto 315 del 7 de febrero de 2007, con el que se reglamenta la 
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intervención de la víctima en el proceso penal especial de Justicia y Paz. 
6. Decreto 423 del 16 de febrero de  2007, mediante el cual se reglamentan los 
artículos 10 y 11 de la Ley 975 de 2005.  
7. Decreto 3570 del 18 de septiembre de 2007 Reglamenta el articulo 13 
numeral 2, el inciso final del artículo. 15 y el artículo 38 de la ley 975 de 2005 
8. Decreto 122 de 2008 mediante el cual se crean con carácter transitorio 
cargos para las funciones de la ley 975 de 2005.  
9. Decreto 176 del 24 de enero de 2008 reglamenta los artículos 52 y 53 de la 
ley 975 de 2005. 
10.  Decreto 880 del 27 de marzo de 2008 reglamenta el artículo 61 de la ley 
975 de 2005. 
11. Decreto 1290 del 22 de abril de 2008, reglamenta los artículos 2, 5,8, 42 y 
55 de la ley 975 de 2005. 
12. Decreto 1364 del 25 de abril de 2008, adiciona el parágrafo 4 del artículo 
tercero del Decreto 4760 de 2005. 

 
CAPITULO I.  

PRINCIPIOS Y DEFINICIONES.  
  
ARTÍCULO 1o. OBJETO DE LA PRESENTE LEY. La presente ley tiene por 
objeto facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a 
la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, garantizando 
los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. 
  
Se entiende por grupo armado organizado al margen de la ley, el grupo de 
guerrilla o de autodefensas, o una parte significativa e integral de los mismos 
como bloques, frentes u otras modalidades de esas mismas organizaciones, de 
las que trate la Ley 782 de 2002. 
  
DECRETO 3391 SEP. 29/ 06. ARTÍCULO 1. OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA 
LEY. La ley 975 de 2,005 tiene por objeto facilitar los procesos de paz y la reincorporación 
individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados organizados al margen de 
la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación.  
Los beneficios penales previstos en la ley 975 de 2.005 se aplicarán a las personas vinculadas 
a grupos armados organizados al margen de la ley que hayan decidido desmovilizarse y 
contribuir a la reconciliación nacional, respecto de hechos delictivos cometidos durante y con 
ocasión de su pertenencia al mismo, cuando estos no queden cobijados por los beneficios 
jurídicos de que trata la Ley 782 de 2002, sea que respecto de tales hechos curse o no 
investigación judicial de cualquier índole o se haya proferido sentencia condenatoria.  
PARÁGRAFO 1. Para todos los efectos procesales, el Alto Comisionado para la Paz certificará 
la fecha de iniciación del proceso de paz con miras a la desmovilización y reinserción del 
respectivo grupo en concordancia con lo dispuesto por la Ley 782 de 2.002. Tratándose de 
desmovilización individual la certificación corresponderá al Comité Operativo para la dejación de 
Armas -CODA.  
PARÁGRAFO 2. El otorgamiento de los beneficios jurídicos contemplados por la ley 782 de 
2002, no excluye la responsabilidad penal por la comisión de otras conductas punibles no 
amparadas por ella.  
PARÁGRAFO 3. En relación con los beneficiarios de la aplicación de la presente ley, la 
condición de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, a que hace 
referencia el artículo 2 de la ley 975 de 2.005 y el parágrafo 1 del artículo 3 de la ley 782 de 
2002, se entiende respecto del bloque o frente al que, en su momento, se encontraron 
vinculados.  
En todo caso, el proceso previsto en la ley 975 de 2.005 dará lugar a una sola condena judicial 
y pena alternativa, haya el beneficiario pertenecido a uno o varios bloques o frentes, siempre 
que los hechos punibles objeto de la decisión judicial se hubieren cometido durante y con 
ocasión de su pertenencia a los mismos.  
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DECRETO 423 FEB. 16 DE 2007. ARTICULO 5°. ACTOS QUE NO AFECTAN EL 
CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD. Para los efectos de evaluar, 
certificar e informar sobre el cumplimiento de los requisitos de elegibilidad que trata el presente 
DECRETO, se tendrá en cuenta que según lo dispuesto por el inciso 4° del artículo 5° del 
DECRETO Reglamentario 3391 de 2006, "Las conductas aisladas o individualmente 
consideradas de alguno de los desmovilizados que, en concordancia con lo dispuesto por el 
inciso 2 del artículo 1 de la ley 975 de 2.005 y el parágrafo 1 del artículo 3 de la ley 782 de 
2.002, no correspondan a la organización en su momento bajo la dirección del mando 
responsable, no tendrán la vocación de afectar el cumplimiento de los requisitos de elegibilidad 
del grupo desmovilizado colectivamente al cual pertenecía, sin perjuicio que en el caso concreto 
el responsable de las mismas pierda la posibilidad de acceder a los beneficios consagrados por 
la ley 975 de 2.005". 
 
DECRETO 1290 del 22 de abril de 2008 ARTICULO UNO. CREACIÓN DEL PROGRAMA. 
Créase un PROGRAMA DE REPARACIÓN INDIVIDUAL POR VIA ADMINISTRATIVA PARA 
LAS V(CTIMAS DE LOS GRUPOS ARMADOS ORGANIZADOS AL MARGEN DE LA LEY, el 
cual estará- a cargo de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional - Acción Social. Este programa tiene por objeto conceder un conjunto de medidas 
de reparaciones individuales a favor de las personas que con anterioridad a la expedición del 
presente decreto hubieren sufrido violación en sus derechos fundamentales por acción de los 
grupos armados organizados al margen de la ley a los que se refiere el inciso 2 del artículo 1 de 
la Ley 975 de 2005. 

 
 
ARTÍCULO 2o. AMBITO DE LA LEY, INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN 
NORMATIVA. La presente ley regula lo concerniente a la investigación, 
procesamiento, sanción y beneficios judiciales de las personas vinculadas a 
grupos armados organizados al margen de la ley, como autores o partícipes de 
hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia a esos 
grupos, que hubieren decidido desmovilizarse y contribuir decisivamente a la 
reconciliación nacional. 
  
La interpretación y aplicación de las disposiciones previstas en esta ley deberán 
realizarse de conformidad con las normas constitucionales y los tratados 
internacionales ratificados por Colombia. La incorporación de algunas 
disposiciones internacionales en la presente ley, no debe entenderse como la 
negación de otras normas internacionales que regulan esta misma materia. 
  
La reinserción a la vida civil de las personas que puedan ser favorecidas con 
amnistía, indulto o cualquier otro beneficio establecido en la Ley 782 de 2002, 
se regirá por lo dispuesto en dicha ley. 
 
 (Sentencia C-370-06 se Inhibe respecto del inciso final del artículo 2º) 
  
DECRETO 4760 DIC. 30/05. ARTICULO 2. MARCO INTERPRETATIVO. La interpretación y 
aplicación de las disposiciones previstas en la ley 975 de 2.005 deberán realizarse de 
conformidad con las normas constitucionales y los tratados internacionales ratificados por 
Colombia. La incorporación de algunas disposiciones internacionales en la citada ley, no debe 
entenderse como la negación de otras normas internacionales que regulan esta misma materia. 
En lo no previsto de manera específica por la ley 975 de 2.005 se aplicarán las normas de 
procedimiento penal contenidas en la ley 906 de 2.004 y, en lo compatible con la estructura del 
proceso regulado por aquella, lo dispuesto por la ley 600 de 2.000, así como la ley 793 de 2.002 
y las normas civiles en lo que corresponda.  
ARTICULO   26.   CONDUCTAS   DE   EJECUCIÓN    PERMANENTE. Cuando se trate de 
conductas punibles de ejecución permanente, la ley 975/2005 solamente será aplicable en 
aquellos eventos en que la consumación, materializada con el primer acto, se haya producido 
con anterioridad a la entrada en vigencia de la misma. 
En todo caso para acceder a los beneficios previstos en la citada ley, será necesario que en los 
delitos de ejecución permanente haya cesado la afectación al bien jurídico y se preste 
colaboración eficaz para materializar los derechos de las víctimas, en especial el 
restablecimiento de la libertad de las mismas y/o su ubicación. 
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DECRETO 3391 SEP. 29/06. ARTICULO 2. NATURALEZA. La ley 975 de 2005 consagra una 
política criminal especial de justicia restaurativa para la transición hacia el logro de una paz 
sostenible, mediante la cual se posibilita la desmovilización y reinserción de los grupos armados 
organizados al margen de la ley, el cese de la violencia ocasionada por los mismos y de sus 
actividades ilícitas, la no repetición de los hechos y la recuperación de la institucionalidad del 
Estado de Derecho, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la 
reparación. Para tal efecto, el procedimiento integrado establecido en esta ley incluye un 
proceso judicial efectivo de investigación, juzgamiento, sanción y otorgamiento de beneficios 
penales a los desmovilizados de los grupos armados organizados al margen de la ley, dentro 
del cual las víctimas tienen la oportunidad de hacer valer sus derechos a conocer la verdad 
sobre las circunstancias en que ocurrieron los hechos punibles y a obtener reparación del daño 
sufrido.  
La contribución a la consecución de la paz nacional, la colaboración con la justicia y con el 
esclarecimiento de la verdad a partir de la confesión plena y veraz de los hechos punibles 
cometidos durante y con ocasión de la pertenencia al grupo, la garantía de no repetición y la 
reparación a las víctimas, previo el cumplimiento de las exigencias establecidas en esta ley, 
constituyen el fundamento de la concesión del beneficio jurídico de la pena alternativa. El 
Gobierno Nacional adelantará las acciones necesarias para la difusión y pedagogía del objeto y 
naturaleza especial de la ley 975 de 2.005, con el fin de que el conocimiento adecuado de los 
mismos permita el logro de su finalidad. 

 
ARTÍCULO 3o. ALTERNATIVIDAD. Alternatividad es un beneficio consistente 
en suspender la ejecución de la pena determinada en la respectiva sentencia, 
reemplazándola por una pena alternativa que se concede por la contribución del 
beneficiario a la consecución de la paz nacional, la colaboración con la justicia, 
la reparación a las víctimas y su adecuada resocialización. La concesión del 
beneficio se otorga según las condiciones establecidas en la presente ley.  
 
(Sentencia C-370-06 declarado exequible, en el entendido de que la 
colaboración con la justicia debe estar encaminada a lograr el goce efectivo de 
los derechos de las victimas a la verdad, la justicia, la reparación y la no 
repetición)  
  

DECRETO 4760 DIC. 30/05 ARTICULO 8. IMPOSICIÓN, CUMPLIMIENTO Y SEGUIMIENTO 
DE LA PENA ALTERNATIVA Y DE LA LIBERTAD A PRUEBA La etapa de juzgamiento 
conforme a la ley 975 de 2.005, deberá estar precedida por la investigación y formulación de 
cargos por parte del Fiscal delegado de la Unidad de Fiscalías de Justicia y Paz, habiéndose 
verificado el estricto cumplimiento de los requisitos de elegibilidad previstos en los artículos 10 
y 11 de la citada ley, según sea el caso. En el evento en que no se encuentren acreditados los 
requisitos, o el imputado no acepte los cargos o se retracte de los admitidos en la versión libre, 
no habrá lugar al beneficio de la pena alternativa consagrada en la misma y la Unidad Nacional 
de Fiscalía para la Justicia y la Paz remitirá la actuación al funcionario competente conforme 
con la ley vigente al momento de la comisión de las conductas investigadas. De conformidad 
con los artículos 3, 24, 29 y 44 de la Ley 975/2005, el beneficio jurídico de suspensión de la 
ejecución de la pena determinada en la respectiva sentencia reemplazándola por una pena 
alternativa consistente en la privación de la libertad por un período mínimo de cinco (5) años y 
no superior a ocho (8) años, tasada de acuerdo con la gravedad de los delitos y la colaboración 
efectiva en el Esclarecimiento de los mismos, únicamente podrá concederse en la sentencia si 
se encuentra acreditada la contribución del beneficiario a la consecución de la paz nacional, la 
colaboración con la justicia, la reparación a las víctimas, su adecuada resocialización y el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley 975/2005, incluyendo los previstos en los 
artículos 10 y 11 de la misma, según sea el caso. Igualmente se requerirá que el beneficiario se 
comprometa a contribuir con su resocialización a través del trabajo, estudio o enseñanza 
durante el tiempo que permanezca privado de la libertad, y a promover actividades orientadas a 
la desmovilización del grupo armado al margen de la ley al cual perteneció. En la sentencia 
condenatoria la Sala competente del Tribunal Superior de Distrito Judicial fijará la pena principal 
y las accesorias que correspondan por los delitos cometidos de acuerdo con las reglas del 
Código Penal, y adicionalmente incluirá la pena alternativa, los compromisos de 
comportamiento y su duración, las obligaciones de reparación moral y económica a las víctimas 
y la extinción del dominio de los bienes que se destinarán a la reparación. La pena alternativa 
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no podrá ser objeto de subrogados penales, beneficios adicionales o rebajas complementarias. 
Una vez cumplida la pena alternativa, junto con las condiciones impuestas en la sentencia 
condenatoria y las previstas en el artículo 44 de la ley 975/2005, se concederá la libertad a 
prueba por un término igual a la mitad de la pena alternativa impuesta. Durante el periodo de 
libertad a prueba, el beneficiado se compromete a no reincidir en los delitos por los cuales fue 
condenado en el marco de la ley 975/2005, a presentarse periódicamente ante el Tribunal 
Superior del Distrito Judicial que corresponda y a informar cualquier cambio de residencia. La 
Sala competente del Tribunal Superior de Distrito Judicial deberá realizar un estricto 
seguimiento sobre el cumplimiento de la pena alternativa, las obligaciones impuestas en la 
sentencia y las relativas al periodo de prueba. Para tal efecto, la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad con las atribuciones que le confiere el 
artículo 85 de la Ley 270/96, establecerá los mecanismos idóneos para el efecto. 
PARÁGRAFO. En concordancia con lo dispuesto por el artículo 31 de la Ley 975 de 2.005, el 
tiempo que un miembro de un grupo armado al margen de la ley, encontrándose autorizado por 
el Gobierno Nacional, haya estado fuera de una zona de concentración ejerciendo labores 
relacionadas con el proceso de diálogo, negociación y firma de acuerdos, se computará para 
efectos de la pena alternativa como si dicho tiempo hubiere permanecido en una de las 
mencionadas zonas. 

DECRETO 423 FEB. 16 DE 2007. ARTICULO 5°. ACTOS QUE NO AFECTAN EL 
CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD. Para los efectos de evaluar, 
certificar e informar sobre el cumplimiento de los requisitos de elegibilidad que trata el presente 
DECRETO, se tendrá en cuenta que según lo dispuesto por el inciso 4° del artículo 5° del 
DECRETO Reglamentario 3391 de 2006, "Las conductas aisladas o individualmente 
consideradas de alguno de los desmovilizados que, en concordancia con lo dispuesto por el 
inciso 2 del artículo 1 de la ley 975 de 2.005 y el parágrafo 1 del artículo 3 de la ley 782 de 
2.002, no correspondan a la organización en su momento bajo la dirección del mando 
responsable, no tendrán la vocación de afectar el cumplimiento de los requisitos de elegibilidad 
del grupo desmovilizado colectivamente al cual pertenecía, sin perjuicio que en el caso 
concreto el responsable de las mismas pierda la posibilidad de acceder a los beneficios 
consagrados por la ley 975 de 2.005". 

 
 
ARTÍCULO 4o. DERECHO A LA VERDAD, LA JUSTICIA Y LA REPARACIÓN 
Y DEBIDO PROCESO. El proceso de reconciliación nacional al que dé lugar la 
presente ley, deberá promover, en todo caso, el derecho de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación y respetar el derecho al debido proceso y las 
garantías judiciales de los procesados. 
  
 
(Sentencia C-575-06 se declara exequible el texto resaltado) 
 
 
DECRETO 3391 SEP 29/06. ARTICULO 19. PROGRAMAS RESTAURATIVOS PARA LA 
RECONCILIACIÓN NACIONAL. Con el fin de lograr la reconciliación nacional, se impulsarán 
programas restaurativos dirigidos a atender el desarrollo humano y social de las víctimas, las 
comunidades y  los  ofensores,  con  el  fin de que se restablezcan los vínculos sociales, los 
cuales podrán comprender, entre otras, acciones encaminadas a:  
a} Propiciar la reconstrucción personal de la victima y el victimario como sujetos sociales, de las 
relaciones entre ellos, y de ellos con la comunidad.  
b) Recuperar la situación emocional de la población afectada  
c).Fortalecer las organizaciones sociales, a través de capacitación especializada, y 
acompañamiento en los procesos de reconciliación que estimulen la participación activa y 
responsable de las víctimas, las comunidades y los ofensores.  
d).Propender por la elaboración de la memoria histórica del proceso de reconciliación  
e) Propiciar el restablecimiento de las víctimas en el plano emocional físico y social  
f).lmpulsar la vinculación de las víctimas y de los desmovilizados a proyectos productivos o 
programas de generación de ingresos y capacitación vocacional que posibiliten su acceso a 
empleos productivos, estimulando el apoyo por parte del sector privado y la sociedad civil para 
facilitar su reinserción social.  
Estos programas se diseñarán e implementarán con la colaboración de las autoridades locales, 
las organizaciones de la sociedad civil y religiosas y podrán ser operados por la Defensoría del 
Pueblo, por organizaciones civiles autorizadas por el Gobierno Nacional, casas de justicia y 
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centros de convivencia ciudadana y en los establecimientos de reclusión para justicia y paz en 
los que se cumpla la privación efectiva de la libertad de los desmovilizados que se acojan a la 
ley 975 de 2.005. Lo anterior, sin perjuicio de los que adelante Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación.  

 
 
ARTÍCULO 5o. DEFINICIÓN DE VÍCTIMA. Para los efectos de la presente ley 
se entiende por víctima la persona que individual o colectivamente haya sufrido 
daños directos tales como lesiones transitorias o permanentes que ocasionen 
algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), 
sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus derechos 
fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan 
transgredido la legislación penal, realizadas por grupos armados organizados al 
margen de la ley. 
 
También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera 
permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la 
víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere 
desaparecida. 
 
La condición de víctima se adquiere con independencia de que se identifique, 
aprehenda procese o condene al autor de la conducta punible y sin 
consideración a la relación familiar existente entre el autor y la víctima. 
 
Igualmente se considerarán como víctimas a los miembros de la Fuerza Pública 
que hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo 
de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual o auditiva), o menoscabo 
de sus derechos fundamentales, como consecuencia de las acciones de algún 
integrante o miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley. 
 
 
Asimismo, se tendrán como víctimas al cónyuge, compañero o compañera 
permanente y familiares en primer grado de consanguinidad, de los miembros 
de la fuerza pública que hayan perdido la vida en desarrollo de actos del 
servicio, en relación con el mismo, o fuera de él, como consecuencia de los 
actos ejecutados por algún integrante o miembros de los grupos organizados al 
margen de la ley.  
 
(Sentencia C-370-06 declara exequible, los incisos segundo y quinto,  en el 
entendido que la presunción allí establecida no excluye como víctima a otros 
familiares que hubieren sufrido un daño como consecuencia de cualquier otra 
conducta violatoria de la ley penal cometida por miembros de grupos armados 
al margen de la ley) (Sentencia C-575-06 se declara exequible el cuarto inciso) 
 
  
DECRETO 315 DEL 7 DE FEBRERO DE 2007. Artículo 1º. Las víctimas a que se refiere el 
artículo 5º de la Ley 975 de 2005 y la sentencia C-370-06 de la Corte Constitucional tendrán 
derecho a acceder en forma personal y directa, o a través de apoderado, a las diligencias de 
versión libre, formulación de imputación, formulación de cargos y demás etapas procesales que 
se realicen en el marco de dicha Ley y que se relacionen con los hechos que les generaron el 
daño, como consecuencia de los actos delictivos ejecutados por algún integrante o miembro de 
los grupos organizados al margen de la ley, postulado como elegible por el Gobierno Nacional.  
En los eventos en que la victima no contare con los servicios profesionales de un abogado 
particular, previa solicitud y comprobación sumaria de la necesidad, la Fiscalía General de la 
Nación solicitará a la Defensoría del Pueblo la asignación de un defensor público para que las  
represente.  
Artículo 3º.  Para intervenir en las investigaciones que se adelanten de acuerdo con la Ley 975 
de 2005, en los términos previstos en el presente decreto, las víctimas deberán acreditar 
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previamente esa condición ante el Fiscal Delegado de la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía 
General de la Nación que conozca de la investigación, mediante la identificación personal del 
interesado y la demostración del daño sufrido como consecuencia de las acciones que hayan 
transgredido la legislación penal, realizadas por uno o varios miembros de grupos armados 
organizados al margen de la ley que hayan decidido acogerse al procedimiento y beneficios de 
la ley 975 de 2005. 
Artículo 4º. La demostración del daño directo a que se refiere el artículo 5º de la Ley 975 de 
2005, así como los artículos 1º y 2º del presente decreto, se podrá realizar mediante alguno de 
los siguientes documentos: a) Copia de la denuncia por medio de la cual se puso en 
conocimiento de alguna autoridad judicial, administrativa, o de policía el hecho generador del 
daño, sin que sea motivo de rechazo la fecha de presentación de la noticia criminal. Si no se 
hubiera presentado dicha denuncia se podrá acudir para tal efecto a la autoridad respectiva, si 
procediere; b)Certificación expedida por autoridad judicial, administrativa, de policía o por el 
Ministerio Público que de cuenta de los hechos que le causaron el daño; c) Copia de la 
providencia judicial por medio de la cual se ordenó la apertura de la investigación, impuso 
medida de aseguramiento, o se profirió resolución de acusación o sentencia condenatoria, o del 
registro de audiencia de imputación, formulación de cargos, o individualización de pena y 
sentencia, según el caso, relacionada con los hechos por los cuales se sufrió el daño; d) 
Certificación sobre la vecindad o la residencia respecto del lugar y el tiempo en que 
presuntamente ocurrieron los hechos que produjeron el daño, la cual deberá ser expedida por la 
autoridad competente del orden municipal. e) Certificación que acredite o demuestre el 
parentesco con la víctima, en los casos que se requiera, la que deberá ser expedida por la 
autoridad correspondiente.   
Artículo 5º. En el evento que la víctima desee intervenir de manera personal en las diligencias 
a que se refiere el artículo 1º del presente decreto, deberá manifestar previamente en forma 
expresa ante el fiscal delegado que corresponda, la renuncia a la garantía de preservar su 
identidad. 
Artículo 6º. Cuando la ley no exija la presencia de un abogado, las víctimas también podrán 
hacerse representar en las audiencias de que trata este decreto, por asociaciones u 
organizaciones de víctimas, en cuyo caso lo harán por intermedio del representante legal de la 
respectiva entidad. En estos eventos, sólo podrá participar dicho representante o el abogado. 
Artículo 7º. La participación y representación de los menores de edad víctimas del delito se 
realizará en lo pertinente de conformidad con lo dispuesto en el titulo II de la Ley 1098 de 2006. 
Artículo 8º. Las víctimas que deleguen su representación para los efectos del presente decreto, 
deberán otorgar poder especial con nota de presentación personal ante cualquier autoridad 
judicial. 
Artículo 9º. Las autoridades judiciales competentes podrán ordenar el retiro de la Sala de quien 
desacate sus órdenes, le falte al respeto a cualquiera de las partes o de los asistentes, no 
conserve la compostura y el silencio debidos, sin perjuicio de las sanciones a que hubiere lugar 
de conformidad con las normas del procedimiento y el estatuto de la profesión de abogado.  
Artículo 13. Las medidas de que tratan los artículos anteriores no podrán redundar en perjuicio 
de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles con éstos 
 
Decreto 1290 del 22 de abril de 2008 ARTÍCULO CINCO. INDEMNIZACIÓN SOLIDARIA. El 
Estado reconocerá y pagará directamente a las víctimas, o a los beneficiarios de que trata el 
presente decreto, a título de indemnización solidaria, de acuerdo con los derechos 
fundamentales violados, las siguientes sumas de dinero: 
• HOMICIDIO, DESAPARICIÓN FORZADA Y SECUESTRO: 
Cuarenta (40) Salarios Mínimos Mensuales Legales. 
• LESIONES PERSONALES Y PSICOLÓGICAS QUE PRODUZCAN 
INCAPACIDAD PERMANENTE: 
Hasta cuarenta (40) Salarios Mínimos Mensuales Legales. 
• LESIONES PERSONALES Y PSICOLÓGICAS QUE NO CAUSEN 
INCAPACIDAD PERMANENTE: 
Hasta treinta (30) Salarios Mínimos Mensuales Legales. 
• TORTURA: 
Treinta (30) Salarios Mínimos Mensuales Legales. 
• DELITOS CONTRA LA LIBERTAD E INTEGRIDAD SEXUAL:Treinta (30) Salarios Mínimos 
Mensuales Legales. 
• RECLUTAMIENTO ILEGAL DE MENORES: 
Treinta (30) Salarios Mínimos Mensuales Legales 
• DESPLAZAMIENTO FORZADO: 
Hasta veintisiete (27) Salarios Mínimos Mensuales Legales. 
Parágrafo 1°.  Los montos de indemnización solidaria previstos en Salarios 
Mínimos Mensuales Legales, serán los vigentes al momento del pago. 
Parágrafo 2°. En caso de concurrir varias personas con derecho a la reparación, el monto de la 
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indemnización solidaria se distribuirá así: 
1. Una suma equivalente al cincuenta por ciento (50%) del valor previsto para la respectiva 
violación para el cónyuge o compañero (a) permanente, y el otro cincuenta por ciento (50%) 
para los hijos; 
2. A falta de cónyuge o compañero (a) permanente, el cincuenta por ciento (50%) para los hijos, 
y el otro cincuenta por ciento (50%) para los padres; 
3. A falta de cónyuge o compañero (a) permanente e hijos, cincuenta por ciento (50%) para los 
padres y el otro cincuenta por ciento (50%) distribuido en partes iguales entre los hermanos y 
demás familiares que dependieren económicamente de la víctima directa; 
4. A falta de cónyuge o compañero (a) permanente, hijos y padres, se distribuirá el valor de la 
indemnización solidaria en partes iguales entre los hermanos y demás familiares que 
dependieren económicamente de la víctima directa. 
5. Cuando la víctima directa era soltera y fue abandonada por su padres en la niñez, se 
reconocerá el monto total de la reparación al pariente más cercano que hubiere asumido los 
gastos de crianza y manutención, siempre que demuestre el parentesco y la dependencia 
económica. 
Parágrafo 3°. Del valor de la indemnización solidaria se descontarán las sumas de dinero que 
la víctima haya recibido de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional- Acción Social, o de otra entidad del Estado que constituya reparación. 
Parágrafo 4°. En caso de que respecto a la misma víctima concurra más de una violación, 
tendrá derecho a que estas se acumulen hasta un tope no mayor de cuarenta (40) salarios 
mínimos legales mensuales. 
En caso de que un beneficiario pueda solicitar indemnización por varias víctimas, tendrá 
derecho a la indemnización solidaria por cada una de ellas. 
Parágrafo 5°. La indemnización solidaria prevista en el presente artículo para quienes hayan 
sido victimas del delito de desplazamiento forzado, se entregará por núcleo familiar, y se 
reconocerá y pagará a través de FONVIVIENDA, con bolsa preferencial, con la posibilidad de 
acceder al mismo en cualquier parte del territorio nacional para vivienda nueva o usada, con 
prioridad en el tiempo frente al programa de interés social, atendiendo por lo menos un cupo 
anual de treinta mil familias, y se reconocerá a quienes no hubieren sido incluidos en anteriores 
programas por la misma causa. 
Parágrafo 6°. La población desplazada tendrá derecho a las medidas de reparación por las 
otras violaciones de que fueren víctimas, sin exceder los topes previstos en el presente decreto. 

 
ARTÍCULO 6o. DERECHO A LA JUSTICIA. De acuerdo con las disposiciones 
legales vigentes, el Estado tiene el deber de realizar una investigación efectiva 
que conduzca a la identificación, captura y sanción de las personas 
responsables por delitos cometidos por los miembros de grupos armados al 
margen de la ley; asegurar a las víctimas de esas conductas el acceso a 
recursos eficaces que reparen el daño infligido, y tomar todas las medidas 
destinadas a evitar la repetición de tales violaciones. 
  
Las autoridades públicas que intervengan en los procesos que se tramiten con 
fundamento en la presente ley deberán atender, primordialmente, el deber de 
que trata este artículo. 
  
ARTÍCULO 7o. DERECHO A LA VERDAD. La sociedad, y en especial las 
víctimas, tienen el derecho inalienable, pleno y efectivo de conocer la verdad 
sobre los delitos cometidos por grupos armados organizados al margen de la 
ley, y sobre el paradero de las víctimas de secuestro y desaparición forzada. 
  
Las investigaciones y procesos judiciales a los que se aplique la presente ley 
deben promover la investigación de lo sucedido a las víctimas de esas 
conductas e informar a sus familiares lo pertinente. 
  
Los procesos judiciales que se adelanten a partir de la vigencia de la presente 
ley no impedirán que en el futuro puedan aplicarse otros mecanismos no 
judiciales de reconstrucción de la verdad. 
 
(Sentencia C-575-06 se declara exequible el texto resaltado) 
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DECRETO 4760 DIC. 30/05 ARTÍCULO 4. ACTUACIONES PREVIAS A LA RECEPCIÓN DE 
VERSIÓN LIBRE. Recibida la lista de postulados enviada por el Gobierno Nacional, el Fiscal 
Delegado competente asignado, previamente a la recepción de la versión libre, realizará las 
actividades tendientes a la averiguación de la verdad material, la determinación de los autores 
intelectuales, materiales y partícipes, el esclarecimiento de las conductas punibles cometidas, la 
identificación de bienes, fuentes de financiación y armamento de los respectivos grupos 
armados organizados al margen de la ley, así como los cruces de información y demás 
diligencias tendientes al cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 15 y 16 de la Ley 975 de 
2005 durante el plazo razonable que se requiera para el efecto, que no podrá exceder del 
término de seis (6) meses previsto en el artículo 325 de la Ley 600 de 2.000. La información y 
los elementos materiales probatorios legalmente obtenidos en desarrollo de las actuaciones 
previas, podrán ser aportados en la etapa de juzgamiento y valorados por la Sala del Tribunal 
de Distrito Judicial de conformidad con el Código de Procedimiento Penal. 
 
DECRETO 2898 29 DE AGOSTO DE 2006, ARTICULO 1. PARAGRAFO. Las actuaciones 
preliminares a la recepción de la versión libre de que trata el artículo 4 del DECRETO 4760 de 
2.005 serán realizadas por el Fiscal Delegado competente asignado de la Unidad de Justicia y 
Paz durante el plazo razonable que se requiera para el efecto. 
DECRETO 4417  DIC. 7 DE 2006. Artículo 1°. El artículo 1° del DECRETO 2898 de 2006 
quedará así: Artículo 1°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 975 de 
2005, los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley cuyos nombres haya 
sometido o someta el Gobierno Nacional a consideración de la Fiscalía General de la Nación, al 
iniciar la diligencia de versión libre serán interrogados por el Fiscal delegado respectivo de 
Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación, acerca de su voluntad expresa de 
acogerse al procedimiento y beneficios de esta ley, requiriéndose tal manifestación para que la 
versión libre pueda ser recibida y se surtan las demás etapas del proceso judicial allí 
establecido. Las actuaciones preliminares a la recepción de la versión libre de que trata el 
artículo 4° del DECRETO 4760 de 2005 serán realizadas por el Fiscal Delegado competente 
asignado de la Unidad de Justicia y Paz durante el plazo razonable que se requiera para el 
efecto 
DECRETO 315 DEL 7 DE FEBRERO DE 2007. Artículo 3º.  Para intervenir en las 
investigaciones que se adelanten de acuerdo con la Ley 975 de 2005, en los términos previstos 
en el presente decreto, las víctimas deberán acreditar previamente esa condición ante el Fiscal 
Delegado de la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación que conozca de la 
investigación, mediante la identificación personal del interesado y la demostración del daño 
sufrido como consecuencia de las acciones que hayan transgredido la legislación penal, 
realizadas por uno o varios miembros de grupos armados organizados al margen de la ley que 
hayan decidido acogerse al procedimiento y beneficios de la ley 975 de 2005. 
Artículo 13. Las medidas de que tratan los artículos anteriores no podrán redundar en perjuicio 
de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles con éstos. 

 
ARTÍCULO 8o. DERECHO A LA REPARACIÓN. El derecho de las víctimas a la 
reparación comprende las acciones que propendan por la restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción; y las garantías de no repetición de 
las conductas. 
  
Restitución es la realización de las acciones que propendan por regresar a la 
víctima a la situación anterior a la comisión del delito. 
  
La indemnización consiste en compensar los perjuicios causados por el delito. 
  
La rehabilitación consiste en realizar las acciones tendientes a la recuperación 
de las víctimas que sufren traumas físicos y sicológicos como consecuencia del 
delito. 
  
La satisfacción o compensación moral consiste en realizar las acciones 
tendientes a restablecer la dignidad de la víctima y difundir la verdad sobre lo 
sucedido. 
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Las garantías de no repetición comprenden, entre otras, la desmovilización y el 
desmantelamiento de los grupos armados al margen de la ley. 
  
Se entiende por reparación simbólica toda prestación realizada a favor de las 
víctimas o de la comunidad en general que tienda a asegurar la preservación de 
la memoria histórica, la no repetición de los hechos victimizantes, la aceptación 
pública de los hechos, el perdón público y el restablecimiento de la dignidad de 
las víctimas. 
  
La reparación colectiva debe orientarse a la reconstrucción sico-social de las 
poblaciones afectadas por la violencia. Este mecanismo se prevé de manera 
especial para las comunidades afectadas por la ocurrencia de hechos de 
violencia sistemática. 
  
Las autoridades judiciales competentes fijarán las reparaciones individuales, 
colectivas o simbólicas que sean del caso, en los términos de esta ley. 
  
 
DECRETO 3391 SEP. 29/ 06. ARTICULO 3. ACCIONES TENDIENTES A PREVENIR LA 
REALIZACIÓN DE ACTIVIDADES ILÍCITAS POR LOS DESMOVILIZADOS DE LOS GRUPOS 
ARMADOS ORGANIZADOS AL MARGEN DE LA LEY. Con el fin de prevenir la repetición de 
actividades delictivas por parte de los desmovilizados, el Gobierno Nacional adoptará acciones 
tendientes a constatar que las conductas de los des movilizados reinsertados se ajustan a la 
ley. Para tal efecto la Policía Nacional implementará los planes operativos necesarios para 
realizar el monitoreo y seguimiento de la actividad de los reinsertados, formulados en 
coordinación con la dirección del Programa de Reinserción, en cuya ejecución deberán 
colaborar activamente las autoridades del orden territorial.  
Lo anterior, sin perjuicio de la competencia de las demás instancias estatales en lo referente a 
la evaluación del cumplimiento de los requisitos de elegibilidad por parte de los desmovilizados 
a quienes se aplique la ley 975 de 2.005. 
ARTICULO 16. MECANISMOS PARA LA REPARACIÓN DE LAS VICTIMAS. Las víctimas de 
los delitos cometidos por los miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley 
a quienes se aplique la ley 975 de 2.005, tienen derecho a la reparación del daño sufrido. La 
reparación comprende las acciones que propendan por la restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y las garantías de no repetición, y podrá tener carácter individual, 
colectiva o simbólica, según lo establecido en la Ley 975 de 2005. En consecuencia, el carácter 
integral de la reparación no se establecerá en función exclusiva de las acciones de naturaleza 
económica.  
En cumplimiento de la función de recomendar los criterios para las reparaciones de que trata la 
ley 975  de  2.005  atribuida  por  el  artículo 51  numeral 52.6  de  la  misma, la  Comisión  
Nacional de  
Reparación y Reconciliación formulará criterios de proporcionalidad restaurativa que permitan 
realizar una ponderación de las medidas de satisfacción, las garantías de no repetición y los 
diferentes actos de reparación, en especial los de carácter simbólico y colectivo, de manera que 
puedan constituir en su conjunto un marco justo y adecuado de reparación integral para 
alcanzar de forma sostenible la finalidad buscada por la ley 975 de 2.005.  
En concordancia con lo dispuesto en el inciso 8 del artículo 8 de la ley 975 de 2.005, tratándose 
de comunidades afectadas por la ocurrencia de hechos de violencia masiva o sistemática, la 
reparación colectiva de la población afectada es el mecanismo especial e idóneo que comporta 
resarcimiento para todas y cada una de las víctimas de tales comunidades, además de 
encontrarse orientado a su reconstrucción sico-social. 
Los criterios formulados por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación de 
conformidad con los incisos anteriores, serán considerados por la autoridad judicial para efectos 
de establecer las obligaciones de reparación en los procesos judiciales de su conocimiento.  
PARÁGRAFO. La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación deberá formular los 
criterios de que trata el presente artículo, a más tardar dentro de los cuatro (4) meses siguientes 
a la entrada en vigencia del presente DECRETO.   
 
Decreto 1290 del 22 de abril de 2008 ARTÍCULO DOS. DEFINICIONES. Para los efectos del 
presente programa se adoptan las siguientes definiciones: 
REPARACIÓN INDIVIDUAL ADMINISTRATIVA. De acuerdo con el principio de solidaridad, se 
entiende por reparación individual administrativa el conjunto de medidas de reparación que el 
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Estado reconozca a las víctimas de violaciones de sus derechos fundamentales, por hechos 
atribuibles a los grupos armados organizados al margen de la ley; sin perjuicio de la 
responsabilidad de los victimarios y de la responsabilidad subsidiaria o residual del Estado. 
DERECHOS CUBIERTOS POR El PROGRAMA. El presente programa comprende los 
siguientes derechos fundamentales que hubieren sido objeto de violación: 
a) Vida 
b) Integridad física 
c) Salud física y mental 
d) Libertad individual 
e) Libertad sexual 
CLASES DE VIOLACIONES. Para los efectos de la reparación de que trata el presente 
decreto, se tendrán en cuenta los tipos de victimización o hechos previstos en el artículo 5° del 
presente decreto como conductas violatorias de los derechos fundamentales. 
VICTIMAS. Se entiende que tienen la condición de víctimas las personas a las que se refieren 
el artículo 15 de la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por las Leyes 548 de 1999, 782 
de 2002, 1106 de 2006 y el artículo 5° de la Ley 975 de 2005. 
DESTINATARIOS o BENEFICIARIOS. Se consideran destinatarios o beneficiarios del presente 
programa las personas que hubieren sufrido daño directo como consecuencia de la violación de 
sus derechos fundamentales por acción de los grupos armados organizados al margen de la 
ley. Cuando a la víctima se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida, tendrán esa 
condición el cónyuge o compañero o compañera permanente o el familiar en primer grado de 
consanguinidad o primero civil de la víctima directa o aquellos que dependían económicamente 
de la misma. 
PERPETRADORES o VICTIMARIOS. Se entiende por perpetradores o victimarios, a los 
integrantes de los grupos armados organizados al margen de la ley de que trata la Ley 418 de 
1997, prorrogada y modificada por las Leyes 548 de 1999, 782 de 2002 y 1106 de 2006, con 
independencia de que se les identifique, aprehenda, procese o condene, y sin consideración a 
la relación familiar existente entre el autor y la víctima. 
FONDO PARA LA REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS. El Fondo para la Reparación de las 
Víctimas al que se refiere este Decreto, es la cuenta especial sin personería jurídica, adscrito a 
la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional - Acción Social, y 
cuyo ordenador del gasto es el Director General de Acción Social. 
VIOLACIONES NO INCLUIDAS. Los delitos contra la propiedad, el patrimonio y las violaciones 
colectivas o atribuibles a agentes del Estado, no están incluidos en el presente programa y 
serán regulados por las normas aplicables en estas materias. 
ARTÍCULO CUATRO. CLASES DE MEDIDAS DE REPARACIÓN ADMINISTRATIVA. Para los 
efectos del presente programa, el Comité deReparaciones Administrativas reconocerá y 
ordenará la ejecución, en cada caso particular, de las siguientes medidas de reparación, que 
serán de obligatorio cumplimiento por parte de los diferentes organismos del Estado: 
a) Indemnización solidaria 
b) Restitución  
e) Rehabilitación  
d) Medidas de satisfacción 
e) Garantías de no repetición de las conductas delictivas. 
Parágrafo 1°. Para la gradualidad en el pago de las indemnizaciones solidarias , la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-Acción Social tendrá en 
cuenta lo que decida el Comité de Reparaciones Administrativas, de manera motivada, en 
casos especiales en razón del grado de vulnerabilidad de las víctimas y la gravedad de los 
hechos. 
Parágrafo 2°. La población desplazada recibirá las medidas de reparación contempladas en el 
presente decreto, sin perjuicio de las demás medidas establecidas en las normas vigentes 
sobre la materia. 
ARTÍCULO SEIS. RESTITUCIÓN. El Comité de Reparaciones Administrativas dispondrá, 
cuando ello fuere posible, las acciones que permitan a la víctima regresar a la situación anterior 
a la comisión del delito. 
Parágrafo. Las medidas consistentes en restitución de tierras se regirán por las normas 
aplicables a esa materia. 
ARTÍCULO SIETE. REHABILITACIÓN. El Estado, a través de este programa, prestará a las 
víctimas que lo requieran asistencia para su recuperación de traumas físicos y psicológicos 
sufridos como consecuencia del tipo de victimización de que trata este decreto. 
ARTÍCULO OCHO. MEDIDAS DE SATISFACCIÓN. Sin perjuicio de lo previsto por el parágrafo 
1° del artículo 4° del presente decreto, el Comité de Reparaciones Administrativas adoptará 
alguna o algunas de las siguientes medidas de satisfacción en beneficio de las víctimas o 
beneficiarios: 
a) Reconocimiento público del carácter de víctima, de su dignidad, nombre y honor, ante la 
comunidad y el ofensor. 
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b) Efectuar las publicaciones a que haya lugar relacionadas con el literal anterior, a través de la 
Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-Acción Social. 
c) Realización de actos conmemorativos, a través de la Agencia Presidencial para la Acción 
Social y la Cooperación Internacional -Acción Social. 
d) Otorgamiento de condecoraciones y otros reconocimientos públicos, a través de la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-Acción Social. 
e) Realización de homenajes públicos, a través de la Agencia Presidencial para la Acción Social 
y la Cooperación Internacional-Acción Social. 
f) Construcción de monumentos públicos en perspectiva de reparación y reconciliación, a través 
de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-Acción Social. 
g) Difusión pública y completa del relato de las víctimas sobre el hecho que la victimizó, siempre 
que no provoque más daños innecesarios ni genere peligros de seguridad, a través de la 
Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-Acción Social. 
h) Colaborar para la identificación de cadáveres y su inhumación posterior, según las 
tradiciones familiares y comunitarias, a través de las entidades competentes para tal fin. 
i) Acceso preferente a los servicios sociales ofrecidos por el Estado, a través de las diferentes 
entidades y organismos competentes. 
j) Difusión de las disculpas y aceptaciones de responsabilidad hechas por los victimarios, a 
través de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -Acción 
Social. 
Parágrafo. Para la aplicación de las medidas de satisfacción a que se refieren los literales 
anteriores, se deberá contar con el consentimiento de las víctimas. 
ARTÍCULO NUEVE. GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN DE LAS CONDUCTAS DELICTIVAS. 
El Gobierno Nacional pondrá en ejecución acciones encaminadas a prevenir que las conductas 
violatorias a los derechos fundamentales se repitan. Igualmente, se adelantarán campañas de 
capacitación, difusión y promoción para la observancia de las normas nacionales e 
internacionales sobre derechos fundamentales. 
ARTÍCULO DIEZ. PROGRAMAS PARA EL CUMPLIMIENTO DE LAS MEDIDAS DE 
REPARACIÓN. Para la implementación de las medidas de reparación, se tendrán en cuenta, en 
cuanto fueren compatibles, los programas de los diferentes organismos del Estado. 
Los organismos del Estado informarán a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la 
Cooperación Internacional -Acción Social-, en forma individual, sobre las medidas de reparación 
otorgadas, indicando la descripción de las medidas y el beneficiario de las mismas. 
ARTÍCULO ONCE. DERECHOS NO INCLUIDOS. El reconocimiento de las medidas de 
reparación a las que se refiere el presente programa, no excluye aquellas que sólo fuere posible 
tramitar por la vía judicial, de modo que la víctima podrá acudir para estos efectos ante la 
autoridad judicial respectiva. 
ARTÍCULO DOCE. DEDUCCIONES. En caso que el Estado ingrese en la secuencia de 
reparación en un papel subsidiario o residual para dar cobertura a los derechos de las víctimas, 
el Fondo para la Reparación de las Víctimas deducirá del valor decretado judicialmente, llevado 
a su valor actual, la reparación que hubiere otorgado en virtud del presente programa y que 
fuere susceptible de valoración económica. 
De lo anterior, se informará a la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Distrito Judicial 
que sea competente para emitir la respectiva sentencia condenatoria 
ARTÍCULO TRECE. SUBROGACIÓN Y REPETICIÓN. En los casos en que se otorgue la 
reparación individual por vía administrativa, el Estado se subrogará en el monto de las medidas 
de reparación que hubiere reconocido en beneficio de las víctimas, y tendrá derecho a repetir 
contra los victimarios por dichas sumas de dinero debidamente indexadas. 
ARTÍCULO CATORCE. GRADUALIDAD DE LAS INDEMNIZACIONES. Las indemnizaciones a 
que se refiere el presente decreto se ejecutarán por períodos anuales a más tardar dentro de 
los diez (10) años siguientes a la fecha de la respectiva aprobación por parte del Comité de 
Reparaciones Administrativas. 

 
ARTÍCULO 9o. DESMOVILIZACIÓN. Se entiende por desmovilización el acto 
individual o colectivo de dejar las armas y abandonar el grupo armado 
organizado al margen de la ley, realizado ante autoridad competente. 
 
La desmovilización del grupo armado organizado al margen de la ley se 
realizará de acuerdo con lo establecido en la Ley 782 de 2002.  
 
(Sentencia C-370-06 se Inhibe respecto del inciso segundo) 
(Sentencia C-575-06 se Inhibe respeto a la totalidad del artículo) 
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CAPITULO II. 
ASPECTOS PRELIMINARES. 

  
ARTÍCULO 10. REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD PARA LA 
DESMOVILIZACIÓN COLECTIVA. Podrán acceder a los beneficios que 
establece la presente ley los miembros de un grupo armado organizado al 
margen de la ley que hayan sido o puedan ser imputados, acusados o 
condenados como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante 
y con ocasión de la pertenencia a esos grupos, cuando no puedan ser 
beneficiarios de algunos de los mecanismos establecidos en la Ley 782 de 
2002, siempre que se encuentren en el listado que el Gobierno Nacional remita 
a la Fiscalía General de la Nación y reúnan, además, las siguientes 
condiciones: 
  
10.1 Que el grupo armado organizado de que se trata se haya desmovilizado y 
desmantelado en cumplimiento de acuerdo con el Gobierno Nacional. 
  
10.2 Que se entreguen los bienes producto de la actividad ilegal. 
  
10.3 Que el grupo ponga a disposición del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar la totalidad de menores de edad reclutados. 
  
10.4 Que el grupo cese toda interferencia al libre ejercicio de los derechos 
políticos y libertades públicas y cualquiera otra actividad ilícita. 
  
10.5 Que el grupo no se haya organizado para el tráfico de estupefacientes o el 
enriquecimiento ilícito. 
  
10.6 Que se liberen las personas secuestradas, que se hallen en su poder. 
  
PARÁGRAFO. Los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley 
que se encuentren privados de la libertad, podrán acceder a los beneficios 
contenidos en la presente ley y a los establecidos en la Ley 782 de 2002, 
siempre que en las providencias judiciales correspondientes se determine su 
pertenencia al respectivo grupo.  
 
(Sentencia C-370-06 se Inhibe respecto de la expresión “siempre que se 
encuentre en el listado que el Gobierno Nacional remita a la Fiscalía General de 
la Nación” del inciso primero y la expresión “y a los establecidos en la Ley 782 
de 2002” del parágrafo. Declarado exequible la expresión “producto de la 
actividad ilegal” del numeral segundo. Declarado exequible el numeral 6, en el 
entendido que debe informar en cada caso sobre la suerte de las personas 
desaparecidas.  
(Sentencia C-575-06 se Inhibe respeto a los numerales 10.4 y 10.5. Declara 
exequible el párrafo) 
  

DECRETO 4760 DIC. 30/05  ARTÍCULO 3. LISTA DE POSTULADOS. Las listas de postulados 
para acceder al procedimiento de que trata la Ley 975 de 2005 que remita el Gobierno Nacional 
a consideración de la Fiscalía General de la Nación podrán integrarse con los nombres e 
identidades de los miembros de los grupos armados al margen de la ley que se hayan 
desmovilizado colectivamente de conformidad con la Ley 782 de 2002. Tratándose de lo 
dispuesto en el parágrafo del artículo 10 de la ley 975 de 2.005, una vez surtida la 
desmovilización del grupo armado al margen de la ley, el miembro representante informará por 
escrito al Alto Comisionado sobre la pertenencia al mismo de quienes se encuentren privados 
de la libertad, la cual en su oportunidad será determinada en la respectiva providencia judicial. 
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También podrá incluir en las listas a quienes se hayan desmovilizado voluntariamente de 
manera individual de conformidad con la Ley 782 de 2002, siempre que contribuyan a la 
consecución de la paz nacional y hayan entregado información o colaborado para el 
desmantelamiento del grupo al que pertenecían y suscrito un acta de compromiso con el 
Gobierno Nacional. En todo caso será necesario que los desmovilizados hayan manifestado 
previamente y por escrito ante el Alto Comisionado para la Paz o al Ministro de Defensa, según 
se trate de desmovilizados colectiva o individualmente, su voluntad de ser postulados para 
acogerse al procedimiento y beneficios previstos por la Ley 975 de 2.005 y declaren bajo la 
gravedad del juramento su compromiso de cumplimiento de los requisitos previstos en los 
artículos 10 y 11 de ésta, según corresponda. Las listas de postulados serán enviadas al 
Ministro del Interior y Justicia por el Alto Comisionado para la Paz, y por el Ministro de Defensa, 
según sea el caso. El Ministerio del Interior y Justicia las remitirá formalmente a la Fiscalía 
General de la Nación. En ningún caso la postulación realizada por el Gobierno Nacional implica 
la concesión automática de los beneficios previstos en la Ley 975/2005 ni el aval sobre el 
cumplimiento de los requisitos allí contemplados. La verificación del cumplimiento de los 
requisitos de elegibilidad corresponderá a las autoridades judiciales, quienes contarán con la 
colaboración que deberán prestar los demás organismos del Estado, dentro del ámbito de sus 
funciones. En todo caso, la Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial de que trata la ley 
975/2005 es la instancia competente para conceder los beneficios consagrados en la citada ley, 
exclusivamente a quienes cumplan las exigencias previstas en los artículos 1,3, 10, 11, 24, 29, 
42 y 44 y demás contempladas en la misma. Parágrafo 1 .Si durante la desmovilización 
colectiva o individual, los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley realizan 
actos de cumplimiento de los requisitos previstos en los numerales 10.2., 10.3. ó 10.6 del 
artículo 10 y 11.5 del artículo 11 de la citada ley, se levantará un Acta suscrita por quien 
certifica la desmovilización. Tratándose de entrega de bienes, tal situación se pondrá en 
conocimiento inmediato de la Fiscalía General de la Nación con el fin de que se adopten las 
medidas cautelares del caso y se dejen a disposición del Fondo para la Reparación de las 
Víctimas, de conformidad con lo dispuesto en el presente DECRETO. El Acta, junto con los 
demás medios probatorios establecidos en la ley, servirán para verificar el cumplimiento de 
tales requisitos. Parágrafo 2. Para efectos de apoyar los procesos de identificación e 
individualización, que deban adelantar las autoridades competentes, de los miembros de los 
grupos organizados al margen de la ley que se incluyan en la lista de que trata el presente 
artículo, la Registraduría Nacional del Estado Civil realizará su identificación con ocasión de la 
desmovilización surtida de conformidad con la Ley 782 de 2002, o si es del caso con 
posterioridad a ella. Las autoridades administrativas prestarán la colaboración del caso. 
Parágrafo 3. Los menores que se encuentren entre los integrantes del grupo armado 
organizado al margen de la ley, serán destinatarios de las medidas para promover su 
recuperación física, psicológica y su reinserción social, las cuales estarán a cargo del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, ante el cual deberán ser puestos a disposición inmediata. 

DECRETO 3391 SEP. 29/ 06. ARTICULO 6. DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA 
LIBERTAD DE QUE TRATA EL PARÁGRAFO DEL ARTICULO 10 DE LA LEY 975 DE 2.005. 
Los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley desmovilizado colectivamente, 
que se encuentren privados de la libertad, podrán acceder a los beneficios jurídicos 
establecidos en la Ley 782 de 2002 y en caso de no quedar cobijados por ésta, a los contenidos 
en la ley 975 de 2.005, siempre que en las providencias judiciales correspondientes se 
determine su pertenencia al respectivo grupo. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto para la 
concesión del respectivo beneficio en las leyes mencionadas.  

Para efectos de los requisitos legales establecidos para el otorgamiento del beneficio jurídico 
correspondiente, de encontrarse determinada judicialmente la pertenencia al grupo armado 
organizado al margen de la ley, se entenderá que el solicitante adquiere la condición de 
desmovilizado en el mismo momento en que se surte ante la autoridad competente la 
desmovilización colectiva del respectivo grupo, aunque no hubiese estado presente por 
encontrarse privado de la libertad en tal oportunidad. La fecha de desmovilización del grupo 
será la que haya informado oficialmente el Alto Comisionado para la Paz, de conformidad con el 
DECRETO 3360 de 2.003 o normas que lo modifiquen o sustituyan 

Tratándose de la ley 782 de 2.002, cuando de la providencia judicial o de las pruebas 
legalmente allegadas al proceso, no pueda inferirse en concreto el bloque o frente al que 
perteneció el solicitante, se atenderá, para éste sólo efecto, la certificación expedida por el 
miembro representante reconocido del respectivo bloque o frente desmovilizado 
colectivamente,  
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Igualmente, cuando sólo se pretenda el otorgamiento de los beneficios jurídicos previstos en la 
ley 782 de 2.002, la solicitud respectiva será presentada directamente ante la autoridad 
competente para resolver, y para efectos de imprimir celeridad al trámite el interesado podrá 
anexar copia de la providencia judicial correspondiente. Según la etapa procesal de que se 
trate, la autoridad competente para resolver será el Fiscal de conocimiento, de proceder la 
preclusión de la investigación; el Tribunal competente, de encontrarse en etapa de juzgamiento 
y proceder la  cesación de procedimiento y, en el evento de existir condena, el Ministerio del 
Interior y Justicia como autoridad competente para pronunciarse sobre la concesión de indulto, 
según lo dispuesto por la ley 782 de 2.002 

ARTICULO 4. MECANISMOS PARA INFORMACIÓN SOBRE BIENES. Con el fin de 
propender por la restitución a las víctimas de conformidad con lo dispuesto para el efecto por la 
ley 975 de 2.005, las entidades estatales competentes deberán adoptar las medidas necesarias 
para disponer de la información sobre los bienes inmuebles rurales y urbanos que han sido 
objeto del despojo realizado por miembros de los grupos armados organizados al margen de la 
ley.  

Para tal fin, la Superintendencia de Notariado y Registro deberá coordinar e implementar un 
sistema que permita la interrelación de notariado, catastro y registro, y cuente con la 
información pertinente del lGAC, INCODER y demás instituciones relacionadas. Las 
inscripciones en los registros de instrumentos públicos derivadas de la declaratoria de 
inminencia de riesgo de desplazamiento o de desplazamiento forzado en concordancia con las 
normas legales que rigen el tema, formarán parte de éste sistema de información.  

La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación propondrá mecanismos de interlocución 
dirigidos a fortalecer la articulación del accionar estatal, tanto nacional como territorial, 
relacionado con la información sobre restitución de bienes, en lo cual consistirá el Programa de 
que trata el numeral 4 del artículo 21 del DECRETO 4760 de 2.005. Para tal efecto contará con 
el concurso de las Comisiones de Restitución de Bienes.  

PARÁGRAFO 1. La Superintendencia de Notariado y Registro deberá iniciar la coordinación e 
implementación del sistema de que trata el presente artículo dentro del mes siguiente a la 
entrada en vigencia del presente DECRETO.  

PARÁGRAFO 2. Para efectos de la integración de las Comisiones regionales previstas en la ley 
975 de 2.005, el Procurador General de la Nación podrá designar su delegado. 

ARTICULO 5. EVALUACIÓN DE LOS REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD DE LOS 
POSTULADOS. Con la ratificación de que trata el artículo 1 del DECRETO 2898 de 2.006 se 
entenderá prestado bajo la gravedad del juramento el compromiso de cumplimiento de los 
requisitos de elegibilidad previstos en los artículos 10 Y 11 de la Ley 975 de 2.005, según sea el 
caso, lo cual no suple la obligación de observancia efectiva y material de los mismos para 
efectos de acceder a los beneficios penales establecidos por la Ley 975 de 2.005.  

Los Fiscales delegados asignados de la Unidad de Justicia y Paz y los magistrados 
competentes, en su caso, podrán solicitar a la autoridad competente ante la cual se haya 
surtido la  desmovilización,  que  certifique  sobre  los  actos  materiales  de  cumplimiento  de  
los   requisitos contemplados en los mencionados artículos 10 Y 11 que se hayan presentado 
con ocasión de la desmovilización de cada grupo armado específico organizado al margen de la 
ley cuyos miembros hayan sido postulados por el Gobierno Nacional. Igualmente, podrán 
solicitar a las demás instituciones estatales la información de que dispongan, de acuerdo con 
sus funciones, que resulte relevante para la evaluación del cumplimiento de los requisitos de 
elegibilidad.  

De acuerdo con lo señalado respectivamente en los artículos 10 Y 11 de la Ley 975 de 2.005, la 
evaluación de los requisitos se hará teniendo en cuenta si la desmovilización de los miembros 
de los grupos armados organizados al margen de la ley se ha surtido de manera colectiva o 
individual de acuerdo con la ley 782 de 2.002. 

Las conductas aisladas o individualmente consideradas de alguno de los desmovilizados que, 
en concordancia  con  lo  dispuesto por el inciso 2 del artículo 1 de la ley 975 de 2.005 y el 
parágrafo 1 del artículo 3 de la ley 782 de 2.002, no correspondan a la organización en su 
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momento bajo la dirección del mando responsable, no tendrán la vocación de afectar el 
cumplimiento de los requisitos  de  elegibilidad  del  grupo desmovilizado colectivamente al cual 
pertenecía, sin perjuicio que en el caso concreto el responsable de las mismas pierda la 
posibilidad de acceder a los beneficios consagrados por la ley 975 de 2.005.  

A partir de la entrada en vigencia del presente DECRETO con posterioridad a la des 
movilización colectiva del grupo armado organizado al margen de la ley, no podrá certificarse la 
desmovilización de quien no habiendo participado en aquella, alegue haber sido integrante del 
grupo, y en consecuencia, no podrá adelantársele trámite alguno para efectos de la aplicación 
de la ley 975 de 2.005. 

Tratándose de lo dispuesto por los artículos 10 numeral 1 0.5 y 11 numeral 11.6. de la ley 975 
de 2.005, se requiere que tales conductas hayan sido realizadas durante y con ocasión de la 
pertenencia al grupo armado organizado al margen de ley y no constituyan el objeto para el cual 
se organizó el grupo, o la finalidad de la actividad del miembro desmovilizado individualmente, 
según corresponda. 

PARÁGRAFO 1. Para los efectos previstos en los artículos 10 Y 11 de la ley 975 de 2.005, 
cuando la entrega de bienes se realice con anterioridad a la diligencia de versión libre o a la 
audiencia de formulación de imputación de que trata el artículo 18 de la Ley 975 de 2.005, el 
Fondo para la Reparación de Víctimas procederá a su recibo, registrándolo mediante acta 
suscrita conjuntamente con un delegado de la Fiscalía General de la Nación, en la cual deberá 
señalarse el bloque y/o frente o miembros del mismo a quien se imputa tal entrega con destino 
a la reparación de las víctimas, procediendo sobre los mismos las medidas cautelares del caso 
y su extinción de dominio. 

PARÁGRAFO 2. Los miembros de grupos armados al margen de la ley, que se hallaren 
privados de la libertad, y se hubieren desmovilizado previamente de conformidad con la Ley 782 
de 2002, podrán solicitar ante el Ministerio de la Defensa Nacional su postulación, siempre y 
cuando entreguen información que, en la medida de sus posibilidades de cooperación, 
contribuya al desmantelamiento de la organización armada ilegal a la que pertenecían.  

El Programa de Atención Humanitaria al Desmovilizado del Ministerio de Defensa Nacional, 
verificará que el solicitante tenga la certificación del Comité Operativo para la Dejación de las 
Armas (CODA) y solicitará a las respectivas autoridades la certificación de los resultados 
operacionales derivados de la información suministrada, a la cual se le conferirá el valor 
correspondiente para fines del cumplimiento del requisito del numeral 1 del artículo 11 de la Ley 
975 de 2005.  

Cuando se trate de integrantes de bloques o frentes extintos y cuyo miembro representante 
haya fallecido, para efectos de la aplicación de la ley 975 de 2.005, deberán surtir el trámite 
previsto en el presente parágrafo. 

ARTICULO 7. TRAMITE DE LAS SOLICITUDES DE ACOGIMIENTO A LA LEY 975 DE 2.005 
ELEVADAS POR LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD DE QUE TRATA EL 
PARÁGRAFO DEL ARTICULO 10. Podrán acceder a los beneficios jurídicos previstos en la ley 
975 de 2;005, las personas que se encuentren privadas de la libertad por conductas punibles 
que no queden cobijadas por los beneficios jurídicos previstos por la ley 782 de 2.002 en los 
términos del artículo anterior y cuyo grupo armado ilegal de pertenencia se  hubiere  
desmovilizado  colectivamente.  Para  tal  fin  deberán  manifestar directamente ante la  

Oficina del Alto Comisionado para la Paz, su voluntad expresa y escrita de acogerse a la misma 
y cumplir las obligaciones allí previstas. A la petición deberá anexarse copia de la providencia 
judicial donde conste su pertenencia al grupo armado organizado al margen de la ley. 

La Oficina del Alto Comisionado para la Paz revisará que el solicitante se encuentre en los 
listados presentados por el miembro representante una vez surtida la desmovilización colectiva 
del grupo armado al margen de la ley, en los que acredite la pertenencia al mismo de quienes 
se encuentren privados de la libertad, o lo estuvieron al momento de realizarse la 
desmovilización del grupo. 

Corroborado lo anterior, el Alto Comisionado para la Paz podrá incluir el nombre del solicitante 
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en de las listas de postulados que enviará al Ministerio del Interior y Justicia, junto con la 
respectiva providencia aportada por el solicitante.  

Para su remisión a la Fiscalía General de la Nación, el Ministerio del Interior y de Justicia 
revisará que la providencia judicial aportada determine la pertenencia al grupo armado 
organizado al margen de la ley. En caso contrario, informará al solicitante sobre la 
improcedencia de su postulación. 

Recibida la postulación por parte del Gobierno Nacional y realizada la ratificación por el 
solicitante, el Fiscal delegado competente procederá a la recepción de versión libre y 
subsiguientes desarrollos de la fase judicial prevista en la ley 975 de 2.005. 

PARÁGRAFO. Cuando las conductas punibles por las cuales se encuentra privado de la 
libertad el solicitante quedan en su totalidad amparadas por la ley 782 de 2.002, procederá la 
concesión del beneficio jurídico correspondiente de conformidad con ésta ley, según lo 
dispuesto en el artículo 8 del presente DECRETO, aún mediando solicitud de acogimiento a la 
ley 975 de 2.005, salvo que el peticionario pretenda la aplicación de la Ley de Justicia y Paz por 
hechos que no le hayan sido imputados en el proceso penal respectivo. En consecuencia, el 
Fiscal informará de tal situación al interesado, a fin de que solicite lo pertinente ante la autoridad 
competente de acuerdo con la etapa procesal en la que se encuentre. 

Los listados sobre privados de la libertad presentados por el miembro representante, no 
suplirán la existencia de la providencia judicial de que trata el parágrafo del artículo 10 de la 
citada ley. 

ARTICULO 14. DE LA ENTREGA DE BIENES DE QUE TRATAN LOS ARTÍCULOS 10, 11 Y 
17 DE LA LEY 975 DE 2.005. Los desmovilizados deberán cumplir con las obligaciones 
previstas en la Ley 975 de 2005, y en particular con aquella de que tratan los artículos 10 
numeral 1 0.2 y 11 numeral 11.5, según sea el caso, y 17 de la misma ley.  

Las víctimas tendrán derecho a denunciar los bienes no entregados, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 14 del DECRETO 4760 de 2.005. En el evento que el bien no haya sido 
previamente en listado y entregado con destino a la reparación de la víctima, o cuando 
existiendo prueba de tal despojo tampoco se produzca la entrega efectiva del bien, la autoridad 
judicial procederá a compulsar copias para que se inicien los procesos penales a que haya 
lugar de conformidad con las normas vigentes al momento de la realización de la conducta, y 
decretará la extinción de dominio respectiva con destino a la reparación de las correspondientes 
víctimas.  

Cuando los bienes de origen ilícito de los miembros del grupo armado al margen de la ley no 
figuren formalmente a nombre de los mismos o no se encuentren en su poder, estos deberán 
realizar los actos dispositivos necesarios para deshacer la simulación y proceder a su entrega 
con destino a la reparación de las víctimas. 

Con el fin de propiciar la debida ejecución de la política criminal establecida en ley 975 de 2005 
facilitando la entrega de los bienes que pertenecen al grupo organizado al margen de la ley 
pero cuya titularidad aparente es ajena, la Fiscalía General de la Nación podrá aplicar el 
principio de   oportunidad respecto del tercero, siempre que sea ajeno al grupo armado 
organizado al margen de la ley, que exclusivamente haya participado en las conductas 
relacionadas con la adquisición, posesión, tenencia, transferencia y en general con la titularidad 
de los bienes ilícitos, y que colabore eficazmente para que sean entregados para la reparación 
de las víctimas.  

La aplicación del principio de oportunidad se regirá por lo dispuesto en la Ley 906, de 2.004 en 
cuanto a su alcance, causales y controles. En concordancia con lo dispuesto por el artículo 62 
de la ley 975 de 2.005, el campo de aplicación territorial y material será el previsto por ésta, de 
tal forma que es predicable de los hechos cometidos con anterioridad al 25 de julio de 2.005 en 
todo el territorio nacional. En ningún caso podrá hacerse uso del principio de oportunidad 
respecto de hechos que puedan significar violaciones graves al derecho internacional 
humanitario, crímenes de lesa humanidad o genocidio, o delitos de narcotráfico y terrorismo.  

PARÁGRAFO. Para los efectos previstos en el numeral 10.2 del artículo 10 de la ley 975 de 



FISCALIA GENERAL DE LA NACION  

RELATORIA UNIDAD DE JUSTICIA Y PAZ  

 18 

2.005, la entrega de bienes de origen ilícito realizada por el miembro representante o cualquiera 
de los desmovilizados que pertenecían al grupo armado organizado al margen de la ley 
desmovilizado, se entenderá efectuada en nombre del respectivo grupo. 

DECRETO 423 FEB. 16 DE 2007. ARTÍCULO 1°. CERTIFICACIÓN EN LAS 
DESMOVILlZACIONES COLECTIVAS. Corresponde a la Oficina del Alto Comisionado para la 
Paz certificar respecto de las personas que hubieren sido postuladas por el Gobierno Nacional 
como beneficiarios de la Ley 975 de 2005, sobre los actos materiales de cumplimiento de los 
requisitos contemplados en el artículo 10 de la misma ley y que hayan tenido lugar con motivo 
de las desmovilizaciones colectivas. 

Para los mismos efectos, corresponde a las demás instituciones estatales suministrar la 
información de que dispongan, de acuerdo con sus funciones, y que resulte relevante en cuanto 
se refiere al cumplimiento de los requisitos de elegibilidad para la respectiva formulación de 
cargos. 

ARTICULO 3°. CERTIFICACIÓN EN BLOQUE. En el caso de las desmovilizaciones colectivas, 
las certificaciones de que trata el artículo 10 de la Ley 975 de 2005 se harán en cada caso en 
un solo acto con respecto "al grupo de guerrilla o de autodefensas, o una parte significativa e 
integral de los mismos como bloques, frentes u otras modalidades de esas mismas 
organizaciones, de las que trate la Ley 782 de 2002", salvo que por alguna circunstancia 
especial se requiera una información particular o individual adicional de quienes lo integran.  

ARTICULO 4°. INFORMACIÓN ADICIONAL. En todos los casos previstos en los artículos 
anteriores, y en cuanto fuere posible, la respectiva autoridad al momento de certificar o informar 
sobre lo de su competencia, lo hará sobre lo que le conste acerca de la entrega de menores de 
edad, bienes, personas secuestradas y desaparecidas, lo mismo que la información útil para la 
verificación del cumplimiento de los requisitos de elegibilidad. 

ARTICULO 5°. ACTOS QUE NO AFECTAN EL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE 
ELEGIBILIDAD. Para los efectos de evaluar, certificar e informar sobre el cumplimiento de los 
requisitos de elegibilidad que trata el presente DECRETO, se tendrá en cuenta que según lo 
dispuesto por el inciso 4° del artículo 5° del DECRETO Reglamentario 3391 de 2006, "Las 
conductas aisladas o individualmente consideradas de alguno de los desmovilizados que, en 
concordancia con lo dispuesto por el inciso 2 del artículo 1 de la ley 975 de 2.005 y el parágrafo 
1 del artículo 3 de la ley 782 de 2.002, no correspondan a la organización en su momento bajo 
la dirección del mando responsable, no tendrán la vocación de afectar el cumplimiento de los 
requisitos de elegibilidad del grupo desmovilizado colectivamente al cual pertenecía, sin 
perjuicio que en el caso concreto el responsable de las mismas pierda la posibilidad de acceder 
a los beneficios consagrados por la ley 975 de 2.005". 

ARTICULO 6°. JURAMENTO SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE 
ELEGIBILIDAD. De acuerdo con lo dispuesto por el inciso 3° del artículo 3° del DECRETO 
Reglamentario No. 4760 de 2005, el desmovilizado deberá declarar bajo la gravedad del 
juramento durante la versión libre, su compromiso de cumplimiento de los requisitos de 
elegibilidad de que tratan los artículos 10 Y 11 de la Ley 975 de 2005, según se trate de 
desmovilización colectiva o individual. 

ARTICULO 7°. OBLIGACIÓN DE PRESENTAR PRUEBAS QUE DESVIRTÚEN EL 
CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD. En los eventos que las entidades 
estatales encargadas de certificar o informar sobre el cumplimiento de los requisitos de 
elegibilidad tuvieren pruebas legales que desvirtúen lo afirmado bajo la gravedad del juramento 
por las personas postuladas sobre el cumplimiento de los mismos, deberán acompañarlas para 
que sean valoradas por los Fiscales Delegados de la Unidad de Justicia y Paz y las autoridades 
judiciales respectivas, sin perjuicio de que estas puedan solicitar los informes adicionales y la 
colaboración de todas las autoridades públicas para estos fines. 

DECRETO 1364 del 25 de abril de 2008 ARTÍCULO PRIMERO.- Adicionase el artículo 3° del 
Decreto 4760 del 30 de diciembre de 2005 con el siguiente parágrafo:"Parágrafo 4. Así mismo, 
el Gobierno Nacional, a través del Ministerio del Interior y de Justicia, podrá retirar la 
postulación que haya remitido a la Fiscalía General de la Nación, de acuerdo con el presente 
artículo, cuando considere que el desmovilizado ha incumplido con los compromisos de no 
incurrir en nuevas conductas delictivas. En cuyo caso, el Fiscal General de la Nación ordenará 
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cesar de inmediato toda actuación que se tramite en el marco de la Ley 975 de 2005 con 
relación a esa persona, e informará a las demás autoridades judiciales para los efectos legales 
correspondientes". 

 
 
ARTÍCULO 11. REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD PARA DESMOVILIZACIÓN 
INDIVIDUAL. Los miembros de los grupos armados organizados al margen de 
la ley que se hayan desmovilizado individualmente y que contribuyan a la 
consecución de la paz nacional, podrán acceder a los beneficios que establece 
la presente ley, siempre que reúnan los siguientes requisitos: 
  
11.1 Que entregue información o colabore con el desmantelamiento del grupo al 
que pertenecía. 
  
11.2 Que haya suscrito un acta de compromiso con el Gobierno Nacional. 
  
11.3 Que se haya desmovilizado y dejado las armas en los términos 
establecidos por el Gobierno Nacional para tal efecto. 
  
11.4 Que cese toda actividad ilícita. 
  
11.5 Que entregue los bienes producto de la actividad ilegal, para que se repare 
a la víctima cuando se disponga de ellos. 
  
11.6 Que su actividad no haya tenido como finalidad el tráfico de 
estupefacientes o el enriquecimiento ilícito. 
  
Solamente podrán acceder a los beneficios previstos en esta ley, las personas 
cuyos nombres e identidades presente el Gobierno Nacional ante la Fiscalía 
General de la Nación. 
  
(Sentencia C-370-06 declaró inexequible la expresión “cuando se disponga de 
ellos” del numeral 5 y exequible la expresión “producto de la actividad ilegal” del 
mismo numeral) 
(Sentencia C-575-06 se Inhibe respecto a la totalidad del articulo) 
 
  
DECRETO 4760 DIC. 30/05  ARTÍCULO 3. LISTA DE POSTULADOS. Ibídem artículo 10 Ley 
975 de 2005.  
DECRETO 3391 SEP. 29/06. ARTICULO 5. EVALUACIÓN DE LOS REQUISITOS DE 
ELEGIBILIDAD DE LOS POSTULADOS. Ibídem 
DECRETO 3391 SEP 29/96. ARTICULO 14. DE LA ENTREGA DE BIENES DE QUE TRATAN 
LOS ARTÍCULOS 10, 11 Y 17 DE LA LEY 975 DE 2.005. Ibídem 
DECRETO 3391 SEP. 29/ 06. ARTICULO 4. MECANISMOS PARA INFORMACIÓN SOBRE 
BIENES. Ibídem 
DECRETO 1364 DEL 25 DE ABRIL DE 2008 ARTÍCULO PRIMERO. Ibídem  

 
 
DECRETO 423 FEB. 16 DE 2007. ARTÍCULO 2°. CERTIFICACIÓN EN LAS 
DESMOVILlZACIONES INDIVIDUALES. Corresponde al Programa de Atención Humanitaria al 
Desmovilizado (PAHD) del Ministerio de Defensa, certificar respecto de las personas 
desmovilizadas en forma individual y que hubieren sido postuladas por el Gobierno Nacional 
como beneficiarios de la Ley 975 de 2005, sobre la entrega de información o colaboración 
relacionada con el desmantelamiento del grupo al que pertenecía, de que trata el numeral 11.1 
del artículo 11 de la misma ley. Corresponde al Comité Operativo para la Dejación de las Armas 
(CODA), certificar respecto de las personas desmovilizadas en forma individual y que hubieren 
sido postuladas por el Gobierno Nacional como beneficiarios de la Ley 975 de 2005, sobre la 
desmovilización y dejación de armas de que trata el numeral 11.3 del artículo 11 de la ley. Para 
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los mismos efectos, corresponde a las demás instituciones estatales suministrar la información 
de que dispongan, de acuerdo con sus funciones, y que resulte relevante en cuanto se refiere al 
cumplimiento de los requisitos de elegibilidad para la respectiva formulación de cargos.  
ARTICULO 4°. INFORMACIÓN ADICIONAL. En todos los casos previstos en los artículos 
anteriores, y en cuanto fuere posible, la respectiva autoridad al momento de certificar o informar 
sobre lo de su competencia, lo hará sobre lo que le conste acerca de la entrega de menores de 
edad, bienes, personas secuestradas y desaparecidas, lo mismo que la información útil para la 
verificación del cumplimiento de los requisitos de elegibilidad. 
ARTICULO 5°. ACTOS QUE NO AFECTAN EL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE 
ELEGIBILIDAD. Para los efectos de evaluar, certificar e informar sobre el cumplimiento de los 
requisitos de elegibilidad que trata el presente DECRETO, se tendrá en cuenta que según lo 
dispuesto por el inciso 4° del artículo 5° del DECRETO Reglamentario 3391 de 2006, "Las 
conductas aisladas o individualmente consideradas de alguno de los desmovilizados que, en 
concordancia con lo dispuesto por el inciso 2 del artículo 1 de la ley 975 de 2.005 y el parágrafo 
1 del artículo 3 de la ley 782 de 2.002, no correspondan a la organización en su momento bajo 
la dirección del mando responsable, no tendrán la vocación de afectar el cumplimiento de los 
requisitos de elegibilidad del grupo desmovilizado colectivamente al cual pertenecía, sin 
perjuicio que en el caso concreto el responsable de las mismas pierda la posibilidad de acceder 
a los beneficios consagrados por la ley 975 de 2.005". 
ARTICULO 6°. JURAMENTO SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE 
ELEGIBILIDAD. De acuerdo con lo dispuesto por el inciso 3° del artículo 3° del DECRETO 
Reglamentario No. 4760 de 2005, el desmovilizado deberá declarar bajo la gravedad del 
juramento durante la versión libre, su compromiso de cumplimiento de los requisitos de 
elegibilidad de que tratan los artículos 10 Y 11 de la Ley 975 de 2005, según se trate de 
desmovilización colectiva o individual.  
ARTICULO 7°. OBLIGACIÓN DE PRESENTAR PRUEBAS QUE DESVIRTÚEN EL 
CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD. En los eventos que las entidades 
estatales encargadas de certificar o informar sobre el cumplimiento de los requisitos de 
elegibilidad tuvieren pruebas legales que desvirtúen lo afirmado bajo la gravedad del juramento 
por las personas postuladas sobre el cumplimiento de los mismos, deberán acompañarlas para 
que sean valoradas por los Fiscales Delegados de la Unidad de Justicia y Paz y las autoridades 
judiciales respectivas, sin perjuicio de que estas puedan solicitar los informes adicionales y la 
colaboración de todas las autoridades públicas para estos fines. 
 

 
 

CAPITULO III. 
PRINCIPIOS PROCESALES. 

  
ARTÍCULO 12. ORALIDAD. La actuación procesal será oral y en su realización 
se utilizarán los medios técnicos idóneos que garanticen su reproducción 
fidedigna. 
  
La conservación de los registros corresponderá al Secretario de la Unidad 
Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz creada por la presente ley, y al de 
la Sala del Tribunal Superior de Distrito judicial que conozca del juzgamiento, 
según corresponda. 
 
(Sentencia C-575-06 se Inhibe respecto a la totalidad del articulo) 
 
  
ARTÍCULO 13. CELERIDAD. Los asuntos que se debatan en audiencia serán 
resueltos dentro de la misma. Las decisiones se entenderán notificadas en 
estrados. 
  
Las audiencias preliminares se realizarán ante el Magistrado de Control de 
Garantías que designe el Tribunal respectivo. 
  
En audiencia preliminar se tramitarán los siguientes asuntos: 
  
1. La práctica de una prueba anticipada que por motivos fundados y de extrema 
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necesidad se requiera para evitar la pérdida o alteración del medio probatorio. 
  
2. La adopción de medidas para la protección de víctimas y testigos. 
  
3. La solicitud y la decisión de imponer medida de aseguramiento. 
  
4. La solicitud y la decisión de imponer medidas cautelares sobre bienes de 
procedencia ilícita. 
  
5. La formulación de la imputación. 
  
6. La formulación de cargos. 
  
7. Las que resuelvan asuntos similares a los anteriores. 
  
Las decisiones que resuelvan asuntos sustanciales y las sentencias deberán 
fundamentarse fáctica, probatoria y jurídicamente e indicar los motivos de 
estimación o de desestimación de las pretensiones de las partes. 
  
El reparto de los asuntos a que se refiere la presente ley, deberá hacerse el 
mismo día en que se reciba la actuación en el correspondiente despacho. 
  
(Sentencia C-370-06 declara inexequible la expresión resaltada)(Sentencia C-
575-06 se Inhibe respecto a la totalidad del articulo) 
 

DECRETO 4760 DIC. 30/05  ARTÍCULO 15. MEDIDAS CAUTELARES. Una vez indicados los 
bienes  i lícitos, la Fiscalía Delegada, en Audiencia Preliminar, solicitará la adopción de 
medidas cautelares sobre los mismos, las cuales serán adoptadas de manera inmediata por el 
magistrado que ejerza el control de garantías y comprenderán entre otras la suspensión del 
poder dispositivo, el embargo y el secuestro de los bienes, de dinero en depósito en el sistema 
financiero, de títulos valores, y de los rendimientos de los anteriores, lo mismo que la orden de 
no pagarlos cuando fuere imposible su aprehensión física. Mientras los recursos monetarios o 
títulos financieros y/o de valores se encuentren sujetos a medidas cautelares, las instituciones 
financieras que reciban la respectiva orden abrirán una cuenta especial, que genere 
rendimientos a tasa comercial, cuya cuantía formará parte de sus depósitos. Los rendimientos 
obtenidos pasarán a Acción Social -Fondo para la Reparación de Víctimas en el caso de que se 
declare extinguido el dominio sobre tales recursos. Los bienes sobre los que se adopten 
medidas cautelares quedarán de inmediato a disposición de Acción Social- Fondo para la 
Reparación de Víctimas el cual tendrá a cargo la administración de los mismos que será 
provisional hasta tanto se profiera la sentencia de extinción de dominio a su favor. Sin embargo, 
en aras de garantizar el derecho a la restitución, el magistrado que ejerza el control de 
garantías, a solicitud de la Fiscalía, del Ministerio Público o de la Víctima, podrá entregar en 
provisionalidad el bien a la víctima hasta que se resuelva sobre el mismo en la sentencia. En 
todo caso la Fiscalía General de la Nación deberá adelantar las investigaciones y cruces de 
información que sean conducentes para determinar la existencia, ubicación y estado de todos 
los bienes cuya titularidad real o aparente corresponda a miembros de los grupos armados 
organizados al margen de la ley y podrá solicitar al magistrado de control de garantías la 
adopción de medidas cautelares sobre los mismos. 

DECRETO 315 DEL 7 DE FEBRERO DE 2007. Artículo 12. El Fiscal deberá adoptar las 
medidas adecuadas para proteger la seguridad, el bienestar físico y psicológico, la dignidad y la 
vida privada de las víctimas y los testigos. Con este fin, el Fiscal tendrá en cuenta todos los 
factores pertinentes, incluidos la edad, el género y la salud, así como la índole de la conducta 
punible, en particular cuando éste entrañe violencia sexual o por razones de género o violencia 
contra menores de edad. En especial, el Fiscal adoptará estas medidas en el curso de la 
investigación de tales conductas. 

DECRETO  3570 del 18 de septiembre de 2007 artículo 24. Entidades competentes. En los 
términos del presente decreto, la ejecución de las medidas de protección estará a cargo de la 
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Policía Nacional, Ministerio del Interior y de Justicia-Dirección de Derechos Humanos y de la 
Fiscalía General de la Nación 

Artículo 25. Del Ministerio del Interior y de Justicia. El Ministerio del Interior y de Justicia, a 
través de la Dirección de Derechos Humanos, dentro del Programa de Protección a Víctimas y 
Testigos creado por el presente decreto desarrollará las siguientes funciones:1. Ejecutar, con 
apoyo de la Fuerza Pública y del Departamento Administrativo de Seguridad, las medidas 
adicionales de protección de esquemas móviles, medidas blandas y medidas de 
autoprotección.2. Apropiar los recursos y establecer los convenios administrativos requeridos 
para la ejecución de las medidas adicionales de protección.3. Las demás funciones tendientes 
a la efectividad e inmediatez de las medidas de protección de víctimas y testigos, en el marco 
de la Ley 975 de 2005.Parágrafo. Para la aplicación de lo señalado en el presente decreto, en 
cuanto al Departamento Administrativo de Seguridad, deberá observarse lo dispuesto en el 
Decreto 2816 del 22 de agosto de 2006. 
Artículo 26. De la Policía Nacional. Las unidades de la Policía Nacional delegadas para 
conocer de amenazas contra la vida, la integridad, seguridad y libertad de las víctimas y 
testigos en el marco de la Ley 975 de 2005, serán las siguientes funciones: 
1. Prestar vigilancia perimetral a las personas o zonas afectadas. 
2. Ejecutar la Asistencia Inicial. 
3. Propiciar la intermediación con las víctimas y testigos. 
4. Formular planes de reacción y prevención en todo el territorio nacional. 
5. Recomendar medidas duras, cambio de dispositivo u otras medidas a las instancias 
correspondientes. 
6. Incorporar la problemática en los Consejos Municipales y Departamentales de Seguridad 
7. Las demás funciones tendientes al efectivo funcionamiento del Programa de Protección a 
Víctimas y Testigos en el marco de la Ley 975 de 2005. 
Parágrafo. Las unidades de Policía Nacional que se destinen a la ejecución de estas tareas 
deberán recibir capacitación en enfoque de género y derechos humanos. De igual forma, se 
apropiarán los recursos necesarios para el fortalecimiento institucional tendiente a mejorar la 
protección de las víctimas en el marco de la Ley 975 de 2005. 
Artículo 27. De la Fiscalía General de la Nación. La Fiscalía General de la Nación tendrá 
dentro del programa de protección creado por el presente decreto las siguientes 
responsabilidades: 
1. Definir, de acuerdo con el reglamento que al efecto expida el Fiscal General de la Nación, los 
requisitos para la acreditación sumaria ante los Fiscales de la Unidad Nacional de Fiscalías 
para la Justicia y la Paz de víctimas o testigos intervinientes en el procedimiento de la Ley 975 
de 2005, e informar al respecto, cuando así se lo solicite, al Grupo Técnico de Evaluación de 
Riesgo. 
2. Comunicar toda situación de riesgo o amenaza a la entidad competente en los términos del 
presente decreto. 
3. Suministrar oportunamente la información no reservada sobre las víctimas y testigos 
intervinientes en el proceso de Justicia y Paz. 
4. Ejecutar las medidas adicionales de reubicación, a través de su Oficina de Protección a 
Víctimas y Testigos, en relación con personas acreditadas sumariamente para intervenir en el 
procedimiento de la Ley 975 de 2005 en su condición de víctimas o testigos, con excepción de 
aquellas previstas en el numeral 2 del artículo 25 del presente decreto. 
5. Las demás funciones tendientes al efectivo funcionamiento del Programa de Protección a 
Víctimas y Testigos en el marco de la Ley 975 de 2005. 
Artículo 28. Difusión y comunicación. El Gobierno Nacional y la Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación promoverán espacios y escenarios de relación con víctimas y 
testigos, en el marco de la Ley 975 de 2005, para facilitar el diseño de esquemas de seguridad 
para los municipios priorizados, en los términos del presente decreto 
Artículo 29. Colaboración interinstitucional. En el ámbito de sus competencias, las 
entidades territoriales y del orden nacional colaborarán de manera complementaria para el 
cumplimiento efectivo de las medidas de protección previstas en el presente decreto. 

 
ARTÍCULO 14. DEFENSA. La defensa estará a cargo del defensor de confianza 
que libremente designe el imputado o acusado o, en su defecto, del asignado 
por el Sistema Nacional de Defensoría Pública. 
  
ARTÍCULO 15. ESCLARECIMIENTO DE LA VERDAD. Dentro del 
procedimiento que establece la presente ley los servidores públicos dispondrán 
lo necesario para que se asegure el esclarecimiento de la verdad sobre los 
hechos objeto de investigación y se garantice la defensa de los procesados. 
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La Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz creada por esta ley, 
deberá investigar, por conducto del fiscal delegado para el caso, con el apoyo 
del grupo especializado de policía judicial, las circunstancias de tiempo, modo y 
lugar en que se realizaron las conductas punibles; las condiciones de vida, 
sociales, familiares e individuales del imputado o acusado y su conducta 
anterior; los antecedentes judiciales y de policía, y los daños que individual o 
colectivamente haya causado de manera directa a las víctimas, tales como 
lesiones físicas o sicológicas, sufrimiento emocional, pérdida financiera o 
menoscabo sustancial de derechos fundamentales. 
  
Con la colaboración de los desmovilizados, la policía judicial investigará el 
paradero de personas secuestradas o desaparecidas, e informará 
oportunamente a los familiares sobre los resultados obtenidos. 
  
La Fiscalía General de la Nación velará por la protección de las víctimas, los 
testigos y los peritos que pretenda presentar en el juicio. La protección de los 
testigos y los peritos que pretenda presentar la defensa estará a cargo de la 
Defensoría del Pueblo. La protección de los magistrados de los Tribunales 
Superiores de Distrito Judicial que deban conocer del juzgamiento será 
responsabilidad del Consejo Superior de la Judicatura. 
  
(Sentencia C-575-06 declara exequible los textos resaltados) 
 
DECRETO 4760 DIC. 30/05  ARTÍCULO 4. ACTUACIONES PREVIAS A LA RECEPCIÓN DE 
VERSIÓN LIBRE. Recibida la lista de postulados enviada por el Gobierno Nacional, el Fiscal 
Delegado competente asignado, previamente a la recepción de la versión libre, realizará las 
actividades tendientes a la averiguación de la verdad material, la determinación de los autores 
intelectuales, materiales y partícipes, el esclarecimiento de las conductas punibles cometidas, la 
identificación de bienes, fuentes de financiación y armamento de los respectivos grupos 
armados organizados al margen de la ley, así como los cruces de información y demás 
diligencias tendientes al cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 15 y 16 de la Ley 975 de 
2005 durante el plazo razonable que se requiera para el efecto, que no podrá exceder del 
término de seis (6) meses previsto en el artículo 325 de la Ley 600 de 2.000. La información y 
los elementos materiales probatorios legalmente obtenidos en desarrollo de las actuaciones 
previas, podrán ser aportados en la etapa de juzgamiento y valorados por la Sala del Tribunal 
de Distrito Judicial de conformidad con el Código de Procedimiento Penal. 
 ARTÍCULO 25. Apoyo para protección. Para los efectos previstos en el inciso final del artículo 
15 de la Ley 975 de 2005, la Policía Nacional y los organismos de seguridad del Estado 
prestarán el apoyo necesario a la Fiscalía General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, 
Procuraduría General de la Nación y al Consejo Superior de la Judicatura, según corresponda. 
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 26 y 27 de la Ley 782 de 2002, y 11 y 19 de la 
Ley 938 de 2004 el Fiscal General de la Nación deberá establecer las directrices del Programa 
de Protección y Asistencia a Víctimas, Testigos e Intervinientes. La Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura dispondrá lo pertinente para la protección y seguridad 
personal de los funcionarios y de la Rama Judicial. 
DECRETO 315 DEL 7 DE FEBRERO DE 2007. Artículo 12. El Fiscal deberá adoptar las 
medidas adecuadas para proteger la seguridad, el bienestar físico y psicológico, la dignidad y la 
vida privada de las víctimas y los testigos. Con este fin, el Fiscal tendrá en cuenta todos los 
factores pertinentes, incluidos la edad, el género y la salud, así como la índole de la conducta 
punible, en particular cuando éste entrañe violencia sexual o por razones de género o violencia 
contra menores de edad. En especial, el Fiscal adoptará estas medidas en el curso de la 
investigación de tales conductas. 
Artículo 13. Las medidas de que tratan los artículos anteriores no podrán redundar en perjuicio 
de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles con éstos. 
 
DECRETO 3570 del 18 de septiembre de 2007 Artículo 1°. Objeto. El Programa de 
Protección para Víctimas y Testigos, en el marco de la Ley 975 de 2005, tiene por objeto 
salvaguardar la vida, integridad, libertad y seguridad de la población que se encuentre en 
situación de amenaza o riesgo como consecuencia directa de su participación en calidad de 
víctima o testigo dentro del proceso de Justicia y Paz. 
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Parágrafo. Las medidas de protección a que se refiere el presente decreto deberán coadyuvar 
favorablemente en garantía de los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. 
Artículo 2°. Población objeto. Se considera como beneficiario del programa creado por el 
presente decreto a toda víctima o testigo, en los términos de la Ley 975 de 2005, que se 
encuentre en situación de amenaza o riesgo que atente contra su vida, integridad, libertad y 
seguridad como consecuencia directa de su participación en el proceso de justicia y paz, o para 
impedir que intervenga en el mismo. 

 
CAPITULO IV. 

INVESTIGACIÓN Y JUZGAMIENTO. 
  
ARTÍCULO 16. COMPETENCIA. Recibido por la Unidad Nacional de Fiscalía 
para la Justicia y la Paz, el, o los nombres de los miembros de grupos armados 
organizados al margen de la ley dispuestos a contribuir de manera efectiva a la 
consecución de la paz nacional, el fiscal delegado que corresponda, asumirá de 
manera inmediata la competencia para: 
  
16.1 Conocer de las investigaciones de los hechos delictivos cometidos durante 
y con ocasión de la pertenencia al grupo armado organizado al margen de la 
ley. 
  
16.2 Conocer de las investigaciones que cursen en contra de sus miembros. 
  
16.3 Conocer de las investigaciones que deban iniciarse y de las que se tenga 
conocimiento en el momento o con posterioridad a la desmovilización. 
  
El Tribunal Superior de Distrito Judicial que determine el CSJ, mediante 
acuerdo que expida antes de que se inicie cualquier trámite, será competente 
para conocer del juzgamiento de las conductas punibles a que se refiere la 
presente ley. 
  
No podrá haber conflicto o colisión de competencia entre los Tribunales 
Superiores de Distrito judicial que conozcan de los casos a que se refiere la 
presente ley y cualquier otra autoridad judicial. 
  
(Sentencia C-370-06 se Inhibe respecto al texto resaltado)(Sentencia C-575-06 
declara exequible el texto resaltado)  
 
 
DECRETO 4760 DIC. 30/05. ARTÍCULO 3. LISTA DE POSTULADOS. Las listas de postulados 
para acceder al procedimiento de que trata la Ley 975 de 2005 que remita el Gobierno Nacional 
a consideración de la Fiscalía General de la Nación podrán integrarse con los nombres e 
identidades de los miembros de los grupos armados al margen de la ley que se hayan 
desmovilizado colectivamente de conformidad con la Ley 782 de 2002. Tratándose de lo 
dispuesto en el parágrafo del artículo 10 de la ley 975 de 2.005, una vez surtida la 
desmovilización del grupo armado al margen de la ley, el miembro representante informará por 
escrito al Alto Comisionado sobre la pertenencia al mismo de quienes se encuentren privados 
de la libertad, la cual en su oportunidad será determinada en la respectiva providencia judicial. 
También podrá incluir en las listas a quienes se hayan desmovilizado voluntariamente de 
manera individual de conformidad con la Ley 782 de 2002, siempre que contribuyan a la 
consecución de la paz nacional y hayan entregado información o colaborado para el 
desmantelamiento del grupo al que pertenecían y suscrito un acta de compromiso con el 
Gobierno Nacional .En todo caso será necesario que los desmovilizados hayan manifestado 
previamente y por escrito ante el Alto Comisionado para la Paz o al Ministro de Defensa, según 
se trate de desmovilizados colectiva o individualmente, su voluntad de ser postulados para 
acogerse al procedimiento y beneficios previstos por la Ley 975 de 2.005 y declaren bajo la 
gravedad del juramento su compromiso de cumplimiento de los requisitos previstos en los 
artículos 10 y 11 de ésta, según corresponda. Las listas de postulados serán enviadas al 
Ministro del Interior y Justicia por el Alto Comisionado para la Paz, y por el Ministro de Defensa, 
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según sea el caso. El Ministerio del Interior y Justicia las remitirá formalmente a la Fiscalía 
General de la Nación. En ningún caso la postulación realizada por el Gobierno Nacional implica 
la concesión automática de los beneficios previstos en la Ley 975/2005 ni el aval sobre el 
cumplimiento de los requisitos allí contemplados. La verificación del cumplimiento de los 
requisitos de elegibilidad corresponderá a las autoridades judiciales, quienes contarán con la 
colaboración que deberán prestar los demás organismos del Estado, dentro del ámbito de sus 
funciones. En todo caso, la Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial de que trata la ley 
975/2005 es la instancia competente para conceder los beneficios consagrados en la citada ley, 
exclusivamente a quienes cumplan las exigencias previstas en los artículos 1,3, 10, 11, 24, 29, 
42 y 44 y demás contempladas en la misma. Parágrafo 1 .Si durante la desmovilización 
colectiva o individual, los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley realizan 
actos de cumplimiento de los requisitos previstos en los numerales 10.2., 10.3. ó 10.6 del 
artículo 10 y 11.5 del artículo 11 de la citada ley, se levantará un Acta suscrita por quien certifica 
la desmovilización. Tratándose de entrega de bienes, tal situación se pondrá en conocimiento 
inmediato de la Fiscalía General de la Nación con el fin de que se adopten las medidas 
cautelares del caso y se dejen a disposición del Fondo para la Reparación de las Víctimas, de 
conformidad con lo dispuesto en el presente DECRETO. El Acta, junto con los demás medios 
probatorios establecidos en la ley, servirán para verificar el cumplimiento de tales requisitos. 
Parágrafo 2. Para efectos de apoyar los procesos de identificación e individualización, que 
deban adelantar las autoridades competentes, de los miembros de los grupos organizados al 
margen de la ley que se incluyan en la lista de que trata el presente artículo, la Registraduría 
Nacional del Estado Civil realizará su identificación con ocasión de la desmovilización surtida de 
conformidad con la Ley 782 de 2002, o si es del caso con posterioridad a ella. Las autoridades 
administrativas prestarán la colaboración del caso. Parágrafo 3. Los menores que se 
encuentren entre los integrantes del grupo armado organizado al margen de la ley, serán 
destinatarios de las medidas para promover su recuperación física, psicológica y su reinserción 
social, las cuales estarán a cargo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ante el cual 
deberán ser puestos a disposición inmediata. 

 
 
ARTÍCULO 17. VERSIÓN LIBRE Y CONFESIÓN. Los miembros del grupo 
armado organizado al margen de la ley, cuyos nombres someta el Gobierno 
Nacional a consideración de la Fiscalía General de la Nación, que se acojan en 
forma expresa al procedimiento y beneficios de la presente ley, rendirán versión 
libre ante el fiscal delegado asignado para el proceso de desmovilización, quien 
los interrogará sobre todos los hechos de que tenga conocimiento. 
  
En presencia de su defensor, manifestarán las circunstancias de tiempo, modo 
y lugar en que hayan participado en los hechos delictivos cometidos con 
ocasión de su pertenencia a estos grupos, que sean anteriores a su 
desmovilización y por los cuales se acogen a la presente ley. En la misma 
diligencia indicarán los bienes que se entregan para la reparación a las 
víctimas, si los tuvieren, y la fecha de su ingreso al grupo. 
  
La versión rendida por el desmovilizado y las demás actuaciones adelantadas 
en el proceso de desmovilización, se pondrán en forma inmediata a disposición 
de la Unidad Nacional de Fiscalías de Justicia y Paz con el fin de que el fiscal 
delegado y la Policía Judicial asignados al caso elaboren y desarrollen el 
programa metodológico para iniciar la investigación, comprobar la veracidad de 
la información suministrada y esclarecer esos hechos y todos aquellos de los 
cuales tenga conocimiento dentro del ámbito de su competencia. 
  
El desmovilizado se dejará inmediatamente a disposición del magistrado que 
ejerza la función de control de garantías, en uno de los establecimientos de 
reclusión determinados por el Gobierno Nacional de acuerdo con el artículo 31 
de la presente ley, quien dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes 
señalará y realizará audiencia de formulación de imputación, previa solicitud del 
fiscal que conozca del caso. 
  
(Sentencia C-370-06 declara inexequible el texto resaltado del inciso segundo. 
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Declara inexequible las expresiones “inmediatamente” y  “uno de los 
establecimientos de reclusión determinados por el Gobierno Nacional de 
acuerdo al artículo 31 de la presente ley”. Declara exequible el texto resaltado 
del inciso cuarto con la expresión “dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes señalará y realizará audiencia de formulación de imputación”, en el 
entendido que la puesta a disposición de la persona a órdenes del magistrado 
que ejerza la función de control de garantías y al solicitud de audiencia de 
imputación de cargos, se presentará cuando se haya desarrollado a cabalidad 
el programa metodológico dispuesto en el inciso tercero del mismo artículo, y de 
conformidad con lo previsto en el art. 207 del Código de Procedimiento Penal. 
(Sentencia C-575-06 se Inhibe respecto a la totalidad del articulo. 
 
 
DECRETO 4760 DIC. 30/05. ARTÍCULO 5. VERSIÓN LIBRE Y CONFESIÓN. Para la 
aplicación de los beneficios previstos en la ley 975 de 2.005, será necesario que se rinda 
versión libre por parte de los desmovilizados. Esta diligencia procederá independientemente de 
la situación jurídica del miembro del grupo armado organizado al margen de la ley, de la forma 
en que se haya desmovilizado o de cualquier otra consideración. El Fiscal Delegado 
competente asignado recepcionará la versión libre una vez recibida la lista presentada por el 
Gobierno Nacional y antes del vencimiento del término previsto en el artículo anterior. Para el 
efecto, los interrogará sobre todos los hechos de que tenga conocimiento, previas las 
advertencias constitucionales y legales. El Fiscal General de la Nación, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 11 de la Ley 938/2004, impartirá instrucciones generales a la Unidad de 
Justicia y Paz conducentes al eficaz desarrollo de la diligencia de versión libre y en general a la 
adecuada formulación del programa metodológico para el ejercicio de la función investigativa a 
cargo de ésta dependencia. La diligencia de versión libre podrá desarrollarse en varias 
audiencias, y a petición del desmovilizado habrá lugar a la ampliación de la versión rendida. La 
información recaudada en la diligencia de versión libre tendrá plenos efectos probatorios y 
podrá aportarse en la etapa de juzgamiento, siempre que con ello no se menoscaben las 
garantías consagradas en el artículo 29 de la Constitución Política Parágrafo. Cuando el 
desmovilizado que no registre orden o medida restrictiva de la libertad, durante la versión libre 
confiese delito de competencia de los Jueces penales del circuito especializado, de inmediato 
será puesto a disposición del Magistrado de Control de Garantías en el establecimiento de 
reclusión determinado por el Gobierno Nacional. A partir de este momento queda suspendida la 
versión libre, y el magistrado, a solicitud del fiscal delegado, dispondrá de un máximo de 36 
horas para fijar y realizar la audiencia de formulación de imputación, en la cual igualmente se 
resolverá sobre la medida de aseguramiento y medidas cautelares solicitadas. Cumplida la 
audiencia de formulación de imputación se reanudará la diligencia de versión libre y una vez 
agotada ésta, la Fiscalía podrá solicitar otra audiencia  preliminar para ampliar la formulación  
de  imputación  si surgieren nuevos cargos. Cuando el desmovilizado se encuentre previamente 
privado de la libertad, en virtud de la medida de aseguramiento o sentencia condenatoria o en el 
evento previsto en el artículo 31 de la Ley 975 de 2005, las treinta y seis (36) horas a que se 
refiere el artículo 17 de la misma, se contarán a partir de la solicitud del Fiscal Delegado al 
magistrado de control de garantías para la programación de la audiencia de formulación de 
imputación. 
DECRETO 2898 AGOS. 29  DE 2006. ARTICULO 1. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 17 de la ley975 de 2.005, los miembros del grupo armado organizado al margen de la 
ley cuyos nombres someta el Gobierno Nacional a consideración de la Fiscalía General de la 
Nación, deberán ratificar en forma expresa, ante la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía 
General de la Nación, su acogimiento al procedimiento y beneficios de ésta ley, previamente a 
la diligencia de versión libre, requiriéndose tal ratificación para que ésta pueda ser recibida y se 
surtan las demás etapas del proceso judicial allí establecido. Para efectos de los términos 
previstos en los artículos 15 y 16 de la Ley 975 de 2.005 y 4 del DECRETO 4760 de 2.005, la 
lista remitida por el Gobierno Nacional a consideración de la Fiscalía General de la Nación se 
entenderá presentada respecto de cada uno de los postulados, una vez se surta la mencionada 
ratificación. La ratificación deberá realizarse personalmente o por escrito a partir de la 
expedición del presente DECRETO a más tardar dentro de los seis meses siguientes a la fecha 
de radicación de las listas por parte del Gobierno Nacional, debiendo indicar en la misma la 
dirección en la que recibirá las notificaciones. Los desmovilizados que se encuentren a 
disposición de las autoridades para efectos de la aplicación de la ley 975 de 2005 deberán 
presentar su respectiva ratificación a la mayor brevedad. 
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DECRETO 4417  DIC. 7 DE 2006. Artículo 1°. El artículo 1° del DECRETO 2898 de 2006 
quedará así: Artículo 1°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 975 de 
2005, los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley cuyos nombres haya 
sometido o someta el Gobierno Nacional a consideración de la Fiscalía General de la Nación, al 
iniciar la diligencia de versión libre serán interrogados por el Fiscal delegado respectivo de 
Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación, acerca de su voluntad expresa de 
acogerse al procedimiento y beneficios de esta ley, requiriéndose tal manifestación para que la 
versión libre pueda ser recibida y se surtan las demás etapas del proceso judicial allí 
establecido. 

Las actuaciones preliminares a la recepción de la versión libre de que trata el artículo 4° del 
DECRETO 4760 de 2005 serán realizadas por el Fiscal Delegado competente asignado de la 
Unidad de Justicia y Paz durante el plazo razonable que se requiera para el efecto 

DECRETO 3391 SEP 29/06. ARTICULO 9. CONFESIÓN COMPLETA y VERAZ. Para efectos 
de lo dispuesto en el artículo 5 del DECRETO 4760 de 2.005, en la versión libre de que trata el 
artículo 17 de la ley 975 de 2.005, independiente de la surtida dentro del marco de la ley 782 de 
2.002, el postulado hará la confesión completa y veraz de todos los hechos delictivos en los que 
participó o de los que tenga conocimiento cierto durante y con ocasión de su pertenencia al 
grupo armado organizado al margen de la ley e informará las causas y las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar de su participación en los mismos o de las hechos de que tenga 
constancia, a fin de asegurar el derecho a la verdad. Igualmente manifestará su fecha de 
ingreso al respectivo bloque o frente e indicará la totalidad de los bienes de origen ilícito, los 
cuales deberán ser entregados para reparar a las víctimas, sin perjuicio de las medidas 
cautelares y de las obligaciones con cargo a su patrimonio lícito que proceden en virtud de la 
declaratoria judicial de responsabilidad a que haya lugar.  

El Fiscal competente de la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación, le 
informará previamente y en presencia del abogado defensor escogido por él, o en su defecto 
del que le haya asignado la Defensoría Pública para esta diligencia, todo aquello que considere 
pertinente para garantizar su consentimiento en la realización de la versión con un conocimiento 
informado y su derecho al debido proceso, de tal forma que la confesión sea conciente, libre y 
voluntaria. 

DECRETO 315 DEL 7 DE FEBRERO DE 2007. Artículo 5º. En el evento que la víctima desee 
intervenir de manera personal en las diligencias a que se refiere el artículo 1º del presente 
decreto, deberá manifestar previamente en forma expresa ante el fiscal delegado que 
corresponda, la renuncia a la garantía de preservar su identidad. 
Artículo 6º. Cuando la ley no exija la presencia de un abogado, las víctimas también podrán 
hacerse representar en las audiencias de que trata este decreto, por asociaciones u 
organizaciones de víctimas, en cuyo caso lo harán por intermedio del representante legal de la 
respectiva entidad. En estos eventos, sólo podrá participar dicho representante o el abogado. 
Artículo 7º. La participación y representación de los menores de edad víctimas del delito se 
realizará en lo pertinente de conformidad con lo dispuesto en el titulo II de la Ley 1098 de 2006. 
Artículo 8º. Las víctimas que deleguen su representación para los efectos del presente decreto, 
deberán otorgar poder especial con nota de presentación personal ante cualquier autoridad 
judicial. 
Artículo 9º. Las autoridades judiciales competentes podrán ordenar el retiro de la Sala de quien 
desacate sus órdenes, le falte al respeto a cualquiera de las partes o de los asistentes, no 
conserve la compostura y el silencio debidos, sin perjuicio de las sanciones a que hubiere lugar 
de conformidad con las normas del procedimiento y el estatuto de la profesión de abogado.  
Artículo 10. Las autoridades de Policía velarán por el estricto cumplimiento de las instrucciones 
impartidas por el Fiscal Delegado de la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la 
Nación a fin controlar el acceso a la sala dispuesta para estos efectos, la seguridad interna y el 
orden de la misma. Asimismo todas las entidades y autoridades públicas deberán prestar su 
concurso para el cumplimiento del procedimiento reglamentado por medio del presente decreto. 
Artículo 11. De conformidad con la ley, las autoridades judiciales competentes podrán 
solicitarle a la Comisión Nacional de Televisión, CNTV, la transmisión en directo o en diferido de 
las audiencias que se realicen en el marco de la Ley 975 de 2005. Por su parte, corresponderá 
a la CNTV decidir si asigna los espacios necesarios requeridos por dichas autoridades para la 
transmisión de las mencionadas audiencias.  
En caso que la Comisión Nacional de Televisión decida aprobar la asignación de los espacios 
de que trata el inciso anterior, las autoridades judiciales competentes definirán los aspectos 
relacionados con la transmisión a través del Canal Institucional de Televisión de las audiencias, 
con el fin de garantizar el derecho inalienable pleno y efectivo de la sociedad, y en especial de 
las víctimas, a conocer la verdad sobre los delitos cometidos por grupos armados organizados 
al margen de la ley, sin perjuicio del debido proceso, derechos del postulado, medidas de 
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protección y excepciones a la publicidad previstas en la Ley 975 de 2005 y demás normas 
concordantes.  
Artículo 13. Las medidas de que tratan los artículos anteriores no podrán redundar en perjuicio 
de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles con éstos. 
 
DECRETO 423 FEB. 16 DE 2007. ARTICULO 6°. JURAMENTO SOBRE EL CUMPLIMIENTO 
DE LOS REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD. De acuerdo con lo dispuesto por el inciso 3° del 
artículo 3° del DECRETO Reglamentario No. 4760 de 2005, el desmovilizado deberá declarar 
bajo la gravedad del juramento durante la versión libre, su compromiso de cumplimiento de los 
requisitos de elegibilidad de que tratan los artículos 10 Y 11 de la Ley 975 de 2005, según se 
trate de desmovilización colectiva o individual. 

 
ARTÍCULO 18. FORMULACIÓN DE IMPUTACIÓN. Cuando de los elementos 
materiales probatorios, evidencia física, información legalmente obtenida, o de 
la versión libre pueda inferirse razonablemente que el desmovilizado es autor o 
partícipe de uno o varios delitos que se investigan, el fiscal delegado para el 
caso solicitará al magistrado que ejerza la función de control de garantías la 
programación de una audiencia preliminar para formulación de imputación. 
  
En esta audiencia, el fiscal hará la imputación fáctica de los cargos investigados 
y solicitará al magistrado disponer la detención preventiva del imputado en el 
centro de reclusión que corresponda, según lo dispuesto en la presente ley. 
Igualmente solicitará la adopción de las medidas cautelar es sobre los bienes 
de procedencia ilícita que hayan sido entregados para efectos de la reparación 
a las víctimas. 
  
A partir de esta audiencia y dentro de los sesenta (60) días siguientes, la 
Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz, con el apoyo de su grupo 
de policía judicial, adelantará las labores de investigación y verificación de los 
hechos admitidos por el imputado, y todos aquellos de los cuales tenga 
conocimiento dentro del ámbito de su competencia. Finalizado el término, o 
antes si fuere posible, el fiscal del caso solicitará al magistrado que ejerza la 
función de control de garantías la programación de una audiencia de 
formulación de cargos, dentro de los diez (10) días siguientes a la solicitud, si a 
ello hubiere lugar. 
  
Con la formulación de la imputación se interrumpe la prescripción de la acción 
penal. 
 
(Sentencia C-370-06 lo declara exequible salvo al expresión resaltada del 
inciso segundo que se declara inexequible) (Sentencia C-575-06 se Inhibe 
respecto a la totalidad del articulo)  
 
DECRETO 4760 DIC. 30/05. ARTICULO 6. TERMINO PARA LA FORMULACIÓN DE 
CARGOS. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley 975 de 2.005, dentro de 
los sesenta (60) días siguientes a la realización de la audiencia de formulación de imputación, la 
Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz, con el apoyo de su grupo de policía 
judicial, adelantará las labores de investigación y verificación de los hechos admitidos por el 
imputado, y todos aquellos de los cuales tenga conocimiento dentro del ámbito de su 
competencia. 
El magistrado de control de garantías podrá prorrogar el término citado hasta por el previsto en 
el artículo 158 de la ley 906 de 2004, siempre que lo soliciten el Fiscal delegado o el imputado y 
se den las condiciones allí establecidas. Finalizado el término, o antes si fuere posible, el fiscal 
del caso solicitará al magistrado que ejerza la función de control de garantías la programación 
de una audiencia de formulación de cargos, dentro de los diez (10) días siguientes a la solicitud, 
si a ello hubiere lugar.  

 
 
DECRETO 315 DEL 7 DE FEBRERO DE 2007. Artículo 5º. En el evento que la víctima desee 
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intervenir de manera personal en las diligencias a que se refiere el artículo 1º del presente 
decreto, deberá manifestar previamente en forma expresa ante el fiscal delegado que 
corresponda, la renuncia a la garantía de preservar su identidad. 
Artículo 6º. Cuando la ley no exija la presencia de un abogado, las víctimas también podrán 
hacerse representar en las audiencias de que trata este decreto, por asociaciones u 
organizaciones de víctimas, en cuyo caso lo harán por intermedio del representante legal de la 
respectiva entidad. En estos eventos, sólo podrá participar dicho representante o el abogado. 
Artículo 7º. La participación y representación de los menores de edad víctimas del delito se 
realizará en lo pertinente de conformidad con lo dispuesto en el titulo II de la Ley 1098 de 2006. 
Artículo 8º. Las víctimas que deleguen su representación para los efectos del presente decreto, 
deberán otorgar poder especial con nota de presentación personal ante cualquier autoridad 
judicial. 
Artículo 9º. Las autoridades judiciales competentes podrán ordenar el retiro de la Sala de quien 
desacate sus órdenes, le falte al respeto a cualquiera de las partes o de los asistentes, no 
conserve la compostura y el silencio debidos, sin perjuicio de las sanciones a que hubiere lugar 
de conformidad con las normas del procedimiento y el estatuto de la profesión de abogado.  
Artículo 11. De conformidad con la ley, las autoridades judiciales competentes podrán 
solicitarle a la Comisión Nacional de Televisión, CNTV, la transmisión en directo o en diferido de 
las audiencias que se realicen en el marco de la Ley 975 de 2005. Por su parte, corresponderá 
a la CNTV decidir si asigna los espacios necesarios requeridos por dichas autoridades para la 
transmisión de las mencionadas audiencias.  
En caso que la Comisión Nacional de Televisión decida aprobar la asignación de los espacios 
de que trata el inciso anterior, las autoridades judiciales competentes definirán los aspectos 
relacionados con la transmisión a través del Canal Institucional de Televisión de las audiencias, 
con el fin de garantizar el derecho inalienable pleno y efectivo de la sociedad, y en especial de 
las víctimas, a conocer la verdad sobre los delitos cometidos por grupos armados organizados 
al margen de la ley, sin perjuicio del debido proceso, derechos del postulado, medidas de 
protección y excepciones a la publicidad previstas en la Ley 975 de 2005 y demás normas 
concordantes.  
Artículo 13. Las medidas de que tratan los artículos anteriores no podrán redundar en perjuicio 
de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles con éstos. 

 
  
ARTÍCULO 19. ACEPTACIÓN DE CARGOS. En la audiencia de formulación de 
cargos el imputado podrá aceptar los presentados por la Fiscalía, como 
consecuencia de la versión libre o de las investigaciones en curso al momento 
de la desmovilización. 
  
Para su validez tendrá que hacerlo de manera libre, voluntaria, espontánea y 
asistido por su defensor. En este evento el Magistrado que ejerza la función de 
control de garantías enviará inmediatamente lo actuado a la Secretaría de la 
Sala del Tribunal Superior de Distrito judicial a la que corresponda su 
conocimiento. 
  
Recibida la actuación, la Sala correspondiente convocará a audiencia pública 
dentro de los diez (10) días siguientes para examinar si la aceptación de cargos 
ha sido libre, voluntaria, espontánea y asistida por su defensor. De hallarla 
conforme a derecho, dentro de los diez (10) días siguientes citará a audiencia 
de sentencia e individualización de pena. 
  
PARÁGRAFO 1o. Si en esta audiencia el imputado no acepta los cargos, o se 
retracta de los admitidos en la versión libre, la Unidad Nacional de Fiscalía para 
la Justicia y la Paz remitirá la actuación al funcionario competente conforme con 
la ley vigente al momento de la comisión de las conductas investigadas. 
  
PARÁGRAFO 2o. Cuando exista solicitud de reparación integral, previamente 
se dará cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 23 de la presente ley. 
  
 
(Sentencia C-370-06 declara exequible el artículo y la expresión resaltada del 
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inciso tercero, en el entendido de que el magistrado controlará que la 
calificación jurídica corresponda a los hechos que obran en el expediente) 
(Sentencia C-575-06 se Inhibe respecto a la totalidad del articulo)  
 
 
DECRETO 315 DEL 7 DE FEBRERO DE 2007. Artículo 5º. En el evento que la víctima desee 
intervenir de manera personal en las diligencias a que se refiere el artículo 1º del presente 
decreto, deberá manifestar previamente en forma expresa ante el fiscal delegado que 
corresponda, la renuncia a la garantía de preservar su identidad. 
Artículo 6º. Cuando la ley no exija la presencia de un abogado, las víctimas también podrán 
hacerse representar en las audiencias de que trata este decreto, por asociaciones u 
organizaciones de víctimas, en cuyo caso lo harán por intermedio del representante legal de la 
respectiva entidad. En estos eventos, sólo podrá participar dicho representante o el abogado. 
Artículo 7º. La participación y representación de los menores de edad víctimas del delito se 
realizará en lo pertinente de conformidad con lo dispuesto en el titulo II de la Ley 1098 de 2006. 
Artículo 8º. Las víctimas que deleguen su representación para los efectos del presente decreto, 
deberán otorgar poder especial con nota de presentación personal ante cualquier autoridad 
judicial. 
Artículo 9º. Las autoridades judiciales competentes podrán ordenar el retiro de la Sala de quien 
desacate sus órdenes, le falte al respeto a cualquiera de las partes o de los asistentes, no 
conserve la compostura y el silencio debidos, sin perjuicio de las sanciones a que hubiere lugar 
de conformidad con las normas del procedimiento y el estatuto de la profesión de abogado.  
Artículo 11. De conformidad con la ley, las autoridades judiciales competentes podrán 
solicitarle a la Comisión Nacional de Televisión, CNTV, la transmisión en directo o en diferido de 
las audiencias que se realicen en el marco de la Ley 975 de 2005. Por su parte, corresponderá 
a la CNTV decidir si asigna los espacios necesarios requeridos por dichas autoridades para la 
transmisión de las mencionadas audiencias.  
En caso que la Comisión Nacional de Televisión decida aprobar la asignación de los espacios 
de que trata el inciso anterior, las autoridades judiciales competentes definirán los aspectos 
relacionados con la transmisión a través del Canal Institucional de Televisión de las audiencias, 
con el fin de garantizar el derecho inalienable pleno y efectivo de la sociedad, y en especial de 
las víctimas, a conocer la verdad sobre los delitos cometidos por grupos armados organizados 
al margen de la ley, sin perjuicio del debido proceso, derechos del postulado, medidas de 
protección y excepciones a la publicidad previstas en la Ley 975 de 2005 y demás normas 
concordantes.  
Artículo 13. Las medidas de que tratan los artículos anteriores no podrán redundar en perjuicio 
de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles con éstos. 

 
ARTÍCULO 20. ACUMULACIÓN DE PROCESOS Y PENAS. Para los efectos 
procesales de la presente ley, se acumularán los procesos que se hallen en 
curso por hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia 
del desmovilizado a un grupo armado organizado al margen de la ley. En 
ningún caso procederá la acumulación por conductas punibles cometidas con 
anterioridad a la pertenencia del desmovilizado al grupo armado organizado al 
margen de la ley. 
  
Cuando el desmovilizado haya sido previamente condenado por hechos 
delictivos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a un grupo 
armado organizado al margen de la ley, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el 
Código Penal sobre acumulación jurídica de penas pero en ningún caso, la 
pena alternativa podrá ser superior a la prevista en la presente ley. 
  
 
(Sentencia C-370-06 declara inexequible el texto resaltado, en lo demás se 
declara exequible).  
 
 
 
DECRETO 3391 SEP 29/06. ARTÍCULO 10. ACUMULACIÓN JURÍDICA DE PENAS PARA 
EFECTOS DE LA FIJACIÓN DE LA PENA ORDINARIA, CUYA EJECUCIÓN ES 
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REEMPLAZADA POR LA PENA ALTERNATIVA. El desmovilizado que haya sido previamente 
condenado por hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a un grupo 
armado organizado al margen de la ley, podrá ser beneficiario de la pena alternativa de que 
trata la ley 975 de 2.005 si cumple con los requisitos correspondientes para su concesión.  
Habiéndose acogido el desmovilizado a la ley 975 de 2.005, de existir condenas previas en los 
términos del inciso 2 del artículo 20 de la misma, para la fijación de la pena ordinaria en la 
sentencia que profiera la Sala competente del Tribunal Superior de Distrito Judicial se tendrá en 
cuenta lo dispuesto en el Código Penal sobre acumulación jurídica de penas, de forma que 
aquellas se acumularán jurídicamente a la nueva condena que se llegare a imponer. 
Una vez efectuada dicha acumulación jurídica, en la sentencia condenatoria la Sala competente 
del Tribunal Superior de Distrito Judicial establecerá la pena ordinaria (pena principal y 
accesorias) y fijará la pena alternativa si se cumplen los requisitos establecidos por ésta, y 
señalará los demás aspectos de que trata el artículo 24 de la mencionada ley. La pena ordinaria 
resultante de la acumulación jurídica, se suspenderá en su ejecución reemplazándola por la 
pena alternativa. Si transcurrido el tiempo de la pena alternativa y el período de prueba, el 
sentenciado ha cumplido a cabalidad con las obligaciones establecidas en la ley 975 de 2.005, 
la pena inicialmente determinada en la sentencia como resultado de la acumulación jurídica se 
declarará extinguida. En caso contrario, se revocará y el sentenciado deberá cumplir la pena 
acumulada, inicialmente determinada en la sentencia, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 29 de la citada ley.  
 
ARTICULO 11. ACUMULACIÓN DE PROCESOS. De conformidad con los artículos 16 y 20 de 
la ley 975 de 2.005, para los efectos procesales se acumularán todos los procesos que se 
hallen en curso o deban iniciarse por hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la 
pertenencia del desmovilizado a un grupo armado organizado al margen de la ley, de lo cual 
será informado. En ningún caso procederá la acumulación por conductas punibles cometidas 
con anterioridad a la pertenencia del desmovilizado al grupo armado organizado al margen de la 
ley.  
Si en relación con el desmovilizado existe medida de aseguramiento de detención dictada en 
otro proceso, recibida la lista de postulados elaborada por el Gobierno Nacional en la forma 
prevista por el artículo 1 del DECRETO 2898 de 2.006, el Fiscal Delegado asignado de la 
Unidad Nacional de Justicia y Paz, una vez cumplidas las averiguaciones de que tratan los 
artículos 15 y 16 de la ley 975 de 2.005 y obtenidas las copias pertinentes de las actuaciones 
procesales solicitadas por él, le recibirá versión libre. Si el desmovilizado se encuentra privado 
de la libertad por orden de otra autoridad judicial, continuará en esa situación. En todo caso, 
una vez adoptada la medida de aseguramiento por el magistrado de Control de Garantías 
dentro del proceso de Justicia y Paz, que incluya  los  hechos  por  los cuales se profirió la 
detención en el otro proceso, éste se suspenderá, respecto del postulado, hasta que termine la 
audiencia de formulación de cargos dispuesta en el artículo 19 de la ley 975 de 2005. En ésta 
se incluirán aquellos por los cuales se ha impuesto medida de aseguramiento en el proceso 
suspendido siempre y cuando se relacionen con conductas punibles cometidas durante y con 
ocasión de la pertenencia del des movilizado al grupo armado organizado al margen de la ley.  
Declarada la legalidad de la aceptación de los cargos por la Sala de Justicia y Paz del Tribunal 
Superior de Distrito Judicial, la actuación procesal suspendida se acumulará definitivamente al 
proceso que se rige por la Ley 975 de 2005 respecto del postulado. Sin embargo, en caso que 
no acepte los cargos o se retracte de los admitidos, inmediatamente se avisará al funcionario 
judicial competente para la reanudación del proceso suspendido.  
Mientras se encuentre suspendido el proceso judicial ordinario no correrán los términos de la 
actuación penal en relación con el imputado que se acoge a los beneficios de la ley 975 de 
2005.  
PARÁGRAFO. Los miembros desmovilizados del grupo armado organizado al margen de la ley, 
que voluntariamente se pongan a disposición de las autoridades en virtud de su acogimiento a 
la ley  975  de  2.005,  podrán  ser  ubicados  en  los  establecimientos  de  reclusión  de justicia 
y paz administrados y definidos por el lNPEC y en los previstos por el parágrafo 2 del artículo 21 
de la Ley 65 de 1.993, mientras se adelantan los procesos judiciales pertinentes de que trata la 
citada ley. El tiempo de privación de la libertad cumplido en estos establecimientos de reclusión, 
previo a que el magistrado de control de garantías profiera la respectiva medida de 
aseguramiento de conformidad con la ley 975 de 2.005, se imputará al cumplimiento de la pena 
alternativa que corresponda. 

 
ARTÍCULO 21. RUPTURA DE LA UNIDAD PROCESAL. Si el imputado o 
acusado acepta parcialmente los cargos se romperá la unidad procesal 
respecto de los no admitidos. En este caso la investigación y el juzgamiento de 
los cargos no aceptados se tramitarán por las autoridades competentes y las 
leyes procedimentales vigentes al momento de su comisión. Respecto de los 
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cargos aceptados se otorgarán los beneficios de que trata la presente ley. 
  
(Sentencia C-370-06 se Inhibe respecto a este artículo) 
 
ARTÍCULO 22. INVESTIGACIONES Y ACUSACIONES ANTERIORES A LA 
DESMOVILIZACIÓN. Si para el momento en que el desmovilizado se acoja a la 
presente ley, la Fiscalía adelanta investigaciones o formuló acusación en su 
contra, el imputado, o acusado, asistido por su defensor, podrá oralmente o por 
escrito aceptar los cargos consignados en la resolución que le impuso medida 
de aseguramiento, o en la formulación de imputación, o en la resolución o 
escrito de acusación, según el caso. Dicha aceptación deberá hacerla ante el 
magistrado que cumpla la función de control de garantías en las condiciones 
previstas en la presente ley. 
  
(Sentencia C-370-06 se Inhibe respecto a este artículo) (Sentencia C-575-06 se 
declara exequible el artículo)  
 
ARTÍCULO 23. INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL. En la misma 
audiencia en la que la Sala del Tribunal Superior de Distrito judicial 
correspondiente declare la legalidad de la aceptación de cargos, previa, 
solicitud expresa de la víctima, o del fiscal del caso, o del Ministerio Público a 
instancia de ella, el magistrado ponente abrirá inmediatamente el incidente de 
reparación integral de los daños causados con la conducta criminal y convocará 
a audiencia pública dentro de los cinco (5) días siguientes. 
  
Dicha audiencia se iniciará con la intervención de la víctima o de su 
representante legal o abogado de oficio, para que exprese de manera concreta 
la forma de reparación que pretende, e indique las pruebas que hará valer para 
fundamentar sus pretensiones. 
  
La Sala examinará la pretensión y la rechazará si quien la promueve no es 
víctima o está acreditado el pago efectivo de los perjuicios y este fuere la única 
pretensión formulada, decisión que podrá ser objeto de impugnación en los 
términos de esta ley. 
  
Admitida la pretensión, la Sala la pondrá en conocimiento del imputado que ha 
aceptado los cargos y a continuación invitará a los intervinientes a conciliar. Si 
hubiere acuerdo su contenido lo incorporará a la decisión que falla el incidente; 
en caso contrario dispondrá la práctica de la prueba ofrecida por las partes, oirá 
el fundamento de sus respectivas pretensiones y en el mismo acto fallará el 
incidente. La decisión en uno u otro sentido se incorporará a la sentencia 
condenatoria. 
  
PARÁGRAFO 1o. Exclusivamente para efectos de la conciliación prevista en 
este artículo, la víctima, el imputado o su defensor, el fiscal que haya conocido 
del caso o el ministerio público, podrán solicitar la citación del Director de la Red 
de Solidaridad Social en su condición de ordenador del gasto del Fondo para la 
Reparación de las Víctimas. 
  
PARÁGRAFO 2o. No podrá negarse la concesión de la pena alternativa en el 
evento de que la víctima no ejerza su derecho en el incidente de reparación 
integral. 
  
(Sentencia C-370-06 se Inhibe respecto a este artículo) (Sentencia C-575-06 
declara exequible los numerales 1 y 4)  
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DECRETO 315 DEL 7 DE FEBRERO DE 2007. Artículo 5º. En el evento que la víctima desee 
intervenir de manera personal en las diligencias a que se refiere el artículo 1º del presente 
decreto, deberá manifestar previamente en forma expresa ante el fiscal delegado que 
corresponda, la renuncia a la garantía de preservar su identidad. 
Artículo 6º. Cuando la ley no exija la presencia de un abogado, las víctimas también podrán 
hacerse representar en las audiencias de que trata este decreto, por asociaciones u 
organizaciones de víctimas, en cuyo caso lo harán por intermedio del representante legal de la 
respectiva entidad. En estos eventos, sólo podrá participar dicho representante o el abogado. 
Artículo 7º. La participación y representación de los menores de edad víctimas del delito se 
realizará en lo pertinente de conformidad con lo dispuesto en el titulo II de la Ley 1098 de 2006. 
Artículo 8º. Las víctimas que deleguen su representación para los efectos del presente decreto, 
deberán otorgar poder especial con nota de presentación personal ante cualquier autoridad 
judicial. 
Artículo 9º. Las autoridades judiciales competentes podrán ordenar el retiro de la Sala de quien 
desacate sus órdenes, le falte al respeto a cualquiera de las partes o de los asistentes, no 
conserve la compostura y el silencio debidos, sin perjuicio de las sanciones a que hubiere lugar 
de conformidad con las normas del procedimiento y el estatuto de la profesión de abogado.  
Artículo 11. De conformidad con la ley, las autoridades judiciales competentes podrán 
solicitarle a la Comisión Nacional de Televisión, CNTV, la transmisión en directo o en diferido de 
las audiencias que se realicen en el marco de la Ley 975 de 2005. Por su parte, corresponderá 
a la CNTV decidir si asigna los espacios necesarios requeridos por dichas autoridades para la 
transmisión de las mencionadas audiencias.  
En caso que la Comisión Nacional de Televisión decida aprobar la asignación de los espacios 
de que trata el inciso anterior, las autoridades judiciales competentes definirán los aspectos 
relacionados con la transmisión a través del Canal Institucional de Televisión de las audiencias, 
con el fin de garantizar el derecho inalienable pleno y efectivo de la sociedad, y en especial de 
las víctimas, a conocer la verdad sobre los delitos cometidos por grupos armados organizados 
al margen de la ley, sin perjuicio del debido proceso, derechos del postulado, medidas de 
protección y excepciones a la publicidad previstas en la Ley 975 de 2005 y demás normas 
concordantes.  
Artículo 13. Las medidas de que tratan los artículos anteriores no podrán redundar en perjuicio 
de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles con éstos. 
 
DECRETO 1290 del 22 de abril de 2008 ARTÍCULO VEINTITRES. ACREDITACIÓN DE LA 
CALIDAD DE VÍCTIMA. A partir del recibo de la solicitud, la identificación de la verificación de 
la información suministrada por las víctimas o los beneficiarios y su acreditación, estará a cargo 
de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional Acción Social. 
La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -Acción Social-, 
someterá a la aprobación del Comité de Reparaciones Administrativas la decisión y las medidas 
de reparación que se recomienden en cada caso, junto con el informe sobre las fuentes que 
fueron tenidas en cuenta para la verificación de la solicitud. 
ARTÍCULO VEINTICUATRO. CRITERIOS PARA RECONOCER LA CALIDAD DE VÍCTIMA. 
Corresponde a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional - 
Acción Social - acopiar la información y documentación necesaria para el reconocimiento del 
solicitante como víctima de los grupos armados organizados al margen de la ley. 
Esta información tendrá por objeto allegar elementos de juicio sobre la veracidad de la 
afectación de sus derechos fundamentales, para lo cual se tendrán en cuenta alguno o algunos 
de los siguientes criterios: 
• La presencia de las víctimas en el lugar y el momento en que ocurrieron los hechos. 
• La presentación de denuncia, o puesta en conocimiento de los hechos ante cualquier 
autoridad judicial, administrativa o de policía, dentro del año siguiente a la ocurrencia del hecho. 
• La situación de orden público en el momento y lugar donde ocurrieron los hechos. 
• La presencia de grupos armados organizados al margen de la ley en el lugar de los hechos. 
• La inclusión de las víctimas en los informes de prensa, radio, televisión o cualquier otro medio 
de comunicación que hubiera dado cuenta de los hechos. 
• La inclusión de las víctimas en los informes de Policía o de los organismos de Inteligencia del 
Estado relacionados con los hechos. 
• La inclusión de las víctimas en los informes que reposen ante Organismos Internacionales. 
• El riesgo a que estuvieron expuestas las víctimas por sus vínculos profesionales, laborales, 
sociales, religiosos, políticos, gremiales, o de cualquier otro tipo. 
• Las modalidades y circunstancias del hecho. 
• La amistad o enemistad de las víctimas o sus familiares con alguno o algunos de los 
integrantes de los grupos armados organizados al margen de la ley. 
 • Las condiciones personales de las víctimas relacionadas con la edad, el género y ocupación. 
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• Haber ocurrido el hecho por medio de una mina antipersona. 
• La inclusión de las víctimas en algunas de las siguientes bases de datos: 
Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional  
Acción Social; Fiscalía General de la Nación; Procuraduría General de la Nación; Defensoría del 
Pueblo; Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia; Ministerio de la 
Protección Social; Policía Nacional; Departamento Administrativo de Seguridad; Fuerza Pública; 
Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación; Organización Internacional para las 
Migraciones; Programa de la Vicepresidencia de la República de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario y el Programa Presidencial para la Acción Integral contra las Minas 
Antipersonas. 
Parágrafo. La enumeración que se hace en el presente artículo es meramente enunciativa. 

 
 
ARTÍCULO 24. CONTENIDO DE LA SENTENCIA. De acuerdo con los criterios 
establecidos en la ley, en la sentencia condenatoria se fijarán la pena principal y 
las accesorias. Adicionalmente se incluirán la pena alternativa prevista en la 
presente ley, los compromisos de comportamiento por el término que disponga 
el Tribunal, las obligaciones de reparación moral y económica a las víctimas y la 
extinción del dominio de los bienes que se destinarán a la reparación. 
  
La Sala correspondiente se ocupará de evaluar el cumplimiento de los 
requisitos previstos en esta ley para acceder a la pena alternativa. 
 
(Sentencia C-370-06 declara exequible el artículo) (Sentencia C-575-06 se 
Inhibe respecto al texto “que se destinarán a la reparación” y declara exequible 
las expresiones: “obligaciones de reparación moral y económica”) 
  
DECRETO 3391 SEP. 29/06. ARTÍCULO 17. DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA 
REPARACIÓN. La Sala competente del Tribunal Superior de Distrito judicial correspondiente 
determinará en concreto, dentro de la sentencia condenatoria respectiva, la reparación que sea 
del caso a cargo de los responsables, señalando las acciones mediante las cuales se deberá 
materializar.  
Para efectos de establecer las obligaciones en que consistirá la reparación, además de los 
daños causados que aparezcan acreditados y de la forma de reparación que se pretende, la 
autoridad judicial competente tendrá en cuenta los criterios formulados por la Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación, las circunstancias del caso concreto alusivas al 
número de víctimas, las eventuales obligaciones pecuniarias, capacidad económica del bloque 
o frente y de los desmovilizados penalmente responsables y demás aspectos que resulten 
relevantes para el contexto.  
Lo anterior, de tal forma que en función a los mismos y con el fin de garantizar la sostenibilidad 
del proceso de reconciliación y reconstrucción del tejido social, se formulen las acciones de 
reparación de manera colectiva o con la realización de medidas de satisfacción, garantías de no 
repetición y acciones de reparación simbólica a favor de las víctimas que tiendan a asegurar la 
preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos victimizantes, la aceptación 
pública de los hechos, el perdón público y el restablecimiento de la dignidad de las mismas.  
PARÁGRAFO 1. Además de los bienes entregados de conformidad con el parágrafo 1 del 
artículo 5 del presente DECRETO, también serán tenidos en cuenta como parte de la 
reparación al momento de proferir la sentencia respectiva, los actos preprocesales de 
restitución de bienes directamente a las víctimas y los de bienes ilícitos con destino a la 
reparación de las víctimas, que hayan sido entregados al Fondo para la Reparación de Víctimas 
con anterioridad a la diligencia de versión libre o a la audiencia de formulación de imputación.  
Se entenderá como medida de reparación colectiva la entrega, por parte de los desmovilizados, 
de bienes destinados al desarrollo de proyectos productivos en zonas afectadas por la 
violencia, que beneficien a desplazados, campesinos y reinsertados que carezcan de medios 
económicos para su subsistencia, otorgándoles participación en la propiedad y medios de 
producción de los mismos. En el caso de los bienes destinados al desarrollo de proyectos 
productivos en zonas afectadas por la violencia, el acta de que trata el inciso final del artículo 17 
del DECRETO 4760 de 2005, que hará las veces de entrega de los mismos, indicará el control 
de tutela que realizará Acción Social sobre la administración y desarrollo de los proyectos por 
parte de los beneficiarios.  
 
PARÁGRAFO 2. Sin perjuicio de las acciones de reparación a cargo de los responsables, el 
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Gobierno Nacional llevará a cabo acciones orientadas a recuperar la institucionalidad en las 
zonas más afectadas por la violencia, a promover los derechos de los ciudadanos afectados por 
los hechos de violencia y reconocer la dignidad de las víctimas, para lo cual tendrá en cuenta 
las recomendaciones que en tal sentido formule la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación y el presupuesto asignado para el efecto. 

 
 
ARTÍCULO 25. HECHOS CONOCIDOS CON POSTERIORIDAD A LA 
SENTENCIA O AL INDULTO. Si a los miembros de grupos armados al margen 
de la ley que recibieron los beneficios de la Ley 782 de 2002, o que se 
beneficiaron con la pena alternativa de conformidad con la presente ley, con 
posterioridad se les llegare a imputar delitos cometidos durante y con ocasión 
de la pertenencia a esos grupos y antes de su desmovilización, estas conductas 
serán investigadas y juzgadas por las autoridades competentes y las leyes 
vigentes al momento de la comisión de esas conductas, sin perjuicio del 
otorgamiento de la pena alternativa, en el evento que colabore eficazmente en 
el esclarecimiento o acepte, oralmente o por escrito, de manera libre, voluntaria, 
expresa y espontánea, debidamente informado por su defensor, haber 
participado en su realización y siempre que la omisión no haya sido intencional. 
En este evento, el condenado podrá ser beneficiario de la pena alternativa. Se 
procederá a la acumulación jurídica de las penas alternativas sin exceder los 
máximos establecidos en la presente ley. 
  
Teniendo en cuenta la gravedad de los nuevos hechos juzgados, la autoridad 
judicial impondrá una ampliación del veinte por ciento de la pena alternativa 
impuesta y una ampliación similar del tiempo de libertad a prueba. 
  
 
(Sentencia C-370-06 declara inexequible el texto resaltado, en lo demás lo 
declara exequible)  
 
ARTÍCULO 26. RECURSOS. Salvo la sentencia, la reposición procede para 
todas las decisiones y se sustenta y resuelve de manera oral e inmediata en la 
respectiva audiencia. 
  
La apelación procede contra los autos que resuelvan asuntos de fondo, 
adoptados durante el desarrollo de las audiencias, y contra las sentencias. Se 
interpone en la misma audiencia en que se profiera la decisión, y se concede en 
el efecto suspensivo ante la Sala Penal de la Corte Suprema de justicia. 
  
El Magistrado ponente citará a las partes e intervinientes a audiencia de 
argumentación oral que se celebrará dentro de los diez (10) días siguientes al 
recibo de la actuación en la Secretaría de la Sala de Casación Penal. 
Sustentado el recurso por el apelante y oídos las demás partes e intervinientes, 
la Sala podrá decretar un receso hasta por dos (2) horas para emitir la decisión 
que corresponda. 
  
Si el recurrente no concurriere o no sustentare el recurso, se declarará desierto. 
  
PARÁGRAFO 1o. El trámite de los recursos de apelación de que trata la 
presente ley, tendrá prelación sobre los demás asuntos de competencia de la 
Sala Penal de la Corte Suprema de justicia, excepto lo relacionado con 
acciones de tutela. 
  
PARÁGRAFO 2o. De la acción extraordinaria de revisión conocerá la Sala 
Plena de la Corte Suprema de justicia, en los términos previstos en el Código 
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de Procedimiento Penal vigente. 
  
PARÁGRAFO 3o. Contra la decisión de segunda instancia no procede recurso 
de casación. 
  
(Sentencia C-370-06 declara exequible el parágrafo tercero y se declara 
inhibida respecto a lo demás) (Sentencia C-575-06 se Inhibe respecto a la 
totalidad del articulo)  
 
 
ARTÍCULO 27. ARCHIVO DE LAS DILIGENCIAS. Si en relación con los hechos 
admitidos o no admitidos por el desmovilizado en su versión libre o en posterior 
actuación, según el caso, antes de la audiencia de imputación, el fiscal 
delegado llegare a constatar que no existen motivos o circunstancias fácticas 
que permitan su caracterización como delito o que indiquen la posible 
existencia, dispondrá de inmediato el archivo de la actuación. Sin embargo, si 
surgieren nuevos elementos probatorios se reanudará la averiguación conforme 
con el procedimiento establecido en la presente ley, mientras no se haya 
extinguido la acción penal. 
  
(Sentencia C-370-06 se Inhibe respecto a este artículo) (Sentencia C-575-06 
se declara exequible de manera condicionada el articulado, en el entendido 
que la caracterización a que en él se alude corresponde a la tipicidad objetiva y 
que la decisión del archivo de las diligencias debe ser motivada y comunicada a 
quienes alegaron su condición de víctima y al Ministerio Público para el ejercicio 
de sus derechos y funciones).  
 
 
 
ARTÍCULO 28. INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO. En los términos 
del artículo 277 de la Constitución Política, el Ministerio Público intervendrá 
cuando sea necesario, en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o 
de los derechos y garantías fundamentales. 
  
(Sentencia C-370-06 se Inhibe respecto a este artículo) 
 
  

CAPITULO V. 
PENA ALTERNATIVA. 

  
ARTÍCULO 29. PENA ALTERNATIVA. La Sala competente del Tribunal 
Superior de Distrito Judicial determinará la pena que corresponda por los delitos 
cometidos, de acuerdo con las reglas del Código Penal. 
  
En caso que el condenado haya cumplido las condiciones previstas en esta ley, 
la Sala le impondrá una pena alternativa que consiste en privación de la libertad 
por un período mínimo de cinco (5) años y no superior a ocho (8) años, tasada 
de acuerdo con la gravedad de los delitos y su colaboración efectiva en el 
esclarecimiento de los mismos. 
  
Para tener derecho a la pena alternativa se requerirá que el beneficiario se 
comprometa a contribuir con su resocialización a través del trabajo, estudio o 
enseñanza durante el tiempo que permanezca privado de la libertad, y a 
promover actividades orientadas a la desmovilización del grupo armado al 
margen de la ley al cual perteneció. 
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Cumplida la pena alternativa y las condiciones impuestas en la sentencia se le 
concederá la libertad a prueba por un término igual a la mitad de la pena 
alternativa impuesta, período durante el cual el beneficiado se compromete a no 
reincidir en los delitos por los cuales fue condenado en el marco de la presente 
ley, a presentarse periódicamente ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial 
que corresponda y a informar cualquier cambio de residencia. 
  
Cumplidas estas obligaciones y transcurrido el periodo de prueba, se declarará 
extinguida la pena principal. En caso contrario, se revocará la libertad a prueba 
y se deberá cumplir la pena inicialmente determinada, sin perjuicio de los 
subrogados previstos en el Código Penal que correspondan. 
  
PARÁGRAFO. En ningún caso se aplicarán subrogados penales, beneficios 
adicionales o rebajas complementarias a la pena alternativa. 
  
(Sentencia C-370-06 declara inexequible el inciso cuarto en lo resaltado. 
Declara exequible el inciso quinto, en el entendido de que también se revocará 
el beneficio cuando haya ocultado en la versión libre su participación como 
miembro del grupo en la comisión de un delito relacionado directamente con su 
pertenencia al grupo (Sentencia C-575-06 declara exequibles los incisos 1 al 5) 
 

DECRETO 4760 Dic. 30/ 05 ARTICULO 8. IMPOSICIÓN, CUMPLIMIENTO Y SEGUIMIENTO 
DE LA PENA ALTERNATIVA Y DE LA LIBERTAD A PRUEBA La etapa de juzgamiento 
conforme a la ley 975 de 2.005, deberá estar precedida por la investigación y formulación de 
cargos por parte del Fiscal delegado de la Unidad de Fiscalías de Justicia y Paz, habiéndose 
verificado el estricto cumplimiento de los requisitos de elegibilidad previstos en los artículos 10 
y 11 de la citada ley, según sea el caso. En el evento en que no se encuentren acreditados los 
requisitos, o el imputado no acepte los cargos o se retracte de los admitidos en la versión libre, 
no habrá lugar al beneficio de la pena alternativa consagrada en la misma y la Unidad Nacional 
de Fiscalía para la Justicia y la Paz remitirá la actuación al funcionario competente conforme 
con la ley vigente al momento de la comisión de las conductas investigadas. De conformidad 
con los artículos 3, 24, 29 y 44 de la Ley 975/2005, el beneficio jurídico de suspensión de la 
ejecución de la pena determinada en la respectiva sentencia reemplazándola por una pena 
alternativa consistente en la privación de la libertad por un período mínimo de cinco (5) años y 
no superior a ocho (8) años, tasada de acuerdo con la gravedad de los delitos y la colaboración 
efectiva en el Esclarecimiento de los mismos, únicamente podrá concederse en la sentencia si 
se encuentra acreditada la contribución del beneficiario a la consecución de la paz nacional, la 
colaboración con la justicia, la reparación a las víctimas, su adecuada resocialización y el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley 975/2005, incluyendo los previstos en los 
artículos 10 y 11 de la misma, según sea el caso. Igualmente se requerirá que el beneficiario se 
comprometa a contribuir con su resocialización a través del trabajo, estudio o enseñanza 
durante el tiempo que permanezca privado de la libertad, y a promover actividades orientadas a 
la desmovilización del grupo armado al margen de la ley al cual perteneció. En la sentencia 
condenatoria la Sala competente del Tribunal Superior de Distrito Judicial fijará la pena principal 
y las accesorias que correspondan por los delitos cometidos de acuerdo con las reglas del 
Código Penal, y adicionalmente incluirá la pena alternativa, los compromisos de 
comportamiento y su duración, las obligaciones de reparación moral y económica a las víctimas 
y la extinción del dominio de los bienes que se destinarán a la reparación. La pena alternativa 
no podrá ser objeto de subrogados penales, beneficios adicionales o rebajas complementarias. 
Una vez cumplida la pena alternativa, junto con las condiciones impuestas en la sentencia 
condenatoria y las previstas en el artículo 44 de la ley 975/2005, se concederá la libertad a 
prueba por un término igual a la mitad de la pena alternativa impuesta. Durante el periodo de 
libertad a prueba, el beneficiado se compromete a no reincidir en los delitos por los cuales fue 
condenado en el marco de la ley 975/2005, a presentarse periódicamente ante el Tribunal 
Superior del Distrito Judicial que corresponda y a informar cualquier cambio de residencia. La 
pena ordinaria impuesta en la sentencia condenatoria conserva su vigencia durante el 
cumplimiento de la pena alternativa y el periodo de libertad a prueba, y únicamente podrá 
declararse extinguida cuando se encuentren cumplidas todas las obligaciones legales que 
sirvieron de base para su imposición, las señaladas en la sentencia y las relativas al periodo de 
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la libertad a prueba. En consecuencia, la inobservancia de cualquiera de tales obligaciones 
conlleva la revocatoria del beneficio y en su lugar el cumplimiento de la pena ordinaria 
inicialmente determinada en la sentencia, procediendo en éste último evento los subrogados 
previstos en el Código Penal que correspondan y computándose el tiempo que haya 
permanecido privado de la libertad. La Sala competente del Tribunal Superior de Distrito 
Judicial deberá realizar un estricto seguimiento sobre el cumplimiento de la pena alternativa, las 
obligaciones impuestas en la sentencia y las relativas al periodo de prueba. Para tal efecto, la 
Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad con las atribuciones 
que le confiere el artículo 85 de la Ley 270/96, establecerá los mecanismos idóneos para el 
efecto. PARÁGRAFO. En concordancia con lo dispuesto por el artículo 31 de la Ley 975 de 
2.005, el tiempo que un miembro de un grupo armado al margen de la ley, encontrándose 
autorizado por el Gobierno Nacional, haya estado fuera de una zona de concentración 
ejerciendo labores relacionadas con el proceso de diálogo, negociación y firma de acuerdos, se 
computará para efectos de la pena alternativa como si dicho tiempo hubiere permanecido en 
una de las mencionadas zona.. 

DECRETO 3391 SEP. 29/ 06. ARTICULO 12. REVOCATORIA DEL BENEFICIO DE LA PENA 
ALTERNATIVA. Una vez cumplida totalmente la pena alternativa, transcurrido el periodo de 
libertad a prueba y satisfechas las obligaciones establecidas en la respectiva sentencia de 
acuerdo con la ley 975 de 2.005, se declarará extinguida la pena ordinaria inicialmente 
determinada en la misma y hará tránsito a cosa juzgada, no habiendo lugar al inicio de nuevos 
procesos judiciales originados en los hechos delictivos allí juzgados. 
La Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Distrito Judicial competente revocará el 
beneficio de la pena alternativa en los siguientes casos:  
1.Si durante la ejecución de la pena alternativa o del periodo de libertad a prueba se establece 
que el beneficiario incurrió dolosamente en conductas delictivas o ha incumplido 
injustificadamente alguna de las obligaciones impuestas en la sentencia o previstas en la ley 
para el goce del beneficio.  
2. Cuando, antes de finalizar el periodo de libertad a prueba, se conozca sentencia judicial en la 
que se establezca la comisión por parte del beneficiario de un delito ocultado por él durante la 
versión libre, que le sea imputable como miembro del bloque o frente armado organizado al 
margen de la ley del cual hacía parte y relacionado directamente con el accionar del bloque o 
frente y su pertenencia al mismo, cuya realización haya tenido lugar antes de la 
desmovilización. El delito ocultado sobre el accionar del respectivo bloque o frente debe ser tal 
que tenga relevancia dentro del proceso de paz por su entidad y trascendencia para el 
esclarecimiento de la verdad.  
En los eventos señalados, se revocará la pena alternativa y en su lugar se harán efectivas las 
penas principales y accesorias ordinarias inicialmente determinadas en la sentencia, 
procediendo en éste caso los subrogados y descuentos ordinarios previstos en el Código Penal 
y de Procedimiento Penal que correspondan y computándose el tiempo que haya permanecido 
privado de la libertad; caso en el cual el juez competente realizará las readecuaciones punitivas 
a que hubiere lugar.  
Cuando en virtud de los recursos legales llegue a revocarse la decisión contenida en la 
sentencia judicial en relación con la comisión de un delito ocultado por el desmovilizado durante 
la versión libre, los beneficios otorgados en virtud de la Ley 975 de 2.005 deberán 
restablecerse.  

 
 
  

CAPITULO VI. 
RÉGIMEN DE LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD. 

  
ARTÍCULO 30. ESTABLECIMIENTO DE RECLUSIÓN. El Gobierno Nacional 
determinará el establecimiento de reclusión donde debe cumplirse la pena 
efectiva. 
  
Los establecimientos de reclusión deben reunir condiciones de seguridad y 
austeridad propios de los establecimientos administrados por el Inpec. 
  
La pena podrá cumplirse en el exterior. 
  
(Sentencia C-370-06 declara exequible el texto resaltado, en el entendido que 
dichos establecimientos quedan sujetos integralmente a las normas jurídicas 
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sobre control penitenciario. (Sentencia C-575-06 de clara exequible el artículo 
por NO infracción al artículo 113 de la Constitución Política) 
 
 
DECRETO  3391  SEP  29/06.  ARTICULO  13.  ESTABLECIMIENTO  DE  RECLUSIÓN  
PARA CUMPLIMIENTO    DE    LA    PENA   ALTERNATIVA.   El   Gobierno   Nacional   
determinará   el establecimiento de reclusión donde debe cumplirse la pena efectiva, al cual se 
aplicarán integral mente las normas jurídicas sobre control penitenciario consagradas en la ley 
65 de 1.993 o normas que la sustituyan o adicionen.  
Para efectos del cumplimiento de los artículos 12 y 144 de la Ley 65 de 1993 que establecen 
que el cumplimiento de la pena se regirá por los principios del sistema progresivo del 
tratamiento penitenciario, el Gobierno nacional podrá disponer el tipo de establecimientos de 
reclusión de los previstos en el Código Penitenciario en los cuales se implementen programas 
restaurativos dirigidos a restablecer el tejido social y los vínculos entre las víctimas, las 
comunidades y los ofensores, incluyendo la realización de proyectos productivos o de 
capacitación vocacional. 

 
ARTÍCULO 31. TIEMPO DE PERMANENCIA EN LAS ZONAS DE 
CONCENTRACIÓN. El tiempo que los miembros de grupos armados al margen 
de la ley vinculados a procesos para la reincorporación colectiva a la vida civil, 
hayan permanecido en una zona de concentración decretada por el Gobierno 
Nacional, de conformidad con la Ley 782 de 2002, se computará como tiempo 
de ejecución de la pena alternativa, sin que pueda exceder de dieciocho (18) 
meses. 
  
El funcionario que el Gobierno Nacional designe, en colaboración con las 
autoridades locales cuando sea el caso, será el responsable de certificar el 
tiempo que hayan permanecido en zona de concentración los miembros de los 
grupos armados de que trata la presente ley. 
  
 
(Sentencia C-370-06 lo declara inexequible) (Sentencia C-575-06 se Inhibe 
respecto a la totalidad del articulo) 
  
DECRETO 3391 DE 2006. ARTICULO 20. En relación con los sujetos a quienes se aplica la ley 
975 de 2.005 de conformidad con el artículo 1 del presente DECRETO, la consecuencia jurídica 
prevista en el artículo 31 de la ley 975 de 2.005 tendrá lugar en los eventos en que los 
supuestos de hecho previstos en el mismo se hayan surtido con anterioridad a la Sentencia C-
370 del 18 de mayo de 2006 en la cual se ordena no conceder efectos retroactivos a las 
decisiones contenidas en ella. 

 
CAPITULO VII. 

INSTITUCIONES PARA LA EJECUCIÓN DE LA PRESENTE LEY. 
  
ARTÍCULO 32. COMPETENCIAS DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES DE 
DISTRITO JUDICIAL EN MATERIA DE JUSTICIA Y PAZ. Además de las 
competencias establecidas en otras leyes, los Tribunales Superiores de Distrito 
Judicial designados por el Consejo Superior de la Judicatura serán competentes 
para adelantar la etapa de juzgamiento de los procesos de los que trata la 
presente ley, vigilar el cumplimiento de las penas y las obligaciones impuestas a 
los condenados. 
  
Corresponde a la Secretaria del respectivo Tribunal organizar, sistematizar y 
conservar los archivos de los hechos y circunstancias relacionados con las 
conductas de las personas objeto de cualquiera de las medidas de que trata la 
presente ley, con el fin de garantizar los derechos de las víctimas a la verdad y 
preservar del olvido la memoria colectiva. También deberá garantizar el acceso 
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público a los registros de casos ejecutoriados, y contar con una Oficina de 
Comunicaciones para divulgar la verdad de lo acontecido. 
 
  
(Sentencia C-575-06 declara exequible el texto resaltado) 
 
 
DECRETO 4760 DIC. 30/05. ARTÍCULO 24. ELECCIÓN DE MAGISTRADOS DE LOS 
TRIBUNALES    SUPERIORES    PARA   JUSTICIA   Y    PAZ. Los magistrados de los 
Tribunales Superiores que se creen en virtud de la Ley 975 de 2005, serán elegidos por la Sala 
Plena de la Corte Suprema de Justicia, de listas enviadas por la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura, las cuales serán elaboradas siguiendo para el efecto el mismo 
procedimiento señalado en el artículo 53 de la Ley 270 de 1.996.  

 
 
ARTÍCULO 33. UNIDAD NACIONAL DE FISCALÍA PARA LA JUSTICIA Y LA 
PAZ. Créase la Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz, delegada 
ante los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, con competencia nacional e 
integrada en la forma que se señala en la presente ley. 
  
Esta unidad será la responsable de adelantar las diligencias que por razón de 
su competencia, le corresponden a la Fiscalía General de la Nación, en los 
procedimientos establecidos en la presente ley. 
  
La Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz tendrá el apoyo 
permanente de una unidad especial de policía judicial, conformada por 
miembros de las autoridades que corresponda, con dedicación exclusiva, 
permanente y con competencia en todo el territorio nacional. 
  
Adicionar a la planta de cargos de la Fiscalía General de la Nación, para el año 
2005 establecida en el artículo transitorio 1° de la Ley 938 de 2004, los 
siguientes cargos: 
  
150 Investigador Criminalístico VII 
  
15 Secretario IV 
  
15 Asistente Judicial IV 
  
20 Conductor III 
  
40 Escolta III 
  
15 Asistente de Investigación Criminalística IV 
  
20 Asistente de Fiscal II. 
  
PARÁGRAFO. La Fiscalía General de la Nación destacará de su planta de 
personal, para conformar la Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la 
Paz, los siguientes cargos: 20 Fiscal Delegado ante Tribunal 
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DECRETO 122 del 18 de enero de 2008, artículo tercero:  
 

 
 
 
ARTÍCULO 34. DEFENSORÍA PÚBLICA. El Estado garantizará a imputados, 
acusados y condenados el ejercicio del derecho de defensa, mediante los 
mecanismos de la Defensoría Pública y en los términos señalados en la ley. 
  
La Defensoría del Pueblo asistirá a las víctimas en el ejercicio de sus derechos 
y en el marco de la presente ley. 
  
(Sentencia C-575-06 declara exequible el texto resaltado) 
 
 
ARTÍCULO 35. PROCURADURÍA JUDICIAL PARA LA JUSTICIA Y LA PAZ. El 
Procurador General de la Nación creará, para los efectos de la presente ley, 
una Procuraduría Judicial para la Justicia y la Paz, con competencia nacional, 
para el cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales. 
 
  
ARTÍCULO 36. PARTICIPACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES SOCIALES DE 
ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS. Para el cumplimiento de lo previsto en la 
presente ley, la Procuraduría General de la Nación, impulsará mecanismos para 
la participación de las organizaciones sociales para la asistencia a las víctimas. 
  
  

CAPITULO VIII. 
DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS FRENTE A LA ADMINISTRACIÓN DE 

JUSTICIA. 
  
ARTÍCULO 37. DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS. El Estado garantizará el 
acceso de las víctimas a la administración de justicia. En desarrollo de lo 
anterior, las víctimas tendrán derecho: 
  
38.1 Recibir todo el procedimiento un trato humano digno. 
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38.2 A la protección de su intimidad y garantía de su seguridad, la de sus 
familiares y testigos a favor, cuando quiera que resulten amenazadas. 
  
38.3 A una pronta e integral reparación de los daños sufridos, a cargo del autor 
o partícipe del delito. 
  
38.4 A ser oídas y que se les facilite el aporte de pruebas. 
  
38.5 A recibir desde el primer contacto con las autoridades y en los términos 
establecidos en el Código de Procedimiento Penal, información pertinente para 
la protección de sus intereses; y conocer la verdad de los hechos que 
conforman las circunstancias del delito del cual han sido víctimas. 
  
38.6 A ser informadas sobre la decisión definitiva relativa a la persecución penal 
y a interponer los recursos cuando ello hubiere lugar. 
  
38.7 A ser asistidas durante el juicio por un abogado de confianza o por la 
Procuraduría Judicial de que trata la presente ley. 
  
38.8 A recibir asistencia integral para su recuperación. 
  
38.9 A ser asistidas gratuitamente por un traductor o intérprete, en el evento de 
no conocer el idioma, o de no poder percibir el lenguaje por los órganos de los 
sentidos. 
  
(Sentencia C-370-06 declara exequible el texto resaltado del numeral 38.5, en 
el entendido que conforme al artículo 30 de la Ley 600 de 2000, y de acuerdo 
con la exequibilidad condicionada de esa norma declarada mediante sentencia 
C-228 de 2002, la victima o los perjudicados pueden acceder directamente al 
expediente desde su iniciación, para ejercer los derechos a la verdad, justicia y 
reparación. Declarar exequible el aparte resaltado del numeral 38.7.  
(Sentencia C-575-06 declara exequible los textos resaltados en el numeral 38.2 
y 38.4., además, declarar exequible el aparte resaltado del numeral 38.3. en el 
entendido que todos y cada uno de los miembros del grupo armado organizado 
al margen de la ley, responden con su propio patrimonio para indemnizar a 
cada una de las víctimas de los actos violatorios de la ley penal por los que 
fueron condenados; y también responderán solidariamente por los daños 
ocasionados a las víctimas por otros miembros del grupo armado al cual 
pertenecieron.  
 
DECRETO 4760 DIC. 30/05.  ARTICULO 9. DIVULGACIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS 
VICTIMAS. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 34 y 36 de la ley 975/2005, el 
Ministerio Público conforme al artículo 118 de la Carta Política diseñará y ejecutará programas 
de divulgación, promoción e información general de los derechos de las víctimas. Para tal efecto 
se tendrán en cuenta las recomendaciones realizadas por la Comisión Nacional de Reparación 
y Reconciliación en lo de su competencia. En estos programas se deberán integrar las 
Entidades Gubernamentales del orden nacional, departamental y municipal, las Organizaciones 
No Gubernamentales y las Organizaciones sociales para la asistencia de las Víctimas. La 
Comisión Nacional de Televisión prestará su concurso en la divulgación de las campañas de 
que trata el presente artículo.  
ARTÍCULO 14. DERECHO DE LAS VÍCTIMAS A DENUNCIAR BIENES NO ENTREGADOS. 
Cuando la víctima considere que fue despojada ilícitamente de su dominio, posesión, usufructo 
o de cualquier   otro   derecho   real   o   precario   sobre   un   bien como consecuencia de una 
conducta punible cometida por los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley 
que se hayan acogido al procedimiento establecido por la Ley 975 de 2005, y pretenda la 
restitución del mismo, podrá presentar su pretensión en el incidente de reparación integral, cuyo 
trámite, decisión y efectividad se regirán por lo dispuesto en la citada ley. 
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En el evento de que el bien no haya sido previamente enlistado y entregado con destino a la 
reparación de la víctima, y existiendo prueba de tal despojo tampoco se produzca la entrega 
efectiva del bien, la autoridad judicial procederá a compulsar copias para que se inicien los 
procesos penales y de extinción de dominio a que haya lugar de conformidad con las normas 
vigentes al momento de la realización de la conducta, dentro de los cuales la víctima podrá 
hacer valer sus derechos. 
DECRETO 3391 SEP. 29/06. ARTICULO. 8 MECANISMOS PARA GARANTIZAR LA 
OPORTUNIDAD DE PARTICIPACIÓN DE LAS VICTIMAS EN LOS PROCESOS JUDICIALES. 
Se garantiza la oportunidad de participación judicial de las víctimas desde el inicio de los 
procesos que se surtan contra los miembros de los grupos armados organizados al margen de 
la ley en el marco de la ley 975 de 2.005, con del fin de que hagan efectivos dentro de los 
mismos sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación.  
Para tal efecto, de conformidad con las instrucciones que para salvaguardar la participación 
judicial de las víctimas imparta el Procurador General de la Nación en desarrollo del artículo 118 
de la Carta Política, la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación emplazará 
públicamente a las víctimas indeterminadas de las conductas punibles cometidas por los 
miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley que se encuentren 
postulados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 del DECRETO 2898 de 2006, a fin 
de que participen y ejerzan sus derechos dentro de los procesos penales que se adelanten de 
conformidad con la Ley 975 de 2.005. En caso de no comparecencia, el Ministerio Público, 
atendiendo las directrices impartidas por el Procurador General de la Nación, garantizará su 
representación en los correspondientes procesos.  
Los gastos que generen los edictos emplazatorios y los demás gastos de notificación, se harán 
con cargo a los recursos del Fondo para la Reparación de las Víctimas.  
Las autoridades competentes brindarán atención adecuada a las necesidades especiales 
de las mujeres, niñas, niños, adolescentes, personas discapacitadas o de la tercera edad, 
etnias, raizales, negritudes y demás grupos poblacionales que requieran especial 
protección estatal de conformidad con el artículo 13 de la Carta Política que participen en 
el proceso de investigación y juzgamiento de los responsables de las conductas punibles 
a quienes se aplique la ley 975 de 2005.  
La Fiscalía General de la Nación velará por la protección de la intimidad y seguridad de las 
víctimas, en los términos previstos por el inciso final del artículo 15 de la Ley 975 de 2005. 
 
DECRETO 315 DEL 7 DE FEBRERO DE 2007. Artículo 2º. Con el objeto de materializar los 
derechos previstos en el artículo 37 de la Ley 975 de 2005, las víctimas o sus apoderados 
podrán: a)  acceder a las salas separadas e independientes de quien rinde la versión libre; b) 
suministrarle al Fiscal Delegado de la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la 
Nación la información necesaria y los medios de prueba que le sirvan para el esclarecimiento de 
los hechos por los cuales haya sufrido un daño directo: c)  informar sobre los bienes que 
puedan ser destinados para la reparación: d) sugerirle al Fiscal preguntas para que sean 
absueltas por quien rinde la versión libre y que estén directamente relacionadas con los hechos 
investigados, y e)    solicitar información sobre los hechos por los cuales haya sufrido un daño 
directo. Sin perjuicio de los demás derechos que la Constitución y la ley le confiere a las 
víctimas.  
Las salas en las que se realicen las diligencias durante la etapa de la investigación deberán 
estar dotadas de los medios técnicos que garanticen el registro de las mismas para la 
conservación de la memoria histórica, el registro probatorio de lo actuado, la difusión y 
publicidad a que tienen derecho las víctimas y demás intervinientes en ellas. 
 
A las salas de víctimas de que trata el presente artículo, también tendrán acceso, cuando sea el 
caso de conformidad con la ley, los medios de comunicación en la forma establecida por el 
reglamento que para tal efecto deberán expedir las autoridades judiciales competentes. 
 
Artículo 4º. La demostración del daño directo a que se refiere el artículo 5º de la Ley 975 de 
2005, así como los artículos 1º y 2º del presente decreto, se podrá realizar mediante alguno de 
los siguientes documentos: 
a)  Copia de la denuncia por medio de la cual se puso en conocimiento de alguna autoridad 
judicial, administrativa, o de policía el hecho generador del daño, sin que sea motivo de rechazo 
la fecha de presentación de la noticia criminal. Si no se hubiera presentado dicha denuncia se 
podrá acudir para tal efecto a la autoridad respectiva, si procediere; b)Certificación expedida por 
autoridad judicial, administrativa, de policía o por el Ministerio Público que de cuenta de los 
hechos que le causaron el daño; c) Copia de la providencia judicial por medio de la cual se 
ordenó la apertura de la investigación, impuso medida de aseguramiento, o se profirió 
resolución de acusación o sentencia condenatoria, o del registro de audiencia de imputación, 
formulación de cargos, o individualización de pena y sentencia, según el caso, relacionada con 
los hechos por los cuales se sufrió el daño; d) Certificación sobre la vecindad o la residencia 
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respecto del lugar y el tiempo en que presuntamente ocurrieron los hechos que produjeron el 
daño, la cual deberá ser expedida por la autoridad competente del orden municipal. e) 
Certificación que acredite o demuestre el parentesco con la víctima, en los casos que se 
requiera, la que deberá ser expedida por la autoridad correspondiente. 
Artículo 13. Las medidas de que tratan los artículos anteriores no podrán redundar en perjuicio 
de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles con éstos. 

 
 
ARTÍCULO 38. PROTECCIÓN A VÍCTIMAS Y TESTIGOS. Los funcionarios a 
los que se refiere esta ley adoptarán las medidas adecuadas y todas las 
acciones pertinentes para proteger la seguridad, el bienestar físico y 
psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y los testigos, así 
como, la de las demás partes del proceso. 
  
Para ello se tendrán en cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, 
el género y la salud, así como la índole del delito, en particular cuando este 
entrañe violencia sexual, irrespeto a la igualdad de género o violencia contra 
niños y niñas. 
  
Se dará capacitación especial a los funcionarios que trabajan con este tipo de 
víctimas. 
  
Estas medidas no podrán redundar en perjuicio de los derechos del acusado o 
de un juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles con estos. 
  
DECRETO 4760 DIC. 30/05. ARTICULO 10. ASESORÍA A LAS VICTIMAS Y PROMOCIÓN 
DE SUS DERECHOS. El Ministerio Público formulará las políticas y ejecutará los programas de 
asesoría jurídica legal y orientación general a las víctimas de las conductas punibles cometidas 
por grupos armados organizados al margen de la ley sobre los derechos que les asisten por su 
condición en virtud de lo previsto en la ley 975 de 2005 y adelantará las acciones encaminadas 
a asegurar el reconocimiento oportuno de los mismos, dentro de los respectivos procesos. Con 
el fin de facilitar a las víctimas el ejercicio de tales derechos, igualmente prestará la orientación 
y asistencia legal a través de sus direcciones seccionales y locales. 
ARTICULO 11. PARTICIPACIÓN DE LAS VICTIMAS EN LOS PROCESOS JUDICIALES. En 
virtud de los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia y a la reparación, éstas podrán 
intervenir activamente en el proceso previsto en la Ley 975 de 2005 aportando pruebas, 
cooperando con las autoridades judiciales, conociendo y en su caso controvirtiendo las 
decisiones que se adopten dentro del mismo .Para tal efecto, entre otros aspectos, se tendrán 
en cuenta los siguientes:1. Las    víctimas    tendrán    derecho    a    recibir,    durante   
todo    el procedimiento, un trato humano y digno. 2. La Fiscalía General de la Nación velará 
por la protección de la intimidad y seguridad de las víctimas, en los términos previstos por el 
inciso final del artículo 15 de la Ley 975/2005. 3. Tendrán derecho a ser oídas, a que se les 
facilite el aporte de pruebas, a recibir desde el primer contacto con las autoridades judiciales 
información pertinente para la protección de sus intereses y a conocer la verdad de los hechos 
que conforman las circunstancias de la conducta punible de la cual han sido víctimas; 4.- A ser 
asistidas gratuitamente por un traductor o intérprete en el evento de no conocer el idioma oficial, 
o de no poder percibir el lenguaje por los órganos de los sentidos. 5.- Con ocasión de su 
participación en el proceso, las víctimas tendrán derecho a ser asistidas por un abogado de 
confianza, o en su defecto, por el Ministerio Público; sin perjuicio de que puedan intervenir 
directamente durante todo el proceso. La Procuraduría Judicial para la Justicia y la Paz 
velará por que las autoridades     competentes     brinden     atención     adecuada     a     
las necesidades especiales de las mujeres, niñas, niños, adolescentes, Personas 
discapacitadas o de la tercera edad que participen en el proceso de investigación y 
juzgamiento de los responsables de las conductas punibles a quienes se aplique la ley 
975/2005, así como por el reconocimiento de las víctimas de las conductas punibles 
atentatorias contra la libertad, integridad y formación sexuales y adelantará las acciones 
requeridas para tales fines. 6.- Las víctimas tendrán derecho a la reparación de los daños 
sufridos por las conductas punibles. Para tal efecto podrán participar en el incidente de 
reparación integral de que trata el artículo 23 de la misma, el cual se surtirá a petición de la 
víctima, sea directamente o por conducto del a Procuraduría judicial, o a solicitud del Fiscal del 
caso y en él tendrán derecho a presentar sus pretensiones. 6.- A ser informadas sobre  la 
decisión  definitiva adoptada  por las autoridades judiciales competentes con ocasión de la 
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investigación y juzgamiento   de   que   trata   la   ley   975/2005,   y   a   controvertir   las 
decisiones que las afecten. Parágrafo. Para los efectos del presente artículo tendrán la calidad 
de víctima quienes se encuentren en las situaciones previstas en el artículo 5 de la Ley 975 de 
2.005, incluyendo a las víctimas del desplazamiento forzado ocasionado por las conductas 
punibles cometidas por los miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley. 
Para el ejercicio de sus derechos dentro del proceso, la víctima deberá acreditar sumariamente 
su condición de tal, la cual, de ser procedente, será reconocida por la autoridad judicial. 
 
Decreto 3570 del 18 de septiembre de 2007 2007 Artículo 3°. Principios. El Programa de 
Protección para Víctimas y Testigos en el ámbito de la Ley 975 de 2005 se regirá por los 
siguientes principios: 
Autonomía. El Programa goza de autonomía en la evaluación del cumplimiento de los re-
quisitos exigidos para ser beneficiario de las medidas de protección que se consideren 
apropiadas para amparar a las víctimas y testigos que se hallen en situación de amenaza o de 
riesgo. 
Colaboración Armónica. Las entidades del Estado responsables de la protección deben 
articularse de manera coordinada de acuerdo con las competencias institucionales que 
establecen la Constitución y las leyes y atender las decisiones que adopten el Comité de 
Coordinación Interinstitucional creado por el Decreto 3391 de 2006 y el Subcomité de 
Protección de Víctimas 
Factores Diferenciales. Para la aplicación de las medidas de protección establecidas en el 
presente decreto se tendrán en consideración las características de la población objeto en 
términos de género, edad y etnia, y la índole del delito según lo señala el inciso 2 del artículo 38 
de la Ley 975 de 2005. 
Celeridad. Para garantizar una atención efectiva a la población objeto de protección, las 
entidades del Estado responsables deberán adoptar de manera inmediata, con celeridad y di-
ligencia, las medidas tendientes a la protección de la vida, integridad, seguridad y libertad de las 
víctimas y testigos para garantizar su participación en las diferentes etapas del proceso de 
justicia y paz. 
Confidencialidad. Toda actuación e información relativa a la protección de personas be-
neficiarias de este programa tendrá carácter reservado. Las personas que integran la población 
objeto del mismo también están obligadas a guardar dicha reserva. 
Temporalidad. Las medidas de protección serán de carácter temporal y tendrán una vigencia 
definida, establecida por el órgano competente para otorgarlas. 
Proporcionalidad. Para la aplicación de las medidas de protección, deberán tenerse en cuenta 
los principios y garantías constitucionales, sin que ello signifique afectar principios y garantías 
constitucionales de mayor jerarquía. Asimismo, deberán guardar correspondencia y pertinencia 
con el nivel de riesgo. 
artículo 15. El Programa de Protección para Víctimas y Testigos, en el marco de la Ley 975 de 
2005, tendrá dos dispositivos de protección: 
1. Dispositivo de prevención dirigida a Municipios. 
2. Dispositivo de atención individual frente a la evidencia de un riesgo extremo y/o extraor-
dinario. 
Parágrafo. Todos los servidores públicos tendrán la obligación de poner en conocimiento de la 
Policía Nacional, de la Fiscalía General de la Nación, del Departamento Administrativo de 
Seguridad, de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia o de 
cualquier otra entidad con competencia definida en el proceso de Justicia y Paz, cualquier situa-
ción de riesgo o amenaza en contra de una víctima o testigo, en el marco de la Ley 975 de 
2005, con el fin de activar el procedimiento establecido en este decreto y disponer la 
correspondiente investigación de los hechos denunciados. 
 
Artículo 16. Dispositivo de prevención dirigida a municipios. Los municipios que hayan sido 
priorizados en el Mapa de Riesgo, serán atendidos por la Policía Nacional en los términos del 
presente decreto, sin perjuicio de su competencia constitucional y legal asignada para todo el 
territorio colombiano. 
 
Parágrafo 1°. Las unidades de la Policía Nacional destinadas a la protección de los municipios 
priorizados contarán con el apoyo del Departamento Administrativo de Seguridad. Cuando la 
Policía Nacional no esté en capacidad por sí sola de atender los requerimientos de que trata 
este artículo, podrá solicitar la asistencia militar a las Fuerzas Militares. 
 
Parágrafo 2°. Se pondrán en conocimiento del Ministerio de Defensa Nacional las conclusiones 
del Mapa de Riesgo con el fin de que coordine los esfuerzos necesarios en el marco de la 
política de consolidación de la seguridad democrática. 
 
artículo 17. Dispositivo de atención individual. El Dispositivo de Atención Individual consiste 
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en el conjunto de medidas y medios de protección específicos, adecuados y suficientes para 
evitar que se materialice el riesgo extraordinario o extremo sobre una víctima o testigo, en el 
marco de la Ley 975 de 2005, generado como consecuencia de su participación directa en el 
proceso de Justicia y Paz o para obstaculizar su intervención en el mismo. 
Artículo 18. Etapas del dispositivo de atención individual. El Dispositivo de Atención 
Individual contempla tres etapas: 
1. Asistencia Inicial; 
2. Evaluación y calificación de Riesgo, y 
3. Medidas Adicionales. 
Artículo 19. Asistencia inicial. La Asistencia Inicial consiste en satisfacer las necesidades del 
beneficiario y su núcleo familiar en materia de alimentación, aseo, asistencia médica y 
hospedaje. Tendrá una duración máxima de quince días, previa resolución motivada del Grupo 
Técnico de Evaluación de Riesgo. 
La entidad o el funcionario correspondiente, una vez tenga conocimiento de la situación de 
riesgo o amenaza por cualquier fuente, solicitará a la Policía Nacional la ejecución de la 
Asistencia Inicial dentro de un término no superior a 36 horas, con la finalidad de que asista y 
proteja de manera inmediata a la víctima o testigo, en el marco de la Ley 975 de 2005. 
Parágrafo 1°. El Grupo Técnico de Evaluación del Riesgo procurará establecer con prontitud la 
condición de víctima o testigo del beneficiario en los términos de la Ley 975 de 2005, para 
decidir sobre la continuidad de la medida de protección. 
Parágrafo 2°. La Policía Nacional deberá garantizar la seguridad en el trámite y desarrollo de la 
Asistencia Inicial de los beneficiarios. Las autoridades locales, el Ministerio Público y la 
Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación deberán apoyar las gestiones necesarias 
para el trámite inmediato y eficaz de la solicitud de la medida, en el ámbito de sus funciones 
constitucionales y legales. 
Artículo 20. Finalización de la asistencia. La Asistencia Inicial concluirá cuando se presenten 
alguna de las siguientes situaciones: 
1. Vencimiento del plazo previsto. 
2. Cuando se demuestre que la amenaza o la condición de riesgo del beneficiario no se origina 
en su condición de testigo o víctima en el marco de la Ley 975 de 2005. 
3. Cuando cesen las condiciones de riesgo o amenaza que motivaron la puesta en marcha de la 
asistencia, o cuando se otorgue otra clase de medida. En cualquier caso, el Grupo Técnico de 
Evaluación de Riesgo deberá dejar constancia de tales circunstancias en acta que deberá ser 
notificada al beneficiario de protección. 
4. Cuando el beneficiario de protección manifieste su voluntad de no querer continuar con la 
ejecución de esta asistencia. En cualquier caso, su manifestación deberá constar por escrito. 
5. Cuando el beneficiario de la medida de protección incumpla las obligaciones adquiridas o 
haga mal uso de ella. 
Artículo 21. Evaluación y calificación del riesgo. Una vez inicie la Asistencia, la Policía 
Nacional dará traslado del caso al Grupo Técnico de Evaluación de Riesgo, el cual, dentro del 
término máximo de quince (15) días siguientes al recibo de la comunicación respectiva, eva-
luará y calificará el riesgo de la persona protegida para determinar si la situación alegada por el 
evaluado es competencia del Programa de Protección de Víctimas y Testigos en el marco de la 
Ley 975 de 2005 y, en ese evento, si es necesario, otorgarle una medida adicional dentro de la 
atención individual. 
Artículo 22. Medidas de protección. El Grupo de Evaluación de Riesgo podrá otorgar las 
siguientes medidas de protección, adicionales a la Asistencia Inicial: 
1. Autoprotección. Son las medidas conscientes y responsables que adopta en forma integral 
la persona en riesgo o amenaza con el fin de prevenir, minimizar o neutralizar posibles 
amenazas o atentados en contra de su vida e integridad personal. 
2. Medidas blandas. Son los medios preventivos de comunicación para ubicar a la persona en 
riesgo o amenaza y los elementos de protección que disminuyen el riesgo. 
3. Esquemas móviles. Son los recursos físicos y humanos otorgados a los beneficiarios del 
programa con el propósito de evitar agresiones en contra de su vida. 
4. Reubicación. Es el traslado temporal o definitivo de la víctima o testigo en riesgo o amenaza, 
en el marco de la Ley 975 de 2005, del lugar de residencia a otro sitio del país, evento en el 
cual se le brinda apoyo para la estabilización socioeconómica. 
Artículo 23. Cesación de las medidas de protección. Las medidas de protección previstas en 
el artículo anterior cesarán cuando se presente una o varias de las siguientes condiciones: 
1. Cuando venza el plazo previsto por el Grupo de Evaluación de Riesgo para la ejecución de la 
medida de protección individual. 
2. Cuando el beneficiario de protección manifieste su voluntad de no continuar o renuncia a la 
medida de protección de que hubiere sido objeto. 
3. Cuando la persona protegida desestime, en forma reiterada, las recomendaciones del Grupo 
de Evaluación de Riesgo. 
Parágrafo. La aplicación de las medidas de protección dispuestas por el Grupo Técnico de 
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Evaluación de Riesgo se formalizará mediante acta de compromiso suscrita por el beneficiario 
ante el Director del Programa, en la cual se harán constar las obligaciones que adquiere el pro-
tegido y las consecuencias de su desacato o mal uso que haga de ellas. 

 
 
ARTÍCULO 39. EXCEPCIÓN A LA PUBLICIDAD EN EL JUICIO. Como 
excepción al principio del carácter público de las audiencias de juzgamiento, el 
Tribunal Superior del Distrito judicial, a fin de proteger a las víctimas, los 
testigos, o a un acusado, podrá ordenar que una parte del juicio se celebre a 
puerta cerrada. Podrá ordenar la práctica de testimonio a través del sistema de 
audiovideo para permitir su contradicción y confrontación por las partes. 
  
En particular, se aplicarán estas medidas respecto de víctimas de agresión 
sexual o de niños, niñas y adolescentes que sean víctimas o testigo. 
  
ARTÍCULO 40. OTRAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN DURANTE EL 
PROCESO. Cuando la publicidad de elementos materiales probatorios, 
evidencia física o información legalmente obtenida entrañe peligro grave para la 
seguridad de un testigo o de su familia, el Fiscal deberá abstenerse de 
presentarlos en cualquier diligencia anterior al juicio. En su reemplazo hará un 
resumen de dichos elementos de conocimiento. En ningún caso, esas medidas 
podrán redundar en perjuicio de los derechos del acusado o de un juicio justo e 
imparcial, ni serán incompatibles con estos. 
  
ARTÍCULO 41. ATENCIÓN A NECESIDADES ESPECIALES. Tanto los órganos 
judiciales como las entidades de apoyo técnico y la Procuraduría Judicial para 
la Justicia y la Paz, tendrán en cuenta las necesidades especiales de las 
mujeres, de las niñas, niños, personas mayores de edad o con discapacidad 
que participen en el proceso. 
  
 (Sentencia C-575-06 declara exequible el articulado) 
 

CAPITULO IX. 
DERECHO A LA REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS. 

  
ARTÍCULO 42. DEBER GENERAL DE REPARAR. Los miembros de los grupos 
armados que resulten beneficiados con las disposiciones previstas en esta ley 
tienen el deber de reparar a las víctimas de aquellas conductas punibles por las 
que fueren condenados mediante sentencia judicial. 
  
Igualmente, cuando no se haya logrado individualizar al sujeto activo pero se 
compruebe el daño y el nexo causal con las actividades del Grupo Armado 
Ilegal Beneficiario por las disposiciones de la presente ley, el Tribunal 
directamente o por remisión de la Unidad de Fiscalía, ordenará la reparación a 
cargo del Fondo de Reparación. 
  
 
DECRETO 3391 SEP 29/06. ARTICULO 15. DE LA RESPONSABILIDAD DE REPARAR A 
LAS VICTIMAS. Son titulares de la obligación de reparación a las víctimas, los desmovilizados 
que sean declarados penalmente responsables mediante sentencia judicial de las conductas 
punibles cometidas durante y con ocasión de su pertenencia al grupo armado organizado al 
margen de la ley, entendiendo por tal el bloque o frente respectivo, las cuales hayan causado 
un daño real, concreto y específico a las mismas.  
Subsidiariamente, y en virtud del principio de solidaridad, quienes judicialmente hayan sido 
calificados como integrantes del bloque o frente al que se impute causal mente el hecho 
constitutivo del daño, responden civilmente por los daños ocasionados a las víctimas por otros 
miembros del mismo. Para que surja la responsabilidad solidaria, será necesario que se 
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establezca el daño real, concreto y específico; la relación de causalidad con la actividad del 
grupo armado y se haya definido judicialmente la pertenencia de los desmovilizados al bloque o 
frente correspondiente, aunque no medie la determinación de responsabilidad penal individual. 
La respectiva sentencia proferida por la Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial 
establecerá la reparación a la que se encuentren obligados los responsables. 
 
ARTICULO 16. MECANISMOS PARA LA REPARACIÓN DE LAS VICTIMAS. Las víctimas de 
los delitos cometidos por los miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley 
a quienes se aplique la ley 975 de 2.005, tienen derecho a la reparación del daño sufrido.  
La reparación comprende las acciones que propendan por la restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y las garantías de no repetición, y podrá tener carácter individual, 
colectiva o simbólica, según lo establecido en la Ley 975 de 2005. En consecuencia, el carácter 
integral de la reparación no se establecerá en función exclusiva de las acciones de naturaleza 
económica.  
En cumplimiento de la función de recomendar los criterios para las reparaciones de que trata la 
ley 975 de 2.005 atribuida por el artículo 51 numeral 52.6 de la misma, la Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación formulará criterios de proporcionalidad restaurativa que permitan 
realizar una ponderación de las medidas de satisfacción, las garantías de no repetición y los 
diferentes actos de reparación, en especial los de carácter simbólico y colectivo, de manera que 
puedan constituir en su conjunto un marco justo y adecuado de reparación integral para 
alcanzar de forma sostenible la finalidad buscada por la ley 975 de 2.005.  
En concordancia con lo dispuesto en el inciso 8 del artículo 8 de la ley 975 de 2.005, tratándose 
de comunidades afectadas por la ocurrencia de hechos de violencia masiva o sistemática, la 
reparación colectiva de la población afectada es el mecanismo especial e idóneo que comporta 
resarcimiento para todas y cada una de las víctimas de tales comunidades, además de 
encontrarse orientado a su reconstrucción sico-social. 
Los criterios formulados por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación de 
conformidad con los incisos anteriores, serán considerados por la autoridad judicial para efectos 
de establecer las obligaciones de reparación en los procesos judiciales de su conocimiento.  
PARÁGRAFO. La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación deberá formular los 
criterios de que trata el presente artículo, a más tardar dentro de los cuatro (4) meses siguientes 
a la entrada en vigencia del presente DECRETO.  
ARTÍCULO 17. DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA REPARACIÓN. La Sala competente del 
Tribunal Superior de Distrito judicial correspondiente determinará en concreto, dentro de la 
sentencia condenatoria respectiva, la reparación que sea del caso a cargo de los responsables, 
señalando las acciones mediante las cuales se deberá materializar.  
Para efectos de establecer las obligaciones en que consistirá la reparación, además de los 
daños causados que aparezcan acreditados y de la forma de reparación que se pretende, la 
autoridad judicial competente tendrá en cuenta los criterios formulados por la Comisión Nacional 
de Reparación y Reconciliación, las circunstancias del caso concreto alusivas al número de 
víctimas, las eventuales obligaciones pecuniarias, capacidad económica del bloque o frente y 
de los desmovilizados penalmente responsables y demás aspectos que resulten relevantes 
para el contexto.  
 
Lo anterior, de tal forma que en función a los mismos y con el fin de garantizar la sostenibilidad 
del proceso de reconciliación y reconstrucción del tejido social, se formulen las acciones de 
reparación de manera colectiva o con la realización de medidas de satisfacción, garantías de no 
repetición y acciones de reparación simbólica a favor de las víctimas que tiendan a asegurar la 
preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos victimizantes, la aceptación 
pública de los hechos, el perdón público y el restablecimiento de la dignidad de las mismas.  
PARÁGRAFO 1. Además de los bienes entregados de conformidad con el parágrafo 1 del 
artículo 5 del presente DECRETO, también serán tenidos en cuenta como parte de la 
reparación al momento de proferir la sentencia respectiva, los actos preprocesales de 
restitución de bienes directamente a las víctimas y los de bienes ilícitos con destino a la 
reparación de las víctimas, que hayan sido entregados al Fondo para la Reparación de Víctimas 
con anterioridad a la diligencia de versión libre o a la audiencia de formulación de imputación.  
Se entenderá como medida de reparación colectiva la entrega, por parte de los desmovilizados, 
de bienes destinados al desarrollo de proyectos productivos en zonas afectadas por la violencia, 
que beneficien a desplazados, campesinos y reinsertados que carezcan de medios económicos 
para su subsistencia, otorgándoles participación en la propiedad y medios de producción de los 
mismos. En el caso de los bienes destinados al desarrollo de proyectos productivos en zonas 
afectadas por la violencia, el acta de que trata el inciso final del artículo 17 del DECRETO 4760 
de 2005, que hará las veces de entrega de los mismos, indicará el control de tutela que 
realizará Acción Social sobre la administración y desarrollo de los proyectos por parte de los 
beneficiarios.  
PARÁGRAFO 2. Sin perjuicio de las acciones de reparación a cargo de los responsables, el 
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Gobierno Nacional llevará a cabo acciones orientadas a recuperar la institucionalidad en las 
zonas más afectadas por la violencia, a promover los derechos de los ciudadanos afectados por 
los hechos de violencia y reconocer la dignidad de las víctimas, para lo cual tendrá en cuenta 
las recomendaciones que en tal sentido formule la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación y el presupuesto asignado para el efecto.  

 
 
ARTÍCULO 43. REPARACIÓN. El Tribunal Superior de Distrito Judicial al 
proferir sentencia, ordenará la reparación a las víctimas y fijará las medidas 
pertinentes. 
  
ARTÍCULO 44. ACTOS DE REPARACIÓN. La reparación de las víctimas de la 
que trata la presente ley comporta los deberes de restitución, indemnización, 
rehabilitación y satisfacción. 
  
Para tener derecho a gozar del beneficio de la libertad a prueba, el condenado 
deberá proveer al Fondo para la Reparación de las Víctimas los bienes, si los 
tuviese, destinados para tal fin; realizar satisfactoriamente los actos de 
reparación que se le hayan impuesto; colaborar con el Comité Nacional de 
Reparación y Reconciliación o suscribir un acuerdo con el Tribunal Superior de 
Distrito Judicial que asegure el cumplimiento de sus obligaciones de reparación. 
  
Son actos de reparación integral los siguientes: 
  
45.1 La entrega al Estado de bienes obtenidos ilícitamente para la reparación 
de las víctimas. 
  
45.2 La declaración pública que restablezca la dignidad de la víctima y de las 
personas más vinculadas con ella. 
  
45.3 El reconocimiento público de haber causado daños a las víctimas, la 
declaración pública de arrepentimiento, la solicitud de perdón dirigida a las 
víctimas y la promesa de no repetir tales conductas punibles. 
  
45.4 La colaboración eficaz para la localización de personas secuestradas o 
desaparecidas y la localización de los cadáveres de las víctimas. 
  
45.5 La búsqueda de los desaparecidos y de los restos de personas muertas, y 
la ayuda para identificarlos y volverlos a inhumar según las tradiciones 
familiares y comunitarias. 
  
 
(Sentencia C-370-06 se declara inexequible el texto resaltado).(Sentencia C-
575-06 se declara inexequibles los textos resaltados) 
 
 
DECRETO 4760 DIC 30/05 ARTÍCULO 16. PUBLICIDAD SOBRE LOS BIENES 
ENTREGADOS AL FONDO PARA LA REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS.   Con el fin de 
proteger los derechos de las víctimas y de los terceros de buena fe y posibilitar el ejercicio 
oportuno de sus derechos, la Agencia Presidencial  para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional -Acción Social pondrá de manera permanente en conocimiento del público el 
listado de bienes que en desarrollo de la Ley 975 de 2005 le hayan sido entregados para la 
reparación de las víctimas y posibilitará su consulta a través de sus oficinas a nivel territorial, así 
como de los medios tecnológicos de que disponga. 
Los gastos originados en la publicidad prevista en el presente artículo se sufragarán con cargo 
al Fondo para la Reparación de Víctimas. 
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ARTÍCULO 45. SOLICITUD DE REPARACIÓN. Las víctimas de los grupos 
armados al margen de la ley pueden obtener reparación acudiendo al Tribunal 
Superior de Distrito judicial, en relación con los hechos que sean de su 
conocimiento. 
  
Nadie podrá recibir dos veces reparación por el mismo concepto. 
 
(Sentencia C-575-06 se Inhibe respecto al texto resaltado) 
 
DECRETO 1290 del 22 de abril de 2008 ARTÍCULO VEINTE. INICIACIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO. El procedimiento para obtener la reparación administrativa individual de que 
trata el presente programa, se iniciará con la solicitud de reparación. 
ARTÍCULO VEINTIUNO. SOLICITUD DE REPARACIÓN. Los interesados en la reparación 
individual por vía administrativa deberán diligenciar, bajo la gravedad del juramento, una 
solicitud con destino al Comité de Reparaciones Administrativas, en un formulario debidamente 
impreso y distribuido por la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional-Acción Social. 
El formulario podrá ser reclamado y presentado en forma gratuita en las alcaldías municipales, 
personerías municipales, procuradurías regionales, distritales y provinciales, defensorías del 
pueblo y sedes de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación y de la Unidad 
Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz. 
En caso de que el solicitante no figure en las bases de datos como víctima de los grupos 
armados organizados al margen de la ley, quien reciba la solicitud diligenciará el formato 
respectivo con destino al Comité de Reparaciones Administrativas. 
Parágrafo 1°. Una vez diligenciada la solicitud, quien la reciba, deberá remitirla de manera 
inmediata o a más tardar al día siguiente, y por la vía más expedita posible a la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional - Acción Social. Copia de la 
misma se entregará en el acto al interesado con indicación del día y la hora de su 
diligenciamiento. 
Parágrafo 2°. La remisión de las solicitudes estará a cargo de las entidades que las 
recepcionen. 
Parágrafo 3°. La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional - 
Acción Social, presentará mensualmente un informe con destino al Comité de Reparaciones 
Administrativas sobre las solicitudes de reparación recibidas. 
ARTÍCULO VEINTIDOS. FORMATO PARA SOLICITAR LA REPARACIÓN 
ADMINISTRATIVA. El Comité de Reparaciones Administrativas definirá los datos que deberán 
suministrar las víctimas o sus beneficiarios al momento de formular la solicitud de reparación 
por vía administrativa. 

 
 
 
ARTÍCULO 46. RESTITUCIÓN. La restitución implica la realización de los actos 
que propendan por la devolución a la víctima a la situación anterior a la 
violación de sus derechos. Incluye el restablecimiento de la libertad, el retorno a 
su lugar de residencia y la devolución de sus propiedades, de ser posible. 
  
(Sentencia C-370-06 se declara inexequible el texto resaltado).  
 
ARTÍCULO 47. REHABILITACIÓN. La rehabilitación deberá incluir la atención 
médica y psicológica para las víctimas o sus parientes en primer grado de 
consanguinidad de conformidad con el Presupuesto del Fondo para la 
Reparación de las Víctimas. 
 
 Los servicios sociales brindados por el gobierno a las víctimas, de conformidad 
con las normas y leyes vigentes, hacen parte de la reparación y de la 
rehabilitación. 
  
(Sentencia C-370-06 se declara exequible el texto resaltado, en el entendido 
que no excluye como víctima a otros familiares que hubieren sufrido un daño 
como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal 
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cometida por miembros de grupos armados al margen de la ley).  
 
ARTÍCULO 48. MEDIDAS DE SATISFACCIÓN Y GARANTÍAS DE NO 
REPETICIÓN. Las medidas de satisfacción y las garantías de no repetición, 
adoptadas por las distintas autoridades directamente comprometidas en el 
proceso de reconciliación nacional, deberán incluir: 
  
49.1 La verificación de los hechos y la difusión pública y completa de la verdad 
judicial, en la medida en que no provoque más daños innecesarios a la víctima, 
los testigos u otras personas, ni cree un peligro para su seguridad. 
  
49.2 La búsqueda de los desaparecidos o de las personas muertas y la ayuda 
para identificarlas y volverlas a inhumar según las tradiciones familiares y 
comunitarias. Esta tarea se encuentra principalmente a cargo de la Unidad 
Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz. 
  
49.3 La decisión judicial que restablezca la dignidad, reputación y derechos de 
la víctima y las de sus parientes en primer grado de consanguinidad. 
  
49.4 La disculpa, que incluya el reconocimiento público de los hechos y la 
aceptación de responsabilidades. 
  
49.5 La aplicación de sanciones a los responsables de las violaciones, todo lo 
cual estará a cargo de los órganos judiciales que intervengan en los procesos 
de que trata la presente ley. 
  
49.6 La sala competente del Tribunal Superior de Distrito judicial podrá ordenar 
conmemoraciones, homenajes y reconocimiento a las víctimas de los grupos 
armados al margen de la ley. Adicionalmente, la Comisión Nacional de 
Reconciliación y Reparaciones podrá recomendar a los órganos políticos o de 
gobierno de los distintos niveles, la adopción de este tipo de medidas. 
  
49.7 La prevención de violaciones de derechos humanos. 
  
49.8 La asistencia a cursos de capacitación en materia de derechos humanos a 
los responsables de las violaciones. Esta medida podrá ser impuesta a los 
condenados por la sala competente Tribunal Superior de Distrito Judicial. 
  
(Sentencia C-370-06 se declara exequible el texto resaltado del numeral 49.1 y 
el del 49.3, este último, en el entendido que no excluye como víctima a otros 
familiares que hubieren sufrido un daño como consecuencia de cualquier otra 
conducta violatoria de la ley penal cometido por miembros de grupos armados 
al margen de la ley).  
 
ARTÍCULO 49. PROGRAMAS DE REPARACIÓN COLECTIVA. El Gobierno, 
siguiendo las recomendaciones la Comisión Nacional de Reconciliación y 
Reparaciones, deberá implementar un programa institucional de reparación 
colectiva que comprenda acciones directamente orientadas a recuperar la 
institucionalidad propia del Estado Social de Derecho particularmente en las 
zonas más afectadas por la violencia; a recuperar y promover los derechos de 
los ciudadanos afectados por hechos de violencia, y a reconocer y dignificar a 
las víctimas de la violencia. 
  
ARTÍCULO 50. COMISIÓN NACIONAL DE REPARACIÓN Y 
RECONCILIACIÓN. Créase la Comisión Nacional de Reparación y 
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Reconciliación integrada por el Vicepresidente de la República o su delegado, 
quien la presidirá; el Procurador General de la Nación o su delegado; el Ministro 
del Interior y de justicia o su delegado; el Ministro de Hacienda y Crédito Público 
o su delegado; Defensor del Pueblo, dos Representantes de Organizaciones de 
Víctimas y el Director de la Red de Solidaridad Social, quien desempeñará la 
Secretaría Técnica. 
  
El Presidente de la República designará como integrantes de esta Comisión a 
cinco personalidades, dos de las cuales, al menos, deben ser mujeres. 
  
Esta Comisión tendrá una vigencia de 8 años. 
  
 
DECRETO 4760 DIC. 30/05. ARTICULO 19. COMPOSICIÓN. La Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación estará integrado por: 1.- El Vicepresidente de la República o su 
delegado, quien la presidirá; 2.- El Procurador General de la Nación o su delegado; 3.- El 
Ministro del Interior y de Justicia o su delegado; 4.- El Ministro de Hacienda y Crédito Público o 
su delegado; 5.- El Defensor del Pueblo o su delegado; 6.- Dos representantes de 
organizaciones de víctimas, los cuales serán designados por los restantes miembros de la 
Comisión entre los postulados por las organizaciones de víctimas.7.- El Director de Acción 
Social o su delegado, quien desempeñará la Secretaría Técnica. 8. Cinco personalidades, 
designadas por el Presidente de la 
República. La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación podrá invitar a sus sesiones a 
los funcionarios del Estado que considere pertinente, a organismos o personalidades nacionales 
o extranjeras y a cualquier otra que considere oportuno. 
ARTICULO 20. PROCEDIMIENTO PARA LA DESIGNACIÓN DE LOS REPRESENTANTES 
DE LAS VICTIMAS. Para la designación de los dos representantes de organizaciones de 
víctimas, la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación llevará a cabo una convocatoria 
pública, con el fin de que las organizaciones de víctimas interesadas, postulen a su 
representante, para lo cual deberán reunirse los siguientes requisitos: a. La organización 
de víctimas deberá estar legalmente constituida, contando con la respectiva personería jurídica. 
b.. La documentación  pertinente  que acredite  la  trayectoria  de  la respectiva organización. c. 
Hoja de vida del candidato con los respectivos anexos que acrediten su pertenencia a la 
organización y su experiencia. 
d. Acta de la organización, en la cual conste expresamente que la postulación fue resultado de 
la aplicación de mecanismos democráticos de elección al interior de la misma. La Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación procederá a elegir los dos representantes de 
organizaciones de víctimas, entre los postulados por las distintas organizaciones que se hayan 
presentado dentro del plazo previsto en la convocatoria pública y cumplan los requisitos citados. 
Para tal efecto tendrá en cuenta la trayectoria y experiencia del postulado y de la organización 
que lo propone, la representatividad de la organización y las calidades acreditadas por el 
postulado. 
ARTICULO 22. RECURSOS PARA EL FUNCIONAMIENTO DE LA COMISIÓN NACIONAL DE 
REPARACIÓN Y RECONCILIACIÓN. Los recursos para el funcionamiento de la Comisión 
Nacional de Reparación y reconciliación, se asignarán a la Agencia Presidencial para la Acción 
Social y la Cooperación Internacional-Acción Social y el ordenador del gasto será el Alto 
Consejero para la Acción Social y la Cooperación Internacional. Acción Social podrá celebrar 
convenios interadministrativos, con el objeto que las entidades del Estado, apoyen el ejercicio 
de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. Parágrafo Para el manejo de los 
recursos provenientes de donaciones nacionales e internacionales para dar cumplimiento a la 
misión de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, podrá contratarse una fiducia, 
en la que el ordenador del gasto y la destinación de los recursos será la dispuesta por el 
donante, cuando sea del caso. 

 
ARTÍCULO 51. FUNCIONES DE LA COMISIÓN NACIONAL DE REPARACIÓN 
Y RECONCILIACIÓN. La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación 
cumplirá las siguientes funciones: 
  
52.1 Garantizar a las víctimas su participación en procesos de esclarecimiento 
judicial y la realización de sus derechos. 
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52.2 Presentar un informe público sobre las razones para el surgimiento y 
evolución de los grupos armados ilegales. 
  
52.3 Hacer seguimiento y verificación a los procesos de reincorporación y a la 
labor de las autoridades locales a fin de garantizar la desmovilización plena de 
los miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, y el cabal 
funcionamiento de las instituciones en esos territorios. Para estos efectos l a 
Comisión Nacional Reparación y Reconciliación podrá invitar a participar a 
organismos o personalidades extranjeras. 
  
52.4 Hacer seguimiento y evaluación periódica de la reparación de que trata la 
presente ley y señalar recomendaciones para su adecuada ejecución. 
  
52.5 Presentar, dentro del término de dos años, contados a partir de la vigencia 
de la presente ley, ante el Gobierno Nacional y las Comisiones de Paz de 
Senado y Cámara, de Representantes, un informe acerca del proceso de 
reparación a las víctimas de los grupos armados al margen de la ley. 
  
52.6 Recomendar los criterios para las reparaciones de que trata la presente 
ley, con cargo al Fondo de Reparación a las Víctimas. 
  
52.7 Coordinar la actividad de las Comisiones Regionales para la Restitución de 
Bienes. 
  
52.8 Adelantar acciones nacionales de reconciliación que busquen impedir la 
reaparición de nuevos hechos de violencia que perturben la paz nacional. 
  
52.9 Darse su reglamento. 
 
(Sentencia C-575-06 se Inhibe respecto al texto resaltado) 
  
DECRETO 4760 DIC. 30/05. ARTICULO 21. DESARROLLO DE SUS FUNCIONES. Para el 
desarrollo de las funciones establecidas en el artículo 51 de la Ley 975/2005, la Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación, tendrá en cuenta que: 
1. El cumplimiento de las funciones administrativas y judiciales relacionadas con la 
desmovilización y reincorporación de miembros de los grupos armados organizados al margen 
de la ley, además de las relacionadas con la investigación, juzgamiento y concesión de 
beneficios previstas en las leyes 782 de 2002 y 975 de 2005, corresponde exclusivamente a las 
autoridades estatales competentes. 
La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, para el ejercicio de sus funciones, en 
especial de las que tratan los numerales 52.1,52.3, 52.4 y 52.6 del artículo 51 de la Ley 
975/2005, solicitará a las autoridades competentes su intervención o la realización de las 
investigaciones correspondientes, según sea el caso, así como el suministro de la información 
necesaria y pertinente que se requiera, salvo que se encuentre sometida a reserva legal. Las 
respectivas entidades deberán tramitar la solicitud y prestar la colaboración necesaria. 
2. Propiciará la colaboración armónica entre las entidades y órganos del Estado relacionadas 
con la aplicación de las leyes previstas en el numeral anterior, para lo cual propondrá 
mecanismos expeditos de interlocución con el fin de que las actividades sean desarrolladas de 
manera oportuna y eficiente. 
3. Diseñará un mecanismo idóneo, transparente y ágil para la recepción de solicitudes, 
peticiones y/o quejas de las víctimas y las encausará remitiéndolas a las respectivas 
instituciones o autoridades competentes con el fin de que estas les brinden el trámite adecuado. 
Igualmente realizará el seguimiento del mismo. 
4. Diseñará un Programa de Restitución de Bienes, con el concurso de las Comisiones de 
Restitución de Bienes, el cual servirá de base para la labor de las autoridades nacionales y 
locales competentes. 
5. Propondrá  cuando  lo estime oportuno,  programas  restaurativos dirigidos a atender el 
desarrollo humano y social de las víctimas, las comunidades y los ofensores, con el fin de que 
se restablezcan los 
vínculos sociales y se posibilite la reconciliación, los cuales se podrán implementar con la 
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colaboración del Gobierno Nacional, las autoridades locales, las organizaciones de la sociedad 
civil, las 
organizaciones religiosas y organismos de cooperación internacional y podrán ser operados por 
la Defensoría del Pueblo, por organizaciones civiles  autorizadas  por el  Gobierno  Nacional,  
casas  de justicia  o centros de convivencia ciudadana, entre otros. Cuando así lo decida y 
cuente con el presupuesto requerido, la Comisión podrá implementar directamente algunos de 
los programas restaurativos. 
6. Podrá solicitar informes a las diferentes autoridades, los cuales serán tenidos en cuenta para 
la formulación de las recomendaciones que lleve a cabo. Igualmente para tal fin, podrá solicitar 
información pertinente a las organizaciones internacionales con las cuales las diferentes 
entidades estatales hayan celebrado convenios de cooperación. 7. Tendrá acceso permanente 
al sistema de información para la reparación de las víctimas, de que trata el artículo 18 del 
presente DECRETO. 
 
 
 
ARTÍCULO 52. COMISIONES REGIONALES PARA LA RESTITUCIÓN DE 
BIENES. Las comisiones regionales serán las responsables de propiciar los 
trámites relacionados con las reclamaciones sobre propiedad y tenencia de 
bienes en el marco del proceso establecido en la presente ley. 
 
Decreto 176 del 24 de enero de 2008Artículo 1. Objeto de las Comisiones Regionales para 
la Restitución de Bienes. De conformidad con el artículo 52 de la Ley 975 de 2005, las 
Comisiones Regionales para la Restitución de Bienes son las responsables de propiciar los 
trámites relacionados con las reclamaciones sobre propiedad y tenencia de bienes en el marco 
del proceso establecido por esa normatividad. 

 
ARTÍCULO 53. COMPOSICIÓN. Las Comisiones Regionales estarán 
integradas por un (1) representante de la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, quien la presidirá; un delegado de la Procuraduría para justicia y 
la paz; un (1) delegado de la Personería municipal o Distrital; un (1) Delegado 
del Defensor del Pueblo; y un delegado del Ministerio del Interior y de justicia. 
 
El Gobierno Nacional tendrá la facultad de designar un representante de las 
comunidades religiosas y determinará, de acuerdo con las necesidades del 
proceso, el funcionamiento y distribución territorial de las comisiones. 
  
Decreto 4760 DIC. 30/05. Artículo 23. Modificado por el artículo segundo del decreto 176 
del 24 de enero de 2008 Artículo 2°, quedará así: Artículo 23. Funciones de las Comisiones 
Regionales para la Restitución de Bienes. Las Comisiones Regionales para la Restitución de 
Bienes desarrollarán las siguientes actividades bajo la coordinación y orientación de la 
Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación: 
1. Apoyar a la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación en el diseño de un Programa 
de Restitución de Bienes. 
2. Colaborar con las autoridades para implementar el Programa de Restitución de Bienes 
diseñado por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. 
3. Orientar a las víctimas y/o terceros de buena fe sobre los trámites que deberán adelantar con 
el fin de acceder a la satisfacción de sus pretensiones. 
4. Solicitar, a petición de la víctima y/o de los terceros de buena fe, la información sobre el 
estado del cumplimiento de las sentencias que ordenan la restitución de bienes. 
5. Elaborar y reportar trimestralmente a la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación 
un informe sobre sus actividades, el cual a su vez será remitido para su conocimiento al Comité 
de Coordinación Interinstitucional de que trata el Decreto 3391 de 2006 en el mismo término. 
6. Asesorar a las víctimas en la formulación de solicitudes de medidas cautelares ante la Unidad 
Nacional de Fiscalía para Ia Justicia y la Paz, sobre los bienes que entreguen los 
desmovilizados en cualquiera de las etapas del proceso, las cuales serán tramitadas ante las 
Salas de Justicia y Paz de los Tribunales Superiores de Distrito judicial, en los términos y la 
oportunidad previstos en la Ley 975 de 2005. 
7. Asesorar a las víctimas en la formulación de solicitudes de medidas cautelares ante la Unidad 
Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz, sobre los bienes que los desmovilizados anuncien 
que serán entregados con destino a la reparación de las víctimas, así como que obre aquellos 
cuya titularidad real o aparente corresponda a miembros de los grupos armados organizados al 
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margen de la ley, las cuales serán tramitadas ante las Salas de Justicia y Paz de los Tribunales 
Superiores de Distrito judicial. 
8. Promover ante las autoridades correspondientes, la entrega de la información requerida por 
el sistema que debe implementar y coordinar la Superintendencia de Notariado y Registro. 
9. Colaborar con la difusión y divulgación de los avances y contenido de los sistemas de 
información que sobre bienes implementen las autoridades correspondientes y en particular, el 
listado de bienes que ingresan al Fondo para la Reparación de las víctimas, las decisiones que 
sobre su administración sean adoptadas, y el inventario de los bienes restituidos en 
cumplimiento de sentencias judiciales condenatorias. 
10. Formular propuestas y recomendaciones para efectos de establecer mecanismos para la 
protección y restitución de bienes muebles urbanos y rurales. 
11. Orientar a las víctimas para solicitar el ingreso al registro único de predios abandonados, así 
como velar porque las entidades concernidas adelanten los trámites para el aseguramiento de 
los bienes en los plazos establecidos en el artículo 127 de la Ley 1152 de 2007 y sus Decretos 
reglamentarios. 
12.Recibir las solicitudes de víctimas que no tengan la calidad de población desplazada y 
remitirlas a la autoridad competente para efectos de que puedan acceder a los mecanismos de 
protección de predios o territorios abandonados; a la entrega de subsidios con destino a 
compensar las deudas contraídas en virtud de la Ley 160 de 1994 y, a los subsidios y tierras 
previstos en la Ley 1152 de 2007 y sus Decretos reglamentarios, sin perjuicio del derecho que 
les asiste de solicitarlo directamente ante la autoridad competente. 
13.Poner a disposición de las víctimas la información sobre los bienes vinculados a 
investigaciones penales y acciones de extinción del derecho de dominio, transferidos al Fondo 
para la Reparación de las víctimas en los términos de los artículos 54 de la Ley 975 de 2005 y 
133 de la Ley 1152 de 2007. 
14. Asesorar a las víctimas con el objeto de que ejerzan el derecho a denunciar los bienes no 
enlistados ni entregados por los desmovilizados y recomendar a las autoridades judiciales 
competentes el impulso de los procesos de extinción del derecho de dominio sobre los mismos 
15. Asesorar a las víctimas en la formulación de solicitudes de entrega provisional de los bienes 
sobre los que se decreten medidas cautelares, en aras de garantizar el derecho a la restitución. 
16. Asesorar a las víctimas en el trámite de las acciones previstas en la Ley 1152 de 2007 
encaminadas a garantizar sus derechos patrimoniales, en especial, las referidas a procesos de 
pertenencia, adjudicación de baldíos, presunción de ausencia de libertad en los actos 
dispositivos de dominio, suspensión de la prescripción ordinaria o extraordinaria, suspensión de 
los procesos de saneamiento de la propiedad y los de jurisdicción coactiva, así como en los 
procesos de constitución, saneamiento, ampliación, reestructuración, deslinde y clarificación de 
dominio de grupos étnicos. 
17. Asesorar a las víctimas para que ejerzan sus derechos en los casos en que la Fiscalía 
General de la Nación aplique el principio de oportunidad en los términos del artículo 14 del 
Decreto 3391 de 2006. 
18. Orientar a las víctimas en el trámite de solicitudes de canje o permutas de sus bienes en los 
casos en que pese a haber sido entregados por los desmovilizados, no existen condiciones de 
seguridad en el retorno, de conformidad con lo regulado en la Ley 1152 de 2007 y sus Decretos 
reglamentarios. 
19. Acompañar a las víctimas en el seguimiento de las sentencias en las que se ordene la 
restitución de bienes e informar a las autoridades competentes sobre incumplimientos de las 
obligaciones que se le imponen a los condenados o de las previstas en la Ley 975 de 2005. 
20. Suministrar a las autoridades judiciales la información captada en ejercicio de sus funciones, 
especialmente, aquella sobre bienes que no figuren formalmente a nombre de los 
desmovilizados o que no se encuentren en su poder, con el fin de que se adelanten las 
acciones correspondientes para su entrega con destino al Fondo para la Reparación de las 
víctimas. 
21. Proporcionar a las autoridades judiciales la información y las pruebas que tengan sobre el 
cumplimiento o no de la entrega de bienes en los términos de los artículos 10 Y 11 de la Ley 
975 de 2005. 
22. Informar a las autoridades judiciales sobre los actos preprocesales de restitución de bienes 
efectuados por los desmovilizados directamente a las víctimas que se adelanten en su 
jurisdicción, para efectos de que sean o no tenidos en cuenta como parte de la reparación 
ordenada en las sentencias, en los términos del Decreto 3391 de 2006. 
23. Solicitar asesoría al Comité Técnico Especializado del orden nacional, cuando así lo 
requiera. 
24. Darse su reglamento. 
25. Aquellas asignadas por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación o el Gobierno 
Nacional de acuerdo con las necesidades del proceso. 
26. Las demás previstas en la Ley 975 de 2005 y en sus Decretos reglamentarios. 
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El enunciado del artículo 23 del decreto 4760 de 2005 era: 
Artículo 23 FUNCIONES DE LAS COMISIONES REGIONALES PARA LA RESTITUCIÓN DE 
BIENES. Las Comisiones Regionales para la Restitución de Bienes desarrollarán las siguientes 
actividades bajo la coordinación y orientación de la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación: 
1. Colaborar con las autoridades para implementar el Programa de Restitución de Bienes 
diseñado por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación 
2. Orientar a las víctimas y/o terceros de buena fe sobre los trámites que deberán adelantar con 
el fin de acceder a la satisfacción de sus pretensiones. 
3. Solicitar, a petición de la víctima y/o de los terceros de buena fe, la información sobre el 
estado del cumplimiento de las sentencias que ordenan la restitución de bienes.   
4. Elaborar y reportar periódicamente a la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación un 
informe sobre sus actividades 
5. Las demás previstas en el presente DECRETO, y las que se asignen de acuerdo con las 
necesidades del proceso, por parte de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación 
Nacional o del Gobierno Nacional. 

 
DECRETO 176 del 24 de enero de 2008 Artículo 5°. Distribución territorial. De conformidad 
con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 53 de la Ley 975 de 2005, operarán 
Comisiones Regionales para la Restitución de Bienes en los siguientes municipios y/o distritos: 
Bogotá, Medellín, Sincelejo, Barranquilla, Bucaramanga, Valledupar, Pasto, Cali, Mocoa, Neiva, 
Quibdo y Cartagena. Estas Comisiones se instalarán dentro del mes siguiente a que el 
Ministerio del Interior y de Justicia determine su funcionamiento, bajo la coordinación de la 
Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. 
Parágrafo. La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación podrá proponer en cualquier 
tiempo al Ministerio del Interior y de Justicia, ciudades y/o regiones donde funcionen las 
Comisiones Regionales de Restitución de Bienes, las cuales se instalarán dentro del mes 
siguiente a la determinación de ese Ministerio. 
Artículo 7°. Funciones. Con la orientación de la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, en coordinación con las Comisiones Regionales para la Restitución de Bienes y 
en cumplimiento de las normas legales vigentes, el Comité Técnico Especializado del orden 
nacional desarrollará las siguientes funciones: 
1) Facilitar la coordinación interinstitucional con aquellas entidades cuyas funciones están 
directamente relacionadas con la temática de protección de bienes, particularmente de predios 
urbanos y rurales y procesos relacionados con la propiedad y tenencia de bienes inmuebles, 
con el fin de contribuir al cumplimiento de las funciones asignadas a las Comisiones Regionales 
para la Restitución de Bienes. 
2) Brindar soporte técnico para la identificación física y jurídica de los bienes inmuebles que han 
sido declarados objeto del despojo realizado por miembros de los grupos armados organizados 
al margen de la ley. 
3) Apoyar la conformación del sistema de información sobre los bienes inmuebles rurales y 
urbanos que han sido objeto del despojo, de conformidad con lo establecido por el artículo 4 del 
Decreto 3391 de 2006.   Este sistema de información deberá integrar los listados de predios 
rurales protegidos en aplicación de las rutas de protección individual y colectiva de derechos 
sobre la tierra, incluyendo las calidades de propietario, poseedor, ocupante o tenedor, de 
conformidad con las Leyes 387 de 1997, 1151 y 1152 de 2007 y el Decreto 250 de 2005; los 
listados de inmuebles abandonados a causa de la violencia que hayan sido reportados al 
Ministerio Público; y los registros existentes de los bienes inmuebles despojados que reposen 
en cada una dé las instituciones que conforman el Comité. 
4) Asesorar técnicamente a la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación en el diseño 
del programa de restitución de bienes establecido por el artículo 21 del Decreto 4760 de 2005. 
Este programa deberá tener en cuenta la restitución de derechos de propietarios, poseedores, 
ocupantes y tenedores, las características propias de tenencia y manejo de las tierras y 
territorios de los grupos étnicos, de las mujeres, los niños, las personas discapacitadas y de la 
tercera edad. 
5) Apoyar a la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación en la recolección y análisis de 
información sobre víctimas beneficiarias de las diferentes formas de reparación. 
6) Prestar asesoría a las Comisiones Regionales para la Restitución de Bienes cuando así lo 
requieran. 
Artículo 8°. Comité Técnico Regional. Se conformará un Comité Técnico Regional en las 
ciudades y municipios donde se encuentren instaladas las Comisiones Regionales para la 
Restitución de Bienes, al cual tendrán derecho a participar de manera permanente, un(a) 
delegado(a) del Gobernador y del Alcalde del municipio y/o distrito donde opere la Comisión 
Regional, un(a) delegado (a) del orden territorial con carácter permanente y capacidad decisoria 
de las siguientes entidades: Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (INCODER); Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC); Círculo Principal de la Oficina de Registros de 
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Instrumentos Públicos; Cabecera del Círculo Notarial. Los integrantes del Comité Técnico 
Regional serán convocados por la respectiva Comisión Regional para la Restitución de Bienes, 
cuando lo considere necesario, para participar en las reuniones ordinarias y extraordinarias que 
celebre dicha Comisión. 
Parágrafo 1°. Las entidades que conforman el Comité Técnico Regional actuarán en concurso 
y de manera consistente con el Comité Técnico Especializado Nacional. 
Parágrafo 2°. En caso de que las Comisiones Regionales para la Restitución de Bienes 
requieran información específica sobre la temática de bienes en cada región para el desarrollo 
de sus funciones, el Comité Técnico Regional podrá convocar a víctimas y/o delegados(as) de 
las organizaciones de víctimas, de otras organizaciones sociales que representen sus derechos, 
y a los Defensores Públicos de la Defensoría del Pueblo, para el suministro de dicha 
información. 
Parágrafo 3°. Los integrantes del Comité Técnico Regional serán convocados por la respectiva 
Comisión Regional para la Restitución de Bienes. A las reuniones del Comité Técnico Regional 
podrá convocarse a delegados (as) del Ministerio del Interior y de Justicia, Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, la Unidad Nacional de Tierras Rurales, el Banco 
Agrario, la Superintendencia de Notariado y Registro y la Dirección Nacional de 
Estupefacientes. 
 
 
ARTÍCULO 54. FONDO PARA LA REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS. Créase 
el Fondo para la Reparación de las Víctimas, como una cuenta especial sin 
personería jurídica, cuyo ordenador del gasto será el Director de la Red de 
Solidaridad Social. Los recursos del Fondo se ejecutarán conforme a las reglas 
del derecho privado. 
  
El Fondo estará integrado por todos los bienes o recursos que a cualquier título 
se entreguen por las personas o grupos armados organizados ilegales a que se 
refiere la presente ley, por recursos provenientes del presupuesto nacional y 
donaciones en dinero o en especie, nacionales o extranjeras. 
  
Los recursos administrados por este Fondo estarán bajo la vigilancia de la 
Contraloría General de la República. 
  
PARÁGRAFO. Los bienes a que hacen referencia los artículos 10 y 11, se 
entregarán directamente al Fondo para la Reparación de las Víctimas creado 
por esta ley. Igual procedimiento se observará respecto de los bienes 
vinculados a investigaciones penales y acciones de extinción del derecho de 
dominio en curso al momento de la desmovilización, siempre que la conducta 
se haya realizado con ocasión de su pertenencia al grupo organizado al margen 
de la ley y con anterioridad a la vigencia de la presente ley. 
  
El Gobierno reglamentará el funcionamiento de este Fondo y, en particular, lo 
concerniente a la reclamación y entrega de bienes respecto de terceros de 
buena fe. 
  
(Sentencia C-370-06 se declara exequible el texto resaltado, en el entendido 
que todo y cada uno de los miembros del grupo armado organizado al margen 
de la ley, responden con su propio patrimonio para indemnizar a cada una de 
las víctimas de los actos violatorios de la ley penal por los que fueren 
condenados; y también responderán solidariamente  por los daños ocasionados 
a las víctimas por otros miembros del grupo armado al cual pertenecieron).  
 
 
DECRETO 4760 DIC. 30/05. ARTICULO 17. NATURALEZA Y ADMINISTRACIÓN DEL 
FONDO PARA LA REPARACIÓN DE LAS VICTIMAS. El Fondo para la Reparación de las 
Víctimas creado por el artículo 54 de la Ley 975 de 2005 es una cuenta especial sin personería 
jurídica, adscrita a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional 
- Acción Social que funcionará con su estructura y será administrada por el Alto Consejero 
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Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, quien será el ordenador del 
gasto. En desarrollo de la administración ejercerá los actos necesarios para la correcta 
disposición, mantenimiento y conservación de los bienes y/o recursos de acuerdo con su 
naturaleza, uso y destino, así como para el adecuado funcionamiento del Fondo teniendo en 
cuenta siempre el favorecimiento de los derechos de las víctimas. 
Para tal efecto podrá contratar total o parcialmente el manejo de los recursos y bienes que 
ingresen al fondo, mediante encargo fiduciario, contratos o fondos de fiducia, contratos de 
administración, mandato, arrendamiento y demás negocios jurídicos que sean necesarios, los 
cuales se regirán por las normas de derecho privado. 
Los gastos necesarios para la administración de los bienes y recursos del Fondo y para su 
adecuado funcionamiento serán sufragados con cargo a los rendimientos financieros de los 
bienes y recursos que conformen su patrimonio, y en los eventos en que no sean suficientes, 
podrá atenderlos con cargo al rubro de Presupuesto General de la Nación. 
El Reglamento interno del Fondo, que será expedido por el Consejo Directivo de la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional - Acción Social, establecerá 
las medidas y procedimientos necesarios para la adecuada administración y funcionamiento del 
Fondo, incluyendo un inventario y registro único para el control de bienes que contenga las 
especificaciones necesarias para su identificación, ubicación, determinación de su estado, 
situación jurídica, fiscal y de servicios públicos, valor catastral, estimado o comercial, entre 
otras. En todo caso, una vez le sean entregados bienes con destino a la reparación de las 
víctimas, deberá levantar un acta de recibo de los mismos. 
ARTÍCULO 13. ENTREGA DE BIENES PARA LA REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS. Los 
miembros de los grupos armados al margen de la ley deberán entregar los bienes ilícitos para 
sufragar con ellos o su producto, las acciones de restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición que propendan por la reparación de las víctimas de las 
conductas punibles cometidas durante y con ocasión de su pertenencia a esos grupos. En todo 
caso, la obligación de reparar a cargo de los mismos no se extingue con la entrega de bienes 
que no alcancen a cubrir integralmente lo dispuesto en la sentencia. 
Cuando no sea posible que los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley 
entreguen los bienes destinados a la reparación de víctimas a paz y salvo respecto de las 
obligaciones que por cualquier concepto pesen sobre los mismos, la Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación y las Comisiones Regionales de restitución de bienes podrán 
invitar a las entidades acreedoras para que contribuyan con la reconciliación y la paz nacional 
mediante la celebración de conciliaciones o acuerdos de pago, condonación total o parcial las 
deudas, de ser procedente, o implementando cualquier otro mecanismo que facilite la extinción 
de la obligación o el cumplimiento a través de mecanismos razonables de financiación. 
Parágrafo. Cuando los bienes de los miembros del grupo armado al margen de la ley no figuren 
formalmente a nombre de los mismos, estos deberán realizar los actos dispositivos necesarios 
para deshacer la simulación y proceder a su entrega con destino a la reparación de las víctimas. 
Respecto del tercero ajeno al grupo armado organizado al margen de la ley que exclusivamente 
haya participado en las conductas relacionadas con la adquisición, posesión, tenencia, 
transferencia y en general con la titularidad de los bienes ilícitos que sean entregados para la 
reparación de las víctimas, la Fiscalía General de la Nación podrá aplicar el principio de 
oportunidad. 
ARTÍCULO 16. PUBLICIDAD SOBRE LOS BIENES ENTREGADOS AL FONDO PARA LA 
REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS.   Con el fin de proteger los derechos de las víctimas y de 
los terceros de buena fe y posibilitar el ejercicio oportuno de sus derechos, la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -Acción Social pondrá de 
manera permanente en conocimiento del público el listado de bienes que en desarrollo de la 
Ley 975 de 2005 le hayan sido entregados para la reparación de las víctimas y posibilitará su 
consulta a través de sus oficinas a nivel territorial, así como de los medios tecnológicos de que 
disponga. 
Los gastos originados en la publicidad prevista en el presente artículo se sufragarán con cargo 
al Fondo para la Reparación de Víctimas. 
DECRETO 3391 SEP 29/06. ARTICULO 18. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS QUE 
INTEGRAN EL FONDO PARA LA REPARACIÓN DE LAS VICTIMAS. El Fondo para la 
Reparación de las Víctimas de que trata el artículo 54 de la ley 975 de 2.005, estará integrado 
por:  
1. Los bienes o recursos que se entreguen por las personas o grupos armados organizados 
ilegales a que se refiere la citada ley, así:  
a) Los bienes producto de la actividad ilegal de conformidad con lo dispuesto en los artículos 10 
Y 11 de la ley 975 de 2.005, según se trate de desmovilizados colectiva o individualmente. 
Estos bienes se entregarán directamente al Fondo, salvo los casos en que el magistrado que  
ejerza el control de garantías, a solicitud de la Fiscalía, del Ministerio Público o de la Víctima, 
entregue en provisionalidad el bien a la víctima hasta que se resuelva sobre el mismo en la 
sentencia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 15 del DECRETO 4760 de 2.005 en 
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aras de garantizar el derecho a la restitución.  
b) Los bienes vinculados a investigaciones penales y acciones de extinción del derecho de 
dominio de que trata el parágrafo del artículo 54 de la ley 975 de 2.005.  
c) Los bienes o recursos lícitos sobre los cuales se haya decretado medida cautelar o se 
entreguen para atender las reparaciones económicas decretadas mediante sentencia proferida 
por la Sala competente del Tribunal Superior de Distrito Judicial, por parte de los 
desmovilizados del bloque o frente penalmente condenados o por los demás des movilizados 
que pertenecían al mismo cuando haya lugar a que se configure responsabilidad civil solidaria, 
de conformidad con lo previsto en el presente DECRETO.  
2. Los recursos asignados en el presupuesto general de la Nación.  
3. Donaciones en dinero o en especie, nacionales o extranjeras.  
De conformidad con el artículo 55 de la ley 975 de 2.005, por intermedio del Fondo para la 
Reparación de Víctimas, se pagarán las indemnizaciones establecidas mediante sentencia 
judicial por la Sala competente del Tribunal Superior de Distrito Judicial, a favor de las víctimas 
de las conductas punibles cometidas por los miembros de los grupos armados organizados al 
margen de la ley durante y con ocasión de su pertenencia al mismo.  
Existiendo la sentencia judicial ejecutoriada, el pago de la indemnización deberá realizarse con 
observancia del siguiente orden de afectación de los rubros que integran el Fondo para la 
Reparación de Víctimas:  
1. En primer lugar se aplicarán al efecto los bienes ilícitos de que tratan los literales a) y b) del 
numeral 1 del presente artículo, que correspondan o hayan sido entregados por el respectivo 
bloque o frente desmovilizado colectivamente. Con cargo a estos se pagarán las 
indemnizaciones a las que resulten judicialmente obligados los des movilizados condenados 
como penalmente responsables que pertenecían al mismo. Igualmente, aquellas por las que 
deban responder los miembros del respectivo bloque o frente cuya pertenencia al mismo haya 
sido judicialmente reconocida, en los casos en que no habiendo sido posible individualizar al 
sujeto activo, se haya comprobado el daño y el nexo causal con las actividades del bloque o 
frente armado ilegal durante y con ocasión de su pertenencia al mismo.  
2. En caso de no ser suficientes los recursos de origen ilícito correspondientes o entregados por 
el respectivo bloque o frente, para cubrir el monto de las indemnizaciones judicialmente 
establecidas, se procederá  a  su  pago  con  los  bienes  o  recursos  de  origen  lícito  sobre los 
cuales se haya decretado medida cautelar o sean entregados por los des movilizados 
penalmente condenados que pertenecían al respectivo bloque o frente.  
3. Si los recursos provenientes del patrimonio lícito del condenado penal mente como 
responsable no atienden la totalidad de la indemnización decretada, encontrándose en 
imposibilidad de pagarla en su integridad, la cancelación del saldo insoluto se hará con cargo a 
los recursos lícitos de los otros desmovilizados del bloque o frente al que pertenecía el penal 
mente responsable, respecto de los cuales haya sido declarada judicialmente la responsabilidad 
civil solidaria, de conformidad con lo dispuesto en el presente DECRETO.  
4. Tratándose de desmovilización individual, cuando el desmovilizado sea declarado 
judicialmente responsable de las conductas punibles cometidas durante y con ocasión e su 
pertenencia al grupo organizado al margen de la ley, deberá responder por las indemnizaciones 
establecidas en la sentencia proferida por la Sala competente del Tribunal Superior de Distrito 
Judicial. Para el pago de la misma, el Fondo deberá proceder con cargo a los bienes de origen 
ilícito entregados por el desmovilizado o que correspondan al lo dispuesto en el literal b) del 
numeral 1 del presente artículo, y con los recursos provenientes del patrimonio lícito que haya 
entregado para tales efectos. 
5. Ante la eventualidad de que los recursos de los desmovilizados colectiva o individualmente 
de los grupos armados organizados al margen de la ley sean insuficientes, los recursos 
asignados del Presupuesto General de la Nación se destinarán, de manera residual, a dar una 
cobertura a los derechos de las víctimas, en especial mediante la realización de otras acciones 
de reparación no decretadas judicialmente, orientadas a reconocer y dignificar a las víctimas de 
las zonas más afectadas por la violencia de los grupos armados organizados al margen de la 
ley, sin que ello implique la asunción de responsabilidad subsidiaria por parte del Estado.  
La destinación de los recursos de que trata el presente numeral se hará de acuerdo con los 
criterios recomendados por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación en virtud del 
artículo 52-6 de dicha ley, los cuales propenderán por el aprovechamiento eficiente de los 
recursos disponibles y su distribución equitativa y razonable, pudiendo señalar parámetros 
diferenciales en función de la vulnerabilidad particular de las víctimas. 

 
ARTÍCULO 55. FUNCIONES DE LA RED DE SOLIDARIDAD SOCIAL. La Red 
de Solidaridad Social, a través del Fondo de que trata la presente ley, tendrá a 
su cargo, de acuerdo con el presupuesto asignado para el Fondo, las siguientes 
funciones: 
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56.1 Liquidar y pagar las indemnizaciones judiciales de que trata la presente ley 
dentro de los límites autorizados en el presupuesto nacional. 
  
56.2 Administrar el Fondo para la reparación de víctimas. 
  
56.3 Adelantar otras acciones de reparación cuando a ello haya lugar. 
  
56.4 Las demás que señale el reglamento. 
  
(Sentencia C-370-06 se inhibe respecto al texto resaltado del inciso primero. 
Declara Inasequible la expresión resaltada en el numeral 56.1).  
 
DECRETO 4760 DIC. 30/05 ARTICULO 17. NATURALEZA Y ADMINISTRACIÓN DEL 
FONDO PARA LA REPARACIÓN DE LAS VICTIMA. El Fondo para la Reparación de las 
Víctimas creado por el artículo 54 de la Ley 975 de 2005 es una cuenta especial sin personería 
jurídica, adscrita a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional 
- Acción Social que funcionará con su estructura y será administrada por el Alto Consejero 
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, quien será el ordenador del 
gasto. En desarrollo de la administración ejercerá los actos necesarios para la correcta 
disposición, mantenimiento y conservación de los bienes y/o recursos de acuerdo con su 
naturaleza, uso y destino, así como para el adecuado funcionamiento del Fondo teniendo en 
cuenta siempre el favorecimiento de los derechos de las víctimas. Para tal efecto podrá 
contratar total o parcialmente el manejo de los recursos y bienes que ingresen al fondo, 
mediante encargo fiduciario, contratos o fondos de fiducia, contratos de administración, 
mandato, arrendamiento y demás negocios jurídicos que sean necesarios, los cuales se regirán 
por las normas de derecho privado. Los gastos necesarios para la administración de los bienes 
y recursos del Fondo y para su adecuado funcionamiento serán sufragados con cargo a los 
rendimientos financieros de los bienes y recursos que conformen su patrimonio, y en los 
eventos en que no sean suficientes, podrá atenderlos con cargo al rubro de Presupuesto 
General de la Nación. El Reglamento interno del Fondo, que será expedido por el Consejo 
Directivo de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional - 
Acción Social, establecerá las medidas y procedimientos necesarios para la adecuada 
administración y funcionamiento del Fondo, incluyendo un inventario y registro único para el 
control de bienes que contenga las especificaciones necesarias para su identificación, 
ubicación, determinación de su estado, situación jurídica, fiscal y de servicios públicos, valor 
catastral, estimado o comercial, entre otras. En todo caso, una vez le sean entregados bienes 
con destino a la reparación de las víctimas, deberá levantar un acta de recibo de los mismos.  
ARTICULO 18. SISTEMA DE INFORMACIÓN PARA LA REPARACIÓN DE LAS VICTIMAS. 
La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional - Acción Social 
deberá diseñar, implementar y administrar un sistema de información que permita realizar 
cruces y seguimiento de los pagos realizados a las víctimas de los grupos armados al margen 
de la ley . Adicionalmente y para efectos de depurar la información requerida para el adecuado 
cumplimiento de sus funciones en beneficio de las víctimas, este sistema contará con 
información que permita conocer el listado de los miembros de los grupos armados organizados 
al margen de la ley respecto de los cuales la Fiscalía General de la Nación inicie investigación 
bajo el procedimiento previsto en la ley 975/2005, los incidentes de reparación integral cuya 
apertura sea decretada con ocasión de tales procesos y las víctimas que participen en los 
mismos, las sentencias condenatorias proferidas en ellos, las víctimas beneficiarías de 
reparación económica establecida en las mismas y su cuantía, los pagos respectivos realizados 
por intermedio del Fondo para la reparación de las Víctimas y la identificación de los bienes y/o 
recursos con cargo a los cuales se haya ejecutado el pago. Para tales efectos, la Unidad de 
Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación, los 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial con competencia en materia de justicia y paz y demás 
entidades estatales que intervengan en la aplicación de la Ley 975/2005, deberán poner a 
disposición de Acción Social la información requerida, siempre que no se encuentre sometida a 
reserva legal. 
ARTICULO 21. COMITÉ DE COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL. En desarrollo del 
principio de colaboración armónica entre las ramas del poder público, funcionará el Comité de 
Coordinación Interinstitucional del cual formarán parte los representantes o delegados de las 
siguientes instituciones: 
Vicepresidencia de la República, Ministerio del Interior y Justicia, Ministerio de Defensa, Oficina 
del Alto Comisionado para la Paz, Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional-Acción Social, Fiscalía General de la Nación, Consejo Superior de la Judicatura, 
Corte Suprema de Justicia, Defensoría del Pueblo, Procuraduría General de la Nación, Instituto 
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de Bienestar Familiar, un representante de la Comisión Nacional de reparación y reconciliación 
y otro de las comisiones regionales de restitución de bienes.  
Este Comité tendrá como función la de propiciar la articulación y coordinación de la actuación 
de las entidades estatales que intervienen en la aplicación de la ley 975/2005, y se reunirá con 
la periodicidad que acuerden sus miembros o cuando lo soliciten la mitad de los mismos, previa 
convocatoria realizada por el Ministro del Interior y Justicia, quien lo presidirá. El Viceministro de 
Justicia o quien designe el Ministro del Interior y Justicia realizará la secretaría técnica del 
Comité. 

 
  

CAPITULO X. 
CONSERVACIÓN DE ARCHIVOS. 

  
ARTÍCULO 56. DEBER DE MEMORIA. El conocimiento de la historia de las 
causas, desarrollos y consecuencias de la acción de los grupos armados al 
margen de la ley deberá ser mantenido mediante procedimientos adecuados, 
en cumplimiento del deber a la preservación de la memoria histórica que 
corresponde al Estado. 
  
ARTÍCULO 57. MEDIDAS DE PRESERVACIÓN DE LOS ARCHIVOS. El 
derecho a la verdad implica que sean preservados los archivos. Para ello los 
órganos judiciales que los tengan a su cargo, así como la Procuraduría General 
de la Nación, deberán adoptar las medidas para impedir la sustracción, la 
destrucción o la falsificación de los archivos, que pretendan imponer la 
impunidad. Lo anterior sin perjuicio de la aplicación de las normas penales 
pertinentes. 
  
ARTÍCULO 58. MEDIDAS PARA FACILITAR EL ACCESO A LOS ARCHIVOS. 
El acceso a los archivos debe ser facilitado en el interés de las víctimas y de 
sus parientes para hacer valer sus derechos. 
  
Cuando el acceso se solicite en interés de la investigación histórica, las 
formalidades de autorización sólo tendrán la finalidad del control de acceso, 
custodia y adecuado mantenimiento del material, y no con fines de censura. 
  
En todo caso se deberán adoptar las medidas necesarias para resguardar el 
derecho a la intimidad de las víctimas de violencia sexual y de las niñas, niños y 
adolescentes víctimas de los grupos armados al margen de la ley, y para no 
provocar más daños innecesarios a la víctima, los testigos u otras personas, ni 
crear un peligro para su seguridad. 
 
(Sentencia C-370-06 se declara exequible los textos resaltados) (Sentencia C-
575-06 declara exequible el texto subrayado)  
 

CAPITULO XI. 
ACUERDOS HUMANITARIOS. 

 
 
ARTÍCULO 59. Es obligación del Gobierno garantizar el derecho a la paz 
conforme a los artículos 2°, 22, 93 y 189 de la Constitución Política, habida 
consideración de la situación de orden público que vive el país y la amenaza 
contra la población civil y las instituciones legítimamente constituidas. 
 
ARTÍCULO 60. Para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 60 de la 
presente ley, el Presidente de la República podrá autorizar a sus representantes 
o voceros, para adelantar contactos que permitan llegar a acuerdos 
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humanitarios con los grupos armados organizados al margen de la ley. 
 
ARTÍCULO 61. El Presidente de la República tendrá la facultad de solicitar a la 
autoridad competente, para los efectos y en los términos de la presente ley, la 
suspensión condicional de la pena, y el beneficio de la pena alternativa a favor 
de los miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley con 
los cuales se llegue a acuerdos humanitarios. 
 
El Gobierno Nacional podrá exigir las condiciones que estime pertinentes para 
que estas decisiones contribuyan efectivamente a la búsqueda y logro de la 
paz. 
 
DECRETO 880 del 27 de marzo de 2008 ARTÍCULO PRIMERO.- Para efectos del presente 
Decreto se entiende que se ha llegado a un acuerdo humanitario, cuando el grupo armado al 
margen de la ley, libere la o las personas secuestradas que se encuentren en su poder. 
ARTÍCULO SEGUNDO.- El Presidente de la República, o el Alto Comisionado para la Paz por 
delegación del señor Presidente, enviará a la autoridad competente los nombres de las 
personas privadas de la libertad que se haya acordado, solicitando la suspensión condicional de 
la pena de que trata el articulo 61 de la Ley 975 de 2005. 
ARTÍCULO TERCERO.- Los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley que 
reciban el beneficio de la suspensión condicional de la pena o la aplicación de una pena 
alternativa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 61 de la Ley 975 de 2005, deben 
comprometerse a no volver a delinquir. 
ARTÍCULO CUARTO.- Quienes cumplan las anteriores condiciones podrán ser beneficiarios de 
los programas de reintegración a la vida civil ofrecidos por el Gobierno Nacional. La Oficina del 
Alto Comisionado para la Paz y la Alta Consejería Presidencial para la Reintegración, 
dispondrán lo pertinente para tal efecto. 
ARTÍCULO QUINTO.- Para la aplicación de la pena alternativa, el Presidente de la República o 
el Alto Comisionado para la Paz por delegación del señor Presidente, solicitará el trámite del 
beneficio a la Fiscalía General de la Nación. 
ARTICULO SEXTO.- En atención al interés superior de la paz, los procedimientos que se 
deriven de lo establecido en el presente Decreto serán tramitados con prioridad. 

 
CAPITULO XII. 

VIGENCIA Y DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS. 
  
ARTÍCULO 62. COMPLEMENTARIEDAD. Para todo lo no dispuesto en la 
presente ley se aplicará la Ley 782 de 2002 y el Código de Procedimiento 
Penal. 
  
(Sentencia C-370-06 se inhibe de pronunciarse).  
 
ARTÍCULO 63. LEY FUTURA MÁS FAVORABLE. Si con posterioridad a la 
promulgación de la presenta ley, se expiden leyes que concedan a miembros de 
grupos armados al margen de la ley beneficios más favorables que los 
establecidos en esta, las personas que hayan sido sujetos del mecanismo 
alternativo, podrán acogerse a las condiciones que se establezcan en esas 
leyes posteriores. 
  
ARTÍCULO 64. ENTREGA DE MENORES. La entrega de menores por parte de 
miembros de Grupos armados al margen de la ley no serán causal de la pérdida 
de los beneficios a que se refieren la presente ley y la Ley 782 de 2002.ç 
 
(Sentencia C-575-06 lo declara exequible) 
  
ARTÍCULO 65. El Gobierno Nacional, el Consejo Superior de la Judicatura y la 
Fiscalía General de la Nación apropiarán los recursos suficientes 
indispensables para la debida y oportuna aplicación de la ley de extinción de 



FISCALIA GENERAL DE LA NACION  

RELATORIA UNIDAD DE JUSTICIA Y PAZ  

 63 

dominio. 
  
ARTÍCULO 66. De acuerdo con el Programa de Reincorporación a la vida civil 
el Gobierno Nacional procurará la vinculación de los desmovilizados a 
proyectos productivos o a programas de capacitación o educación que les 
facilite acceder a empleos productivos. 
  
Simultáneamente y de acuerdo con el mismo programa, procurará su apoyo 
para ingresar a programas de asistencia psicológica adecuados que faciliten su 
reincisión social y adopción a la normal vida cotidiana. 
  
ARTÍCULO 67. Los Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito 
judicial, que se creen en virtud de la presente ley, serán elegidos por la Sala 
Plena de la Corte Suprema de justicia, de listas enviadas por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
  
Los requisitos exigidos para ser Magistrado de estos Tribunales, serán los 
mismos exigidos para desempeñarse como Magistrado de los actuales 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 
  
La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, podrá conformar 
los grupos de apoyo administrativo y social para estos Tribunales. La 
nominación de los empleados, estará a cargo de los Magistrados de los 
Tribunales creados por la presente ley. 
  

DECRETO 4760 DIC. 30/05 ARTÍCULO 24. ELECCIÓN DE MAGISTRADOS DE LOS 
TRIBUNALES    SUPERIORES    PARA   JUSTICIA   Y    PAZ.        Los magistrados de los 
Tribunales Superiores que se creen en virtud de la Ley 975 de 2005, serán elegidos por la Sala 
Plena de la Corte Suprema de Justicia, de listas enviadas por la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura, las cuales serán elaboradas siguiendo para el efecto el 
mismo procedimiento señalado en el artículo 53 de la Ley 270 de 1.996 

 
ARTÍCULO 68. Los recursos de que trata la presente ley y cuyo trámite 
corresponde a la Corte Suprema de justicia, tendrán prelación sobre los demás 
asuntos de competencia de la Corporación y deberán ser resueltos dentro del 
término de treinta días. 
  
ARTÍCULO 69. Las personas que se hayan desmovilizado dentro del marco de 
la Ley 782 de 2002 y que hayan sido certificadas por el Gobierno Nacional, 
podrán ser beneficiarias de resolución inhibitoria, preclusión de la instrucción o 
cesación de procedimiento, según el caso, por los delitos de concierto para 
delinquir en los términos del inciso primero del artículo 340 del Código Penal; 
utilización ilegal de uniformes e insignias; instigación a delinquir en los términos 
del inciso primero del artículo 348 del Código Penal; fabricación, tráfico y porte 
de armas y municiones. 
  
Las personas condenadas por los mismos delitos y que reúnan las condiciones 
establecidas en el presente artículo, también podrán acceder a los beneficios 
jurídicos que para ellas consagra la Ley 782 de 2002. 
  
(Sentencia C-370-06 se inhibe de pronunciarse).  
 
 
ARTÍCULO 70. REBAJA DE PENAS. Las personas que al momento de entrar 
en vigencia la presente ley cumplan penas por sentencia ejecutoriadas, tendrán 
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derecho a que se les rebaje la pena impuesta en una décima parte. Exceptúese 
los condenados por los delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexuales, lesa humanidad y narcotráfico. 
  
Para la concesión y tasación del beneficio, el juez de ejecución de penas y 
medidas de seguridad tendrá en cuenta el buen comportamiento del 
condenado, su compromiso de no repetición de actos delictivos, su cooperación 
con la justicia y sus acciones de reparación a las víctimas. 
 
(Sentencia C-370-06 lo declara inexequible por vicios de procedimiento en su 
formación).  
 
DECRETO 4760 DIC. 30/05. ARTICULO 27. REBAJA DE PENAS. Para los efectos previstos 
en el artículo 70 de la ley 975/2005, quienes al momento de entrar en vigencia tal ley, 
estuvieran condenados, tendrán derecho a una rebaja de una décima parte de la pena impuesta 
en la sentencia, siempre que se reúnan todos los siguientes requisitos: 
1..Que la condena se haya proferido por conductas punibles diferentes a las de lesa 
humanidad, narcotráfico o por los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales: 
acceso carnal y/o acto sexual violento, acceso carnal y/o actos sexuales en persona puesta en 
incapacidad de resistir, acceso carnal abusivo y actos sexuales con menor de catorce años, 
acceso carnal o acto sexual abusivos con incapaz de resistir, inducción y/o constreñimiento a la 
prostitución, trata de personas, estimulo a la prostitución de menores, pornografía infantil y 
turismo sexual. 
Tratándose de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, adicionalmente 
se requiere que no se trate de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la 
pertenencia al grupo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la ley 975/2005. 
2. Que la persona se encuentre cumpliendo la pena y haya observado buen comportamiento, lo 
cual será certificado por el director del establecimiento carcelario. 
3. Que en la petición elevada por el condenado ante el juez de ejecución de penas y medidas 
de seguridad, manifieste su compromiso de no reincidir en acto delictivo. 
4. Por cooperación con la justicia, como presupuesto para acceder a la rebaja, debe entenderse 
la colaboración, ayuda, contribución, apoyo o asistencia que el procesado haya prestado a los 
fiscales y jueces a cargo de la investigación adelantada en su contra, y cualquier otra que, 
debidamente probada, haya brindado en asuntos diversos. 
En todo caso, la cooperación no implica que el beneficiario se haya acogido previamente a 
sentencia anticipada o a los beneficios por colaboración con la justicia. 
5. La realización de actos de reparación de las víctimas, siempre y cuando hayan sido 
individualizadas en el respectivo proceso. 
No se podrá negar la rebaja al interno que carezca de capacidad económica. En tal caso, la 
reparación de las víctimas se realizará con medidas simbólicas de satisfacción tendientes a 
restablecer la dignidad de la víctima, difundir la verdad sobre lo sucedido o con garantías de no 
repetición. 
PARÁGRAFO. Las rebajas obtenidas con ocasión de colaboración con la justicia o sentencia 
anticipada en los respectivos procesos no excluirán la rebaja aquí prevista. 

 
 
ARTÍCULO 71. SEDICIÓN. Adiciónase al artículo 468 del Código Penal un 
inciso del siguiente tenor: "También incurrirá en el delito de sedición quienes 
conformen o hagan parte de grupos guerrilleros o de autodefensa cuyo accionar 
interfiera con el normal funcionamiento del orden constitucional y legal. En este 
caso, la pena será la misma prevista para el delito de rebelión. 
  
Mantendrá plena vigencia el numeral 10 del artículo 3 de la Convención de las 
Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Psicotrópicas, suscrito en Viena el 20 de diciembre de 1988 e incorporado a la 
legislación nacional mediante Ley 67 de 1993". 
  
(Sentencia C-370-06 lo declara inexequible por vicios de procedimiento en su 
formación).  
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ARTÍCULO 72. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley deroga todas 
las disposiciones que le resulten contrarias. Se aplicará únicamente a hechos 
ocurridos con anterioridad a su vigencia y rige a partir de la fecha de su 
promulgación. 


